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-
Del diputado señor Espinoza, don Fidel, por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 8 de febrero de 2016, para dirigirse a Panamá. 
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-
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-
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-
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-
Del diputado señor Kast, don Felipe, quien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 del Reglamento de la Corporación, solicita permiso sin goce de sueldo para ausentarse, por razones personales, el jueves 28 de enero de 2016.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (105) 
NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito) 
Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Alvarado Ramírez Miguel Ángel
PPD
IV
9

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
DC
VII
36

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrieron; además; la ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González; el ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido; el ministro secretario general de Gobierno, señor Marcelo Díaz Díaz; el ministro secretario general de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; y el ministro secretario del Interior y Seguridad Pública subrogante, señor Mahmud Aleuy Peña y Lillo.
-Se contó con la asistencia, también, de la subsecretaria de la Secretaría General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, y el subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco Aguayo.

-No estuvieron presentes por encontrarse:


-En misión oficial: La diputada señora Denise Pascal Allende, y los diputados señores Romilio Gutiérrez Pino, Tucapel Jiménez Fuentes, Fernando Meza Moncada y Cristián Urízar Muñoz.

-Con licencia médica: La diputada señora Loreto Carvajal Ambiado, y los diputados señores Guillermo Ceroni Fuentes, Rodrigo González Torres y Juan Enrique Morano Cornejo.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.42 horas.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- El acta de la sesión 117ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 118ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el diputado señor Ramón Barros.

El señor BARROS.- Señor Presidente, solicito reunión de Comités sin suspender la sesión.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Así se hará, señor diputado.

El Vicepresidente se hará cargo de la reunión que usted está solicitando, la que se iniciará en pocos minutos.

Sobre la Cuenta, tiene la palabra el diputado señor Juan Antonio Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, iba a plantear lo mismo, pero solicito además que el motivo de la reunión de los Comités sea para aclarar el trámite legislativo que se dará a los distintos proyectos, ya que, a pesar de que estamos a miércoles, todavía no hay claridad respecto de las citaciones que se realizarán durante lo que queda de la semana. 

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Es decir, lo que usted está proponiendo es que los Comités elaboren las tablas de las próximas sesiones. 

Muy bien, habrá claridad sobre el tema, señor diputado.

V. TABLA

FORTALECIMIENTO Y TRANSPARENCIA DE LA DEMOCRACIA
(Proposiciones de la Comisión Mixta. Boletín N° 9790-07) 
El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde tratar las proposiciones de la Comisión Mixta relacionadas con el proyecto de ley, iniciado en mensaje, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia.

Antecedentes:

-Informe de la Comisión Mixta. Documentos de la Cuenta N° 8 de este boletín de sesiones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- En conformidad con los acuerdos de los Comités Parlamentarios adoptados ayer en relación con el debate del proyecto de ley, se entregará un tiempo de cuatro minutos por bancada.

Tiene la palabra el diputado señor Arturo Squella.

El señor SQUELLA.- Señor Presidente, en poco más de un mes hemos discutido el proyecto en tres oportunidades en la Sala, motivo por el cual solo nos remitiremos a lo que sucedió ayer en la Comisión Mixta, puesto que todo lo demás ha sido muy debatido.

Básicamente, ayer abordamos tres temas en la Comisión Mixta.

El primero de ellos fue la definición de propaganda electoral. 

Me da la impresión de que quienes decidieron enviar a comisión mixta el proyecto esperaban una proposición distinta de la que salió.

En términos generales, es un informe más claro respecto de aquellos ciudadanos que no son miembros de partidos políticos, en cuanto a que en las etapas de precampaña sus actos de difusión de ideas no serán considerados propaganda. Desde ese punto de vista, quedan resguardos los actos políticos y de difusión de ideas de quienes están en esa condición. 

Eso, si mal no recuerdo, se votó en forma unánime a favor.

En segundo término, en cuanto a la instalación de propaganda electoral en espacios privados, si bien una parte de los diputados solicitó que la Comisión Mixta revisara las consideraciones tanto para espacios públicos como para privados, la que llegó a dicha instancia fue solo la referida a los espacios privados, por considerarse, en términos generales, que era excesivamente restrictivo lo que había propuesto el Senado.

Para graficar de manera concreta, en relación con las dimensiones de los carteles que se utilizan para dar a conocer las distintas candidaturas, el Senado señaló que estos no podían superar los 2 metros cuadrados, en circunstancias de que la Cámara de Diputados aprobó 25 metros cuadrados.

En la Comisión Mixta se planteó que hay matices, por lo cual, a mi juicio de buena forma, se acordó permitir que la dimensión de esta propaganda no supere los seis metros cuadrados totales en espacios privados.

En tercer término, respecto de los aportes anónimos, se estableció que estos no son equivalentes a los que existían en la ley. Son diferentes de los que existían con esa misma denominación. 

El Servicio Electoral tiene conocimiento de quienes hacen estos aportes, por lo que no corresponde seguir con la misma denominación.

Entonces, se precisó el nombre de este tipo de aportes, señalando que se trata de aportes menores sin publicidad. Lo único que los distingue del resto de los aportes es que están acotados a un margen que se revisó. Por cierto no se les da la misma publicidad, pero, como dije, el Servel está en conocimiento de quiénes son el aportante y el candidato al cual se le aportó. Obviamente, están sujetos a las normas de fiscalización por parte del Servicio Electoral.

Lo relevante es que no hubo nadie en la Comisión Mixta que pusiera en duda la posibilidad de que existiera un pequeño aporte por esta vía. Se tuvieron a la vista el informe de la “comisión Engel” y los informes y exposiciones entregados en distintas instancias legislativas durante la tramitación del proyecto, por instituciones que velan por la transparencia y la probidad. Todos ellos recomendaron que existiera la posibilidad de resguardar el nombre de quien no quisiera dar a conocer sus intenciones políticas, por lo que se procedió así.

Se bajaron los montos, quedando un máximo de 40 UF para las candidaturas a Presidente de la República; 20 UF para las de senadores y diputados; 15 UF para las de consejeros regionales y alcaldes, y 10 UF para las de concejales. 

Esto, además, está sujeto a otros dos montos. Primero, estos aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante no podrán ser, en total, superiores a 120 UF -alrededor de 3 millones de pesos- para un mismo tipo de elección. 

Segundo, ningún candidato o partido político, durante el período de campaña electoral, podrá recibir, por concepto de aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante, más del 20 por ciento del límite de gastos electorales definido en esta ley en proyecto.
Por lo tanto, en términos generales, se mejoró el proyecto que evacuó el Senado, por lo cual, evidentemente, sugiero votar a favor la proposición de la Comisión Mixta para que contemos con una nueva legislación en una materia tan relevante como esta.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Roberto León.

El señor LEÓN.- Señor Presidente, voy a fundamentar mi voto en contra de las proposiciones de la Comisión Mixta.

No debemos engañarnos. Si alguien cree que por cambiar el nombre de aporte anónimo por aporte menor sin publicidad de identidad del aportante, estos aportes dejarán de ser clandestinos, perdónenme, pero prefiero lo que había acordado la Cámara de Diputados.

Esos aportes clandestinos pueden llegar al 20 por ciento del total de la campaña, lo que es una cifra considerable. 

No estoy de acuerdo con la propuesta de la Comisión Mixta, por lo que, haciendo uso de mi derecho, la votaré en contra.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, suscribo completamente lo dicho por el colega Roberto León. 

Por razones obvias, sostengo el acuerdo original de la Cámara de Diputados, esto es, derogar el artículo 17 de ley N° 19.884, que establecía los aportes anónimos. 

Entiendo que se pueden hacer juegos de palabras y, en vez de referirse a aportes anónimos, hablar de aportes menores sin publicidad, pero la sustancia es la misma.

En consecuencia, dado que no se puede solicitar votación separada, votaré en contra las proposiciones de la Comisión Mixta.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, en primer lugar, cuando se vota un informe de Comisión Mixta, lo que se está haciendo es entrar en la disyuntiva de si existirá o no existirá ley.

En consecuencia, hay que analizar las proposiciones de la Comisión Mixta considerando ese contexto. Lo planteo porque a veces por diferencias circunstanciales y menores se deja de tomar decisiones en cuestiones que son esencialmente beneficiosas y que cambian de manera radical el sistema.

Por supuesto, la situación relacionada con la entrega de boletas ideológicamente falsas y todas las ilegalidades que hemos visto no se resolverá por una ley, pero queda claro que con esta ley en proyecto desaparecen por completo lo que en la legislación actual se llaman aportes reservados y aportes anónimos.

Quiero ser absolutamente claro al respecto. Los aportes reservados son aquellos en que alguien -puede ser una empresa o una persona natural- va al Servel y decide donar una cifra, que a veces puede ser sideral, a determinado candidato, el cual no conoce la identidad del donante y, por lo tanto, ni siquiera está en condiciones de rechazar el aporte que se le entrega. Ello, como sabemos, desaparece por completo de la ley.

En la legislación actual, los aportes anónimos son aquellos que el candidato informa en su declaración de gastos de campaña como recibidos por numerosas personas, ya sea en su cuenta o directamente en su mano. 

Así, el candidato puede decir que recibió 20 millones o 40 millones de pesos en aportes anónimos, sin informar al Servel la cantidad de personas que donó, la cantidad de dinero que entregó cada una, y menos todavía la identidad de los donantes. Es decir, el Servel tiene que confiar en lo que dice el candidato.

El proyecto, que espero aprobemos, exige a todas las personas salir del anonimato e identificarse ante el Servel con su nombre y RUT. Aclaremos las cosas: si alguien quiere aportar, por ejemplo, al diputado Sergio Espejo, 10, 100 o 200.000 pesos, lo puede hacer; pero si le dona más de 20 UF, esa persona estará obligada a entregar su RUT y su nombre al Servel, para que el candidato sea informado por si quiere rechazar ese aporte. Pero, además, si dona más de 500.000 pesos, esa persona va a aparecer en la página web del Servel como donante de Sergio Espejo, con todo lo que eso puede significar. 

Ahora, si aporta menos de 20 UF a Sergio Espejo, esa persona igual va a tener que entregar su número de RUT y su nombre, y se informará a Sergio Espejo que, por ejemplo, Juan Pérez está aportando 180.000 pesos a su campaña. La única diferencia que establecemos es que, cuando se trate de aportes menores a 20 UF, en el caso de candidatos al Parlamento, esa persona tendrá derecho a elegir entre un casillero que dice “con publicidad” y otro que dice “sin publicidad”, lo que significará aparecer o no en la web. Pero no es anónimo, porque el donante está perfectamente identificado por el Servel. 

Ahora, si se produce cualquier irregularidad, denuncia, proceso por una boleta o cualquier cosa -aquí se habla con mucha ligereza-, esa persona será investigada.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Ha cumplido su tiempo, diputado Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, ¿de cuántos minutos disponía para intervenir?

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- De cuatro minutos, señor diputado.

El señor AUTH.- Entonces concluyo de inmediato, señor Presidente.

Si queremos que haya ley, debemos aprobar el informe de la Comisión Mixta; si queremos que la política siga como está, votemos en contra.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado René Saffirio.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, este proyecto comenzó su debate en esta Cámara y tiene un ostentoso título: fortalecimiento y transparencia de la democracia.

Pero, curiosamente, una de las dificultades más grandes que está enfrentado el sistema político chileno tiene que ver, precisamente, con el financiamiento de los partidos políticos y de las campañas electorales. Este proyecto de ley fue motivado por los mayores escándalos a los que nos hemos visto expuestos los más diversos partidos y posiciones, por haber recibido “platas negras”, producto de aportes de empresas que no fueron declaradas en el Servicio Electoral.

Uno de los cuestionamientos fue, justamente, el de los aportes reservados. Se propuso eliminarlos y hubo amplio acuerdo para ello. ¿Y qué pasó? Este es un mal chiste: se inventaron los aportes anónimos. Y como votamos en contra de los aportes anónimos, se creó la siguiente figura: “aporte menor sin publicidad de la identidad”, es decir, un eufemismo para mantener lo mismo.

Se dice que tiene un límite de 20 por ciento. Efectivamente, existe una limitación de ese porcentaje; pero es bueno que los ciudadanos sepan qué representa ese 20 por ciento: corresponde al 20 por ciento del máximo gasto electoral. En el caso del distrito que pretendo representar en la próxima elección, se estimó un gasto electoral máximo de 230 millones; o sea, yo podría recibir aportes menores sin publicidad de identidad por cerca de 50 millones de pesos. ¡Esto es inadmisible!

El señor VENEGAS.- Pero de distintas personas.

El señor SAFFIRIO.- Mi colega Mario Venegas me dice que puede ser el aporte de distintas personas. ¿Pero qué va a ocurrir? Que del propio dinero del candidato se le pueden entregar 500.000 pesos a cada uno de sus amigos para que estos los transformen en aportes no identificables.

Esto me parece de la mayor gravedad y no estoy disponible para un tongo de esta naturaleza. En consecuencia, votaré en contra de la propuesta de la Comisión Mixta.

Para finalizar, señor Presidente, por su intermedio quiero aclarar al diputado Auth que no es verdad que nos quedaríamos sin ley si no aprobáramos el informe; no es así. Nos queda-
ríamos sin esta norma, que es distinto. Pero el proyecto de ley se aprobará en todas aquellas materias que no fueron tratadas en la Comisión Mixta. No nos engañemos, porque lo que se ha sostenido al respecto no es efectivo.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado Osvaldo Andrade.

El señor ANDRADE.- Señor Presidente, asumo con mucha propiedad el hecho de que fui uno de los promotores de la Comisión Mixta para discutir lo relacionado con los aportes anónimos. Me hago cargo de la argumentación que allí se planteó y, además, la ratifico. Pero asumo mi derrota.

Lo que no voy a hacer es trasladar mi derrota a mi gobierno, porque no fuimos capaces de convencer al conglomerado de actores políticos de que los aportes anónimos eran una mala idea, sin perjuicio de reconocer que hay una mejoría, por la transformación de la denominación y la limitación. Pero, como dije, no soy capaz de que mi derrota provoque una derrota a mi gobierno.

Quiero ser enfático en esto, porque lo que caracteriza a una coalición es su respaldo en los momentos difíciles, incluso a veces contra las propias convicciones. Cuando uno se incorpora a una coalición, cede soberanía, porque es de la naturaleza de una coalición ceder sobera-
nía. Y a veces, como dije, eso significa actuar contra ciertas convicciones, porque lo que importa es respaldar al propio gobierno.

Por lo expuesto, anuncio que votaré a favor el informe de la Comisión Mixta.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado Guillermo Teillier.

El señor TEILLIER.- Señor Presidente, en medios de comunicación he escuchado que honorables diputados -algunos son amigos- han dicho que estos aportes anónimos son muy convenientes para el Partido Comunista, que tiene la necesidad de proteger a sus militantes, a aquellos que trabajan en empresas o reparticiones públicas. 

Entonces, cabe una pregunta de cajón: ¿Todavía existe persecución soterrada hacia los comunistas en las empresas y en los servicios públicos en Chile? Porque eso es lo que se está poniendo sobre la mesa.

Al respecto, quiero precisar que no hemos pedido aportes anónimos ni estamos de acuerdo con ellos. La mayoría de los aportes del partido son muy modestos, y quienes podemos dar más, lo hacemos abiertamente.

Creo que estos aportes anónimos pueden beneficiar, más bien, a un sector político ligado al mundo empresarial. Cabe preguntarse: ¿Cuántos gerentes, ejecutivos, directores administrativos de grandes y medianas empresas podrán aportar a candidatos que representan prioritariamente a ese sector? Creo que son muchísimos más que los que eventualmente podrían entregarnos un aporte a nosotros.

Es decir, se está diciendo que en las empresas hay persecución hacia los comunistas, que hay peligro si una persona nos da dinero. Entonces, ¿quién nos va a dar dinero en esas condiciones? ¡Nadie!

A mi parecer, esta es una mala figura. La ciudadanía huele esto como fondo reservado, cuando aún no se aclaran muchos escándalos públicos. Es un tema muy controversial.

Hoy los medios de comunicación ya están poniendo en la picota a la Cámara de Diputados, y no quiero dejar de solidarizar con nuestra Corporación. 

Ahora bien, al igual que el diputado Andrade, también me siento derrotado en este aspecto, y a estas alturas todavía no sé si voy a ceder soberanía, porque tenemos que discutirlo con la bancada. 

Pero debo decir claramente que a los comunistas no nos gustan los fondos anónimos o reservados, por la situación que estamos viviendo.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado Nicolás Monckeberg.

El señor MONCKEBERG (don Nicolás) .- Señor Presidente, vamos a votar a favor el informe de la Comisión Mixta, porque reconocemos ciertos avances respecto de lo que dijimos ayer.

Quiero destacar con mayor énfasis las adecuaciones que se hicieron al concepto de propaganda electoral. Lo digo con claridad: el diputado que habla no se sentía cómodo con un concepto que generaba un privilegio, absolutamente desigual, en favor de las autoridades en ejercicio. 

Debido a la forma en que se definía “propaganda electoral” daba la impresión de que la autoridad pública en ejercicio podía realizar todas las actividades publicitarias durante el tiempo que quisiera, en el entendido de que eran actuaciones propias de su cargo, y que, por tanto, no estaban comprendidas dentro de la noción de propaganda electoral. En cambio, los actos del desafiante, es decir, de aquel joven que aspira a representar a su comunidad, se calificaban como propaganda electoral. 

Considero que el nuevo concepto de propaganda electoral propuesto, si bien no es completamente claro, avanza en la línea de establecer que la difusión de ideas de la autoridad en ejercicio y del particular que proyecte ser candidato a algún cargo público no es propaganda electoral. 

De esa manera se iguala la cancha. No podemos crear una legislación que favorezca a los que hoy están sentados en esta Sala y, prácticamente, los transforme en personas inamovibles, más aun cuando vemos con sorpresa que el proyecto que limita las reelecciones de senadores, diputados y otros cargos de elección popular duerme en el Senado.

Todas las normas que restringen y tornan aún más complejas las campañas finalmente favorecen a las autoridades en ejercicio y, además, instalan un candado que impide que se renueven, toda vez que la reelección sigue siendo indefinida.

Por las razones expuestas, valoramos el avance en comento.

Respecto de los mal llamados aportes anónimos, como señaló el diputado Osvaldo Andrade, es importante decir la verdad. Estos no son anónimos. Si una persona realiza un aporte y después intenta cometer un delito al influir en el receptor de esos recursos en el marco de la tramitación de un proyecto de ley, de inmediato el tribunal tendrá acceso a su nombre. Además, los montos establecidos para los aportes tienden a proteger la independencia de quienes realizan esa contribución menor. 

¿Es razonable permitir que se generen nuevos episodios como los que en algún minuto se suscitaron en el gobierno anterior de la Nueva Mayoría, en los cuales funcionarios públicos recibieron correos electrónicos, enviados por personas con las que tenían vínculos de subordinación y de dependencia, en los que se les solicitaba, y en algunos casos exigía, aportes para campañas políticas? Eso es completamente inaceptable.

En el debate planteamos la idea de incorporar la posibilidad de que el funcionario a quien se le requiera un aporte y que, por algún motivo, no pueda o no quiera hacerlo, no quede expuesto públicamente, porque le pueden pasar la cuenta. El gobierno se negó a legislar sobre aquello. 

Finalmente, para no politizar la discusión, por su intermedio, señor Presidente, quiero señalar al diputado Guillermo Teillier que su Presidenta, a la cual usted representa en la Cámara de Diputados, fue quien más aportes anónimos recibió en la última elección.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Ofrezco la palabra. 

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre las proposiciones de la Comisión Mixta en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar las proposiciones de la Comisión Mixta recaídas en el proyecto de ley, iniciado en mensaje, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 77 votos; por la negativa, 12 votos. Hubo 10 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Campos Jara, Cristián; Castro González, Juan Luis; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; De Mussy Hiriart, Felipe; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Hasbún Selume, Gustavo; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lemus Aracena, Luis; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Mirosevic Verdugo, Vlado; Molina Oliva, Andrea; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Paulsen Kehr, Diego; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Browne Urrejola, Pedro; Girardi Lavín, Cristina; Godoy Ibáñez, Joaquín; León Ramírez, Roberto; Lorenzini Basso, Pablo; Provoste Campillay, Yasna; Rivas Sánchez, Gaspar; Rocafull López, Luis; Rubilar Barahona, Karla; Saffirio Espinoza, René; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Torres Jeldes, Víctor.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Chahin Valenzuela, Fuad; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Núñez Arancibia, Daniel; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Silber Romo, Gabriel; Teillier Del Valle, Guillermo; Vallejo Dowling, Camila.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Despachado el proyecto.
FORTALECIMIENTO DEL CARÁCTER PÚBLICO Y DEMOCRÁTICO DE LOS
PARTIDOS POLÍTICOS (Proposiciones de la Comisión Mixta.
Boletín N° 10154-07) 
El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- En segundo lugar, corresponde tratar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización.

Antecedentes:

-Informe de la Comisión Mixta. Documentos de la Cuenta N° 7 de este boletín de sesiones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- De conformidad con los acuerdos de los Comités Parlamentarios adoptados en la sesión de ayer, cada bancada dispondrá de cuatro minutos para intervenir en el debate.

En discusión la proposición de la Comisión Mixta.

En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, el presente es el proyecto hermano de la iniciativa que acabamos de discutir.

La Comisión Mixta introdujo proposiciones y resolvió algunas diferencias entre la Cámara de Diputados y el Senado. 

En primer término, se reconoció el derecho de los partidos a invertir parte del patrimonio construido a lo largo de su historia para generar recursos, por supuesto, con limitaciones. Por ejemplo, solo un tercio de los bienes inmuebles de propiedad del partido podrá destinarse a un uso comercial. 

Además, si el patrimonio financiero disponible es superior a 25.000 UF -unos 630 millones de pesos-, solo podrá ser invertido a través de un fideicomiso ciego, es decir, el partido tendrá desconocimiento absoluto acerca de dónde están invertidas sus acciones. 

De esta forma se respeta el derecho de los partidos a usufructuar de los recursos adquiridos a lo largo de su historia, pero, también, se previenen eventuales conflictos de intereses.

El segundo tema que suscitó un extenso debate fue si, ahora que los partidos están dotados de personalidad jurídica de derecho público, se debía imponer que la elección directa y secreta de alguno de sus órganos internos se efectuara vía generación democrática, esto es, mediante la participación de todos sus militantes. 

Se desechó la proposición referida a obligar a los partidos a que su máxima directiva siempre fuera elegida por elección universal y directa de todos los afiliados. 

Asimismo, se respetó el derecho a que -como ocurre en los regímenes parlamentarios- la máxima directiva pueda ser elegida por la instancia intermedia; no obstante, en ese caso, se establece que los partidos están obligados a elegir por votación universal, directa, secreta e informada a la instancia intermedia. 

Aquella fue la fórmula para resolver las diferencias sobre el particular, la que concitó amplia mayoría. Básicamente, todos los partidos están obligados a tener una elección democrática, con participación simultánea de todos sus afiliados y, eventualmente, de sus adherentes 
-si lo contempla su estatuto-, pero el legislador no interviene en el mecanismo electoral específico de cada partido. Es decir, el partido tiene autonomía para optar por un sistema parlamentarista o presidencialista, como ocurre con la libertad que tienen los países para elegir sus regímenes electorales.

Esas son las principales proposiciones de la Comisión Mixta que, por supuesto, suscribí, e invito a la Cámara de Diputados a aprobarlas.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- En el tiempo del Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, en la Comisión Mixta se analizaron fundamentalmente dos materias. Una de ellas fue la forma de materializar en la ley en proyecto el principio democrático en la elección de los órganos superiores de los partidos políticos, esto es, que el criterio electoral no se circunscribiera a una mera decisión estatutaria. 

El segundo tema se focalizó en la forma de administrar el patrimonio de los partidos políticos.

Sobre el primer punto, existieron dos posiciones claramente extremas y antagónicas. Una postura era permitir que los partidos establecieran cualquier sistema que en los estatutos se definiera como democrático, entre los cuales se comprende el hecho de permitir la ocurrencia de una verdadera cascada de elecciones indirectas que diluyera absolutamente el poder de los militantes. En ese escenario, los afiliados del partido no tendrían ninguna injerencia en la composición de su órgano ejecutivo. Se trata de una cultura que hoy opera en algunos partidos y que nos parece deseable modificar y actualizar, a fin de que realmente se cumpla con el objetivo del proyecto: fortalecer el carácter público y democrático de los partidos. Los partidos políticos tendrán personalidad jurídica de derecho público y financiamiento público.

También, de alguna manera, la controversia en comento -en su momento escuchamos ese argumento en la comisión- se relaciona con los límites a la autonomía de los cuerpos intermedios. Sin embargo, nuestra legislación, la ley N° 19.418, les exige a los cuerpos intermedios, como las organizaciones vecinales y funcionales, elegir en forma directa su directiva. Entonces, ¿por qué a instituciones que tendrán el carácter de persona jurídica de derecho público el Estado no les podrá exigir ciertos mínimos democráticos? 

Por otro lado, están quienes entienden que la única vía democrática es la elección directa de los militantes del órgano ejecutivo. Pero sucede que nuestro ordenamiento jurídico históricamente ha reconocido un conjunto de elecciones que recogen realmente los principios democráticos, pero que no siempre son directas. Así se planteó ayer. Por ejemplo, antes los alcaldes eran elegidos en forma indirecta por el concejo; actualmente, el presidente del consejo regional se elige de manera indirecta. 

Por ello, logramos establecer una alternativa intermedia en virtud de la cual los estatutos de los partidos políticos solo tendrán dos opciones: que el órgano ejecutivo sea elegido directamente por los militantes, como lo hace nuestro partido y que es lo que más me representa 
-”un militante, un voto” para la elección del órgano ejecutivo-, o que dicho órgano sea elegido por un órgano colegiado intermedio. Pero si es elegido por el órgano colegiado intermedio, se establece la obligación de que este, a su vez, sea elegido por los afiliados mediante la lógica de “un militante, un voto”, para que efectivamente exista democracia y participación y para que los militantes sepan que cuando están votando para elegir a ese cuerpo colegiado intermedio también lo están haciendo para que este elija al órgano ejecutivo. Este también es un sistema democrático. Así elige Estados Unidos de América a su Presidente de la República. ¿Alguien podría cuestionar el carácter democrático de la elección presidencial de ese país? Es un sistema claramente democrático. 

Por lo tanto, lo que hicimos fue permitir que los estatutos definan una u otra fórmula, ambas plenamente democráticas, a fin de erradicar aquellas formas que diluían completamente el poder de los afiliados y que desdibujaban el carácter democrático que necesariamente requieren los partidos políticos. Creo que fue una buena solución, pues permitirá que las lógicas democráticas que existen dentro de los partidos puedan seguir ejecutándose en virtud de esta futura ley.

Finalmente, esta iniciativa no puede hacer lo mismo que hizo la dictadura: expropiar su patrimonio a los partidos políticos. Sobre la base de los aportes de los militantes, sobre la base de las cotizaciones o, en algunos casos, sobre la base de haber invertido bien los recursos que les fueron devueltos después de la confiscación, algunos partidos han logrado cierto nivel de patrimonio. 

Este proyecto coloca un dique en la administración de esos recursos, para evitar los conflictos de intereses y el financiamiento indirecto. A mi juicio, eso se logra a plenitud con la norma que se propone. Hacer algo distinto significaría expropiar, por ley y en democracia, el patrimonio a los partidos políticos, cuestión que me parece simplemente inaceptable.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Ofrezco la palabra al Comité de la Unión Demócrata Independiente.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra al Comité de Renovación Nacional.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra al Comité de Independientes.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra al Comité del Partido Comunista e Izquierda Ciudadana.

Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Teillier.

El señor TEILLIER.- Señor Presidente, agradezco a la mayoría de la Cámara de Diputados porque, al decir de algunos, a partir de la promulgación de esta futura ley, el Partido Comunista de Chile será un partido democrático. Parece que para algunos la mayor o menor democracia o el carácter democrático de un partido se mide por la forma como se hacen sus votaciones internas.

En verdad, eso no caracteriza si un partido es o no democrático. 

La conducta de nuestro partido, a lo largo de su historia, ha sido y seguirá siendo ni más ni menos democrática que hoy. Y esperamos seguir contribuyendo al perfeccionamiento de la institucionalidad democrática del país.

Nosotros vamos a mantener nuestra cultura centenaria. Es verdad que tendremos que adecuar los estatutos, pero no nos cortaremos las venas por ello, como seguramente piensan algunos. Nuestro partido es eminentemente participativo. En debates, todos sus militantes fijan la política para un período y todos somos consecuentes con dicha política. Eso seguirá siendo así; eso sí que es garantía de democracia en un partido. Es una participación que va desde la base hasta las más altas autoridades; todos se someten a esa participación.

En cuanto a los bienes de los partidos políticos, qué bueno que no quedó establecida su expropiación en un sistema democrático. Algunos han señalado que el Partido Comunista y el Partido Socialista son millonarios gracias a que la dictadura les devolvió sus bienes. 

Nosotros no tenemos la culpa de que la dictadura nos haya expropiado nuestros bienes, así como hizo desaparecer o mató a mucha gente. Es cierto que esos bienes fueron devueltos, pero es una dificultad manejarlos. De hecho, nos costó muchísimo recuperarlos, porque aunque la dictadura los expropió de una plumada, a nosotros, por el contrario, se nos exigía demostrar que tales bienes eran nuestros. Fue un proceso que duró años. Se gastaron millones de pesos en abogados para recuperar los bienes. Incluso, hubo que hacer actos frente a los tribunales de justicia y en el Ministerio de Bienes Nacionales, cuando se publicó la ley que permitió su recuperación.

Por cierto, nos interesa preservar esos recursos que son parte del patrimonio del partido. No es verdad lo que algunos han dicho aquí, en términos de que el Partido Comunista gasta su patrimonio en campañas electorales. Jamás lo hemos hecho -creo que el Partido Socialista tampoco lo hace-, porque eso sería gastar el patrimonio histórico del partido, que nos ha costado mucho preservar. Nosotros haremos todo aquello que permita la ley para mantener el patrimonio en manos del partido.

También veremos cómo adecuarnos a la nueva ley. Por cierto, tenemos todos nuestros bienes transparentados públicamente, tanto en materia de los balances que obran en poder del Servicio Electoral, como obliga la ley, como de los informes que se publican en el Diario Oficial. Queremos seguir siendo absolutamente transparentes con nuestros bienes y exigiremos eso a todos los partidos en todo lo que tenga que ver con el financiamiento de los partidos políticos, porque si vamos a aprobar una iniciativa como esta para que se convierta en ley, pensamos que es el momento en que todos debemos ser consecuentes con ello.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Ofrezco la palabra al Comité de la Unión Demócrata Independiente.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra al Comité de Renovación Nacional.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra al Comité de Independientes.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra al Comité del Partido Socialista.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre las proposiciones de la Comisión Mixta en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar la proposiciones de la Comisión Mixta recaídas en el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 68 señores diputados y señoras diputadas.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 9 votos. Hubo 1 abstención.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Becker Alvear, Germán; Bellolio Avaria, Jaime; Berger Fett, Bernardo; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Chávez Velásquez, Marcelo; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; De Mussy Hiriart, Felipe; Edwards Silva, José Manuel; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Flores García, Iván; Fuentes Castillo, Iván; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; Gahona Salazar, Sergio; García García, René Manuel; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Molina Oliva, Andrea; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Núñez Lozano, Marco Antonio; Núñez Urrutia, Paulina; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Paulsen Kehr, Diego; Pérez Arriagada, José; Pérez Lahsen, Leopoldo; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rincón González, Ricardo; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Schilling Rodríguez, Marcelo; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Boric Font, Gabriel; Browne Urrejola, Pedro; Godoy Ibáñez, Joaquín; Lorenzini Basso, Pablo; Mirosevic Verdugo, Vlado; Rivas Sánchez, Gaspar; Rubilar Barahona, Karla; Saffirio Espinoza, René; Sepúlveda Orbenes, Alejandra.

-Se abstuvo la diputada señora Girardi Lavín, Cristina.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Despachado el proyecto.

SIMPLIFICACIÓN DEL SISTEMA DE TRIBUTACIÓN A LA RENTA Y PERFECCIONAMIENTO DE OTRAS DISPOSICIONES LEGALES TRIBUTARIAS
(Tercer trámite constitucional. Boletín N° 10442-05) 
El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde tratar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias.

De conformidad con los acuerdos de los Comités adoptados ayer, para los efectos del debate de este proyecto se otorgará un tiempo de 7 minutos a las bancadas de la Democracia Cristiana, de la Unión Demócrata Independiente, de Renovación Nacional, del Partido Socialista y del Partido por la Democracia, y un tiempo de 4 minutos a las bancadas de Independientes, del Partido Comunista e Izquierda Ciudadana y del Partido Radical Socialdemócrata.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado. Documentos de la Cuenta N° 6 de este boletín de sesiones.
El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- En el tiempo del Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, se ha hecho mucha sátira de la reforma tributaria. Eso demuestra poca seriedad y poca responsabilidad. Pero parece que a aquellos que actúan así los números les han demostrado que estaban equivocados.

Cuando el año pasado ingresó el proyecto de reforma tributaria, la motejaron de muchas cosas. Pero el tema de fondo era que, legítimamente, algunos señores diputados y senadores solo querían que no se aumentaran los impuestos del 0,1 por ciento más rico del país, mientras que en la Nueva Mayoría teníamos claro que eso era parte de lo que significó apoyar el programa de gobierno de nuestra entonces candidata y actual Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, el cual planteaba que sin reforma tributaria era imposible la gratuidad en la educación. 

Ello se está demostrando. Todos apostaban a que no iba a existir la gratuidad, pero existe. 

Por eso, en la presente sesión, en nombre de mi bancada, quiero hacer algunas reflexiones más o menos profundas sobre este proyecto, que se encuentra en tercer trámite constitucional.

En primer lugar, esta iniciativa, cuyo objetivo principal es simplificar el sistema de tributación a la renta y perfeccionar otras disposiciones legales tributarias, constituye un paso más en el proceso de implementación gradual de la reforma tributaria. 

Nuestra sociedad demanda mayor acceso a bienes públicos. Para cumplir con esa demanda, necesitamos recursos permanentes, no por uno o dos años. 

¿Qué pasó con la implementación de la reforma tributaria?

La respuesta es muy simple: en el presupuesto -la iniciativa correspondiente se aprobó en todos sus trámites- para el año 2016 el incremento del gasto estaba proyectado en 4,4 por ciento real; sin embargo, habría sido de menos del 1 por ciento.

Quiero recordar la situación económica de las naciones latinoamericanas, pero en especial la de Brasil -el gigante de América Latina-, país que tuvo un crecimiento de menos del 3 por ciento.

Es bueno que eso se tome en cuenta. Al respecto, el espíritu de la reforma tributaria 
-muchísimos la compartimos- es disminuir la desigualdad. Para tal efecto, nuestro sistema tributario debe ser más progresivo. En este sentido, recuerdo a los colegas que un estudio realizado por el Banco Mundial sobre la materia plantea que Chile va por la senda correcta. 

Los efectos redistributivos de la reforma tributaria se reflejan en un aumento sustancial de la carga efectiva para las empresas y las personas que más se han beneficiado del desarrollo de nuestro país desde el año 1990 hacia delante. 

Lo anterior queda claro con lo que señaló el Banco Mundial: que de cada cien pesos que recaude esta reforma -ello, a raíz de los cambios al impuesto a la renta; se demostró en las cuentas públicas-, el 93 por ciento será aportado por las personas de mayores ingresos, esto es el 1 por ciento de la población, y que el 0,1 por ciento más rico aportará setenta y tres de cada cien pesos. 

¡Cómo no iba a ser importante esta reforma tributaria! De verdad va por el camino hacia la igualdad, para que efectivamente exista, por ejemplo, gratuidad en la educación superior. 

Otro aspecto se refiere a la gradualidad. 

Aquí se ha hecho mucho aspaviento sobre el particular: que esto es terminante, que los impuestos van a matar y que además la cesantía aumentará. ¡Esto es mentira! Las cifras tanto del año pasado como del corriente demuestran que la cesantía ha disminuido.

Entonces, reitero que nos encontramos en el camino correcto. 

¿Qué pasó en el Senado? Dicha Corporación introdujo seis modificaciones al texto despachado por la Cámara. En este sentido, quiero señalar que es mentira que respecto de esta iniciativa se haya dado la lógica de “la cocina del Senado”, como algunos la llaman. Tales enmiendas simplifican y mejoran la ley haciendo más explícito el texto del proyecto para ayudar a los contribuyentes y no para aumentar impuestos. 

Respecto de esto también se está generando una situación muy sui géneris. 

¿Qué significa lo anterior? En primer lugar, se precisan las normas de relación, pasando del artículo 100 de la ley Nº 18.045, menos su letra c) , a los puntos a) , b) y d) del mismo artículo. 

Algunos se preguntarán de qué estoy hablando. Me explico: esto es para evitar que circulares de la Superintendencia de Valores y Seguros puedan ampliar la base tributaria.

En segundo término, se incluye la condición de habitualidad para cobrar IVA en los contratos de arriendo con opción de compra.

En tercer lugar, se precisa que ante la no respuesta del Servicio de Impuestos Internos frente a una consulta realizada por un contribuyente respecto de si una operación es constitutiva de abuso y simulación, esta se asume como no ingresada para todos los efectos legales. 

En cuarto lugar, se clarifica que las empresas que implementen la trazabilidad no podrán estar relacionadas ni ser las empresas obligadas. 

En quinto lugar, se clarifica la redacción sobre la condición que deben cumplir algunas empresas para acogerse a los artículos 14 ter y 14, letra A) , de la Ley sobre Impuesto a la Renta y al régimen de renta atribuida.

Por último, se incorpora una norma que presume el retiro de utilidades de la inversión en el exterior de una empresa en caso de que no presente la declaración jurada anual informando de dicha inversión. Esta presunción no existe si el contribuyente demuestra que realizó el pago de los impuestos por dicha inversión.

En razón de lo expuesto, solicito a la Sala su apoyo total y absoluto a las modificaciones del Senado al proyecto. 

Chile es un país serio, responsable, creíble. La inmensa mayoría de los grandes grupos económicos lo único que quieren es venir a hacer inversiones acá. 

A nosotros nos interesa la igualdad y cumplir el programa de la Presidenta Michelle 
Bachelet.

Por eso, con mucha fuerza apoyaremos este proyecto en su tercer trámite constitucional.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Roberto Poblete.

El señor POBLETE.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero saludar al ministro de Hacienda, señor Rodrigo Valdés; al subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, y a la subsecretaria general de la Presidencia, señora Patricia Silva. ¡Bienvenidos a la Cámara!

La ley N° 20.780, esto es, la reforma tributaria, cuyo proyecto aprobamos en el Parlamento como parte de la labor legislativa al inicio de nuestro gobierno, ha contado con el beneplácito de muchos de los especialistas en economía más serios y fue refrendada en un informe del Banco Mundial, hace más o menos cinco meses. 

Ella apunta al nudo gordiano de la desigualdad de nuestra sociedad. Se dirige a este estrato que hemos ido creando, que son los superfinos de nuestro país, los que tenían una carga tributaria extremadamente baja y concentraban una parte inmensa del ingreso de Chile. 

Por tanto, antes de entrar en discusiones y en un lánguido mea culpa, debemos reconocer que la labor del ministro Arenas en su tiempo -hace algo más de un año- en el diseño y tramitación legislativa del proyecto de reforma tributaria se debe reconocer, valorar y relevar en el tiempo como uno de los grandes logros de nuestro gobierno y uno de los aportes más importantes que se haya hecho a la política fiscal y a la redistribución del ingreso desde que retornamos a la democracia.

Una de las cosas por las que será bien recordado el gobierno de nuestra Presidenta Bachelet es porque “le puso el cascabel al gato”, atravesó las fronteras de lo posible en materia fiscal y política de este feudo que teníamos y dijo basta a las frustraciones que por décadas hubo en materia impositiva, en que el esfuerzo recaudatorio siempre era de la clase media y de los más pobres. 

No hay más que recordar que las rentas del cobre y la recaudación del IVA -es el impuesto regresivo por excelencia, es decir, aquel que, sin atender al ingreso que tenga el contribuyente, afecta a los bienes básicos y, con ello, en mayor proporción a los agentes con menores ingresos- son los ingredientes sobre los cuales se cimentó el llamado “milagro chileno”. Ni milagro ni tan chileno. 

Acá, la dictadura -digámoslo- nos heredó un oprobioso sistema tributario en el que los empresarios que tributaban en primera categoría partieron pagando 15 por ciento, y ahora, después de diez años, hemos llegado a porcentajes cercanos al 25 por ciento, que es el mínimo que hoy pagan los empresarios en países en vías de desarrollo. 

Asimismo, debo señalar que esta reforma se llevó a cabo en un proceso gradual de implementación, con una intensa participación de la sociedad civil, especialmente de representantes de pequeñas, medianas y grandes empresas; con profesionales expertos en materia tributaria, tanto de las áreas contables y de auditoría como del derecho y de la economía. Además, contó con la participación y colaboración de distintos servicios del Estado, de la judicatura especializada en materia tributaria y aduanera, y, por supuesto, de los parlamentarios.

No hubo sector del país que no fuera consultado. Sin embargo, a poco andar y con una campaña en contra, enfrentamos dificultades en la aplicación y en la interpretación de las normas de la reforma, lo cual, sin duda, se subsanará a través de las adecuaciones y ajustes que contiene el proyecto.

No podemos perder de vista que esta iniciativa perfecciona las normas sobre fortalecimiento y modernización institucional de los servicios de la administración tributaria y de la justicia tributaria y aduanera que se propusieron en la reforma inicial.

Como bien explica el mensaje, “resulta pertinente volver sobre aquel principio que, de acuerdo a la experiencia nacional e internacional, permite cumplir de mejor forma los objetivos del sistema tributario al menor costo posible para el Estado y los contribuyentes. Ese principio no es otro que el de la ‘simplicidad’.”. 

De todo lo anterior debemos colegir que los objetivos que esta iniciativa nos plantea: simplificar el sistema de tributación a la renta, subsanando los problemas operativos que genera en algunos ámbitos la existencia de dos sistemas paralelos; asegurar que la recaudación de la reforma tributaria se mantenga en torno al 3 por ciento del producto interno bruto (PIB) , y, por último, sostener y conservar la progresividad del sistema, son las herramientas que posibilitarán que quienes tienen más riquezas paguen, no más impuestos, sino los justos. 

Para perseverar en el empeño que nos convoca, debemos traer a colación un dato importante: el estudio del Banco Mundial que señala que nuestra reforma tributaria tiene un efecto progresivo y redistributivo que no ha afectado en nada al 75 por ciento de la población de menores ingresos, marginalmente a quienes forman parte del grupo que está entre el 75 y el 99 por ciento más rico del país, y fuertemente al 1 por ciento más rico de Chile, tal como nos recordó el diputado Ortiz, quien me antecedió en el uso de la palabra.

De esta forma, el 93 por ciento de la recaudación de la reforma tributaria proviene del 1 por ciento más rico de Chile, al tiempo que, dentro de esa categoría, el 73 por ciento de dicha recaudación proviene del 0,1 por ciento más rico. 

¡Esas son políticas tributaria justas!

Por ello, no debemos ceder frente a la obstinación y terquedad de quienes sediciosamente montan campañas que no tienen otro fin que opacar el brillo inconmensurable de la justicia social, género del cual, sin duda, la equidad tributaria forma parte.

No quiero terminar estas palabras sin reconocer lo que ha hecho nuestro actual ministro de Hacienda, Rodrigo Valdés, con su dedicada y efectiva labor; pero también quiero reconocer la visionaria transformación que le propusieron a nuestro país el señor Alberto Arenas y otras personas de su equipo, cuyo proyecto fue presentado y aprobado hace casi dos años.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, agradezco al Ministerio de Hacienda, en la persona del subsecretario, que haya cumplido el compromiso que adquirió: que las cosas ocurrieran de modo inverso al que sucedieron en la vuelta anterior, cuando aprobamos el corpus central de esta reforma, que es prácticamente intocado por esta iniciativa. En aquella ocasión el proyecto pasó muy rápido por la Cámara de Diputados para que todas las modificaciones se hicieran en el Senado, degradando el rol de nuestra Corporación.

No quiero decir que ahora pasó al revés, pero es bastante evidente que todas las transformaciones relevantes que experimentó este proyecto, sin tocar ni la recaudación ni la focalización, ocurrieron en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados y en esta Sala, en tanto que las modificaciones propuestas por el Senado son, como dijo el subsecretario, “tecnicalitis”; es decir, pequeñas modificaciones de procedimiento que no afectan en nada lo aprobado por la Comisión de Hacienda y la Sala de la Cámara de Diputados.

Por lo tanto, se agradece el respeto a nuestra Corporación.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Ernesto Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, el exmandatario Ricardo Lagos señaló esta mañana que no se pueden hacer más reformas desprolijas, y encuentro que tiene toda la razón, porque lo que estamos viviendo es el resultado, precisamente, de reformas desprolijas, por la forma en que se han desarrollado y -debo agregar- por su contenido muy equivocado. Esto último no lo señaló el ex-Presidente Lagos.

Durante la discusión de esta iniciativa, que incluye perfeccionamientos y un aumento marginal en la carga tributaria, la UDI planteó que estaba en contra, y mantenemos nuestra visión crítica al respecto, aunque hicimos contribuciones para intentar mejorar el proyecto. Afortunadamente, creo que gracias a la discusión con el Ejecutivo logramos que al menos una de ellas se plasmara en las modificaciones que introdujo el Senado.

El Senado logró incorporar, en el segundo trámite constitucional, modificaciones que mejoran la iniciativa, y si bien no afectarán nuestra visión general acerca del proyecto, pues seguimos teniendo una visión negativa a su respecto, consideramos que son adecuadas. 

Concretamente, se había establecido un mecanismo de consulta al Servicio de Impuestos Internos para que se pudiera preguntar sobre ciertas transacciones u operaciones, para saber si transgredían o no la norma antielusión; pero la manera en que el Ejecutivo lo había planteado lo hacía inservible. Lo que aprobó el Senado permitirá que al menos tenga mayor viabilidad.

Creo que no logra todos los objetivos que planteamos, pero al menos establece que si el Servicio de Impuestos Internos no contesta dentro de plazo, se tenga por no presentada la solicitud y se pueda pedir la devolución de los documentos, lo cual nos parece razonable.

Insistimos en que quedaron pendientes dos grandes temas. El primero es que era mucho mejor volver a integrar el sistema impositivo nacional, para que quedara funcionando de manera más armónica y adecuada, y eso no se consigue en esta oportunidad. Pero vamos a insistir en ello más adelante, porque con una modificación que apunte en ese sentido tendríamos un mejor sistema tributario.

El segundo tema pendiente es el de la norma antielusión, cuya transitoriedad se perfeccionó, pero sigue teniendo problemas en cuanto a su contenido. También en este caso esperamos introducir las modificaciones necesarias en el futuro. 

En síntesis, mantenemos nuestra visión crítica respecto del proyecto, por lo que votamos en contra, pero respecto de las mejoras incorporadas a través de las modificaciones del Senado, aunque las consideramos marginales, las vamos a apoyar.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, en hora buena estamos discutiendo y vamos a aprobar este proyecto de ley, que apunta en la dirección de simplificar la implementación de la reforma tributaria.

Digo en hora buena, porque es bueno que al comenzar el año contable las reglas del juego estén bien claras, con miras a lograr el objetivo de fondo: que funcione dicha reforma.

Nunca nos cansaremos de decir que una de las medidas estructurales más de fondo que comprometió el programa de la Presidenta Bachelet es precisamente la de realizar una reforma tributaria como un mecanismo, un recurso, un medio eficaz para abordar un problema fundamental, cual es el de la lucha contra la desigualdad, para terminar con la brecha vergonzosa de la desigualdad que incluso acusan datos objetivos y duros que señalan que el grupo que más contribuye en esta reforma tributaria es el 1 por ciento más rico. Es decir, hay que ser multimillonario para aportar el monto principal al ingreso fiscal por la vía de esta reforma tributaria, ya que solo lo hace el 1 por ciento más rico. 

Ese es un dato que llama a una transformación profunda, porque dice relación con democratizar la economía del país, redistribuir la riqueza, terminar con su concentración y hacer justicia a quienes producen la riqueza, que son los trabajadores y las trabajadoras.

Por esa razón nos parece importante que empiece a operar la reforma en discusión. Ya existe una transformación social, pues lo que antes era una mercancía, ahora es un derecho para todos los jóvenes: estudiar en la educación superior. Hay un cambio de calidad en la sociedad chilena.

Es lamentable que otra medida que iba en la misma dirección de democratizar la economía y la sociedad, y, por esa vía, acortar la brecha de la desigualdad, no se haya abierto paso aún. Me refiero a la reforma laboral.

Las reformas tributaria y laboral tienen la misma dirección, cual es que, por la vía de la tarea fiscal de asignar y de distribuir recursos, se aplane y se exprese en forma más equitativa la asignación de la riqueza que el país produce.

Insisto, lamentamos mucho que se haya postergado para marzo el debate de la reforma laboral. Esperamos que el gobierno y los ministros que tienen relación con ese debate 
-afortunadamente se encuentran presentes en la Sala la ministra del Trabajo y el ministro de Hacienda- jueguen un papel activísimo para que en marzo se concrete lo que figura en el programa de la Presidenta Bachelet.

Con ambas reformas, tributaria y laboral, Chile será más democrático, más igual, más equitativo y, por consiguiente, las personas se sentirán más realizadas.

En consecuencia, nuestra bancada, sin ninguna duda, votará a favor las modificaciones del Senado al proyecto en debate.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra) .- Señor Presidente, la bancada Independiente aprobó prácticamente la totalidad de la reforma tributaria, porque dice relación con algo que comprendemos y entendemos casi doctrinariamente, cual es incorporar recursos para la educación, fundamentalmente para la educación pública, y buscar la equidad y el equilibrio que se necesitan para el bien común de la sociedad. 

Durante su discusión preguntamos reiteradamente si los recursos que se obtendrían con la reforma alcanzarían para financiar los objetivos planteados y cómo se aplicaría dicha reforma.

Por esa razón, nos parecen bien las modificaciones del Senado a cinco puntos, ya que simplifican y hacen más fácil la aplicación de las normas de la reforma, sobre todo las relacionadas con el Servicio de Impuestos Internos, lo que le permitirá saber la forma de tomar decisiones, de actuar y de aplicar esas normas. Incluso, durante la discusión se señaló que podrían producirse problemas en el futuro, los que deberíamos resolver con modificaciones posteriores, tal como ocurre ahora.

Parte importante de la bancada Independiente votará favorablemente las modificaciones del Senado; pero existen complicaciones que uno no puede entender. De la misma forma en que el diputado Lautaro Carmona plantea que la reforma laboral tiene que ver con la sistematización de lo que estamos haciendo, no podemos desvincular esa reforma con la tributaria, por lo que debemos buscar la forma de complementarlas.

Lo planteo porque no se envió al Congreso Nacional la reforma anticolusión, porque no fue parte de los siete proyectos prioritarios del gobierno. 

En consecuencia, por intermedio del señor Presidente, digo a la subsecretaria Patricia 
Silva, que se encuentra en la Sala y que monitorea todo lo que ocurre con proyectos de este tipo, que nos hubiese gustado que incluyeran esa iniciativa dentro de las siete iniciativas prioritarias que determinó el Ejecutivo.

Estamos encapsulados en esta Sala, por lo que no entendemos lo que está pasando afuera, donde la gente dice que es muy bueno que se haya aprobado la reforma tributaria, pero nos pregunta dónde está la reforma anticolusión. O sea, hoy estamos aprobando la reforma tributaria, pero tenemos un tremendo orificio respecto de la iniciativa anticolusión, en la que necesariamente tendremos que establecer penas de cárcel. Por ejemplo, Metrogas, empresa que produce gas para gran parte de los habitantes de Santiago, excedió el límite máximo de rentabilidad. ¡Eso es lo que está pasando afuera! Pero, repito, estamos encapsulados y discutiendo aquí materias que no tienen que ver con el alma de la gente ni con el bolsillo de las personas.

Ustedes se disparan en los pies, ya que se colocan metas que después no son capaces de cumplir. Prometieron veinte hospitales. ¡Por Dios! ¡Por qué prometen construir veinte hospitales o aprobar siete proyectos de ley! ¡Por qué hacen tonteras! Son disparos en los pies. 

¿Por qué no piensan en lo que está pasando afuera? Las medidas anticolusión son vitales como señal política. 

Señora Patricia Silva, por intermedio del señor Presidente, lo que está pasando con Metrogas son señales de importancia para la ciudadanía. Ustedes están encapsulados en La Moneda, al igual que nosotros en el Congreso Nacional. Necesitamos un cable a tierra para no dispararnos en los pies y para conocer lo que está ocurriendo fuera de las cuatro paredes del edificio de este Poder del Estado.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, saludo muy especialmente a los subsecretarios que nos acompañan, que han sido paladines de este gran proyecto y, por qué no decirlo, los que han dado la cara al país para lograr un efecto positivo para el Chile de hoy.

A pesar de que se dicen muchas cosas, comienza una historia diferente, que veremos a partir de 2016, como señalé durante la discusión del proyecto en el primer trámite constitucional. 

La implementación de una gran reforma tributaria, como la que se realizó en 2014, nunca resultó sencilla, más aún cuando se trataba de la reforma a una de las leyes más reglada y casuística de nuestro ordenamiento jurídico, como es la tributaria.

El diputado Ernesto Silva fue muy claro al decir que había que estudiar para lograr el efecto positivo de una modificación a la tributación. Ya señalamos en el primer trámite constitucional una serie de mejoras que debían realizarse en el Senado. 

El proyecto en discusión pretende aclarar y simplificar las normas de la reforma tributaria, de manera que se cumpla con los objetivos trazados y se favorezca su mejor entendimiento y aplicación, especialmente al segmento de las pequeñas y medianas empresas, que muchas veces no cuentan con asesoría especializada para realizar sus procedimientos tributarios.

En relación con las rentas pasivas del exterior, el proyecto original y las indicaciones precisaron que para el cómputo de las rentas pasivas obtenidas por el contribuyente en el exterior, debía considerarse también las de entidades relacionadas.

Mediante una indicación se precisa, tal como siempre fue el espíritu de esta norma, que las hipótesis de relación que se aplican corresponden a las letras a) y b) del artículo 100 de la ley N° 18.045, es decir, las que se encuentran determinadas expresamente por el legislador, sin que quepa la posibilidad de que el hecho gravado pueda ser ampliado administrativamente, cuestión que, además de vulnerar el principio de legalidad de los tributos, no fue el sentido de lo aprobado por la Cámara de Diputados ni del proyecto del Ejecutivo.

Aclaro también que las modificaciones que hoy estamos discutiendo constituyen una norma de aplicación y aceptación casi unánime por parte de las distintas bancadas.

En su momento, solicitamos presentar indicaciones en tal sentido en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, pero por razones de Reglamento se tuvieron que presentar en el Senado. Por eso, me alegra mucho la aclaración que en este caso hizo el diputado José Miguel Ortiz, referente a que aquí “no hay cocina”. Si la hubo en otro proyecto, lo discuto, pero -reitero- dimos comienzo a la presentación de esas indicaciones aquí en la Cámara de Diputados.

El Ejecutivo cumplió la palabra empeñada en la Cámara e incorporó en el Senado esas seis indicaciones, tendientes a mejorar los aspectos que aquí se habían observado, especialmente en lo relativo a la tributación de rentas pasivas en el exterior. 

A raíz del comentario que hice anteriormente, hay que interiorizarse sobre lo que hoy está sucediendo con esos bienes que existen en otros países, situación que algunos califican como “blanqueo de capitales” y otros como “repatriación de tales”, lo que nos está dando un plus enorme. Por eso se argumenta que esto era lógico, cuerdo y justo.

Por eso, al margen de lo que ya he comentado, menciono también lo relativo a las rentas pasivas en el exterior, a la operación de leasing sobre inmuebles, a la trazabilidad de las tabacaleras, en fin.

Considero que este proyecto contribuye a una mejor aplicabilidad de la reforma tributaria -en eso no tengo dudas-, cuya aplicación será gradual y debe ajustarse cada vez que se manifieste la necesidad de perfeccionarla. Así lo han dicho el ministro Rodrigo Valdés y el subsecretario: cada vez que sea necesario la iremos perfeccionando, porque se trata de materias complejas, que requieren ajustes para cumplir con el fin de lograr una mejor recaudación, la que dará un buen respaldo a las reformas impulsadas por el gobierno, en especial la reforma educacional, que va en beneficio de todos los chilenos.

Por eso, debemos aprobar las modificaciones del Senado, que recogen las seis indicaciones presentadas por el Ejecutivo.

¡Bien por la reforma tributaria, bien por los que hemos trabajado en ella y bien por el Ejecutivo!

Esta iniciativa comienza a tener efecto en las reformas tan cuestionadas por algunos, algo que en realidad no debiera ocurrir.

He dicho.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre las modificaciones introducidas por el Senado en los siguientes términos:

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 82 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 10 abstenciones.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado Ramírez, Miguel Ángel; Álvarez Vera, Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo; Andrade Lara, Osvaldo; Arriagada Macaya, Claudio; Auth Stewart, Pepe; Barros Montero, Ramón; Bellolio Avaria, Jaime; Campos Jara, Cristián; Cariola Oliva, Karol; Carmona Soto, Lautaro; Castro González, Juan Luis; Chahin Valenzuela, Fuad; Cicardini Milla, Daniella; Coloma Alamos, Juan Antonio; Cornejo González, Aldo; De Mussy Hiriart, Felipe; Espejo Yaksic, Sergio; Espinosa Monardes, Marcos; Farcas Guendelman, Daniel; Farías Ponce, Ramón; Fernández Allende, Maya; Fuentes Castillo, Iván; Gahona Salazar, Sergio; Girardi Lavín, Cristina; Gutiérrez Gálvez, Hugo; Hasbún Selume, Gustavo; Hernández Hernández, Javier; Hernando Pérez, Marcela; Hoffmann Opazo, María José; Jackson Drago, Giorgio; Jaramillo Becker, Enrique; Jarpa Wevar, Carlos Abel; Kast Rist, José Antonio; Kort Garriga, Issa; Lemus Aracena, Luis; León Ramírez, Roberto; Letelier Norambuena, Felipe; Macaya Danús, Javier; Melero Abaroa, Patricio; Melo Contreras, Daniel; Mirosevic Verdugo, Vlado; Molina Oliva, Andrea; Monsalve Benavides, Manuel; Morales Muñoz, Celso; Nogueira Fernández, Claudia; Norambuena Farías, Iván; Núñez Arancibia, Daniel; Núñez Lozano, Marco Antonio; Ojeda Uribe, Sergio; Ortiz Novoa, José Miguel; Pacheco Rivas, Clemira; Pérez Arriagada, José; Pilowsky Greene, Jaime; Poblete Zapata, Roberto; Provoste Campillay, Yasna; Rincón González, Ricardo; Rivas Sánchez, Gaspar; Robles Pantoja, Alberto; Rocafull López, Luis; Saffirio Espinoza, René; Saldívar Auger, Raúl; Sandoval Plaza, David; Schilling Rodríguez, Marcelo; Sepúlveda Orbenes, Alejandra; Silber Romo, Gabriel; Silva Méndez, Ernesto; Soto Ferrada, Leonardo; Squella Ovalle, Arturo; Tarud Daccarett, Jorge; Teillier Del Valle, Guillermo; Trisotti Martínez, Renzo; Tuma Zedan, Joaquín; Turres Figueroa, Marisol; Ulloa Aguillón, Jorge; Urrutia Soto, Osvaldo; Vallejo Dowling, Camila; Vallespín López, Patricio; Van Rysselberghe Herrera, Enrique; Venegas Cárdenas, Mario; Walker Prieto, Matías; Ward Edwards, Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Browne Urrejola, Pedro; Edwards Silva, José Manuel; Godoy Ibáñez, Joaquín; Monckeberg Bruner, Cristián; Monckeberg Díaz, Nicolás; Núñez Urrutia, Paulina; Pérez Lahsen, Leopoldo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Becker Alvear, Germán; Berger Fett, Bernardo; Boric Font, Gabriel; Chávez Velásquez, Marcelo; Fuenzalida Figueroa, Gonzalo; García García, René Manuel; Lorenzini Basso, Pablo; Paulsen Kehr, Diego; Rathgeb Schifferli, Jorge; Rubilar Barahona, Karla.

El señor NÚÑEZ, don Marco Antonio (Presidente) .- Despachado el proyecto.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 12.32 horas.
GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe suplente de la Redacción de Sesiones.
VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S. E. la Presidenta de la República por el cual da inicio a la
tramitación del proyecto que “Establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo”. (boletín N° 10545-08) 
“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo.

I. ANTECEDENTES.

En el mes de mayo del año 2014, al comienzo de la gestión de mi Gobierno, efectuamos el lanzamiento de la Agenda de Energía, documento que ha marcado la ruta y acciones implementadas en el sector.

La Agenda de Energía fue elaborada en base a un trabajo abierto y participativo, que incluyó a actores políticos, sociales, académicos, empresariales y demás interesados en aportar en el ámbito de la gestión del sector de la energía. A través de un diagnóstico compartido sobre la energía, se constituyó un plan de acción y una carta de navegación a largo plazo, con el objeto de lograr las mejoras necesarias para contar con energía confiable, sustentable, inclusiva y a precios razonables.

También nos comprometimos a llevar adelante una agenda legislativa asociada al sector energético, estableciendo un cronograma de ingresos y tramitación en el H. Congreso Nacional a fin de materializar las distintas modificaciones para la nueva realidad normativa que requiere el sector. A la fecha, ya hemos materializado dos iniciativas: la ley que fortaleció el Ministerio de Energía, que implicó establecer representación regional en cada una de las regiones del país (ley N° 20.776) , y la ley que perfecciona el sistema de licitaciones de suministro de energía eléctrica para clientes regulados (ley N° 20.808) , que ya tuvo un primer resultado muy exitoso en el pasado mes de octubre, generándose un récord de ofertas en el último proceso de licitación. Asimismo,han avanzado en su tramitación otras importantes iniciativas, las que gracias al diálogo, transversalidad, y apoyo de las señoras y señores parlamentarios, nos permitirán abordar cambios normativos en materia de transmisión eléctrica, franquicias tributarias y subsidios para la instalación de sistemas solares térmicos,ampliación del giro de la Empresa Nacional del Petróleo y la incorporación de criterios de equidad para los costos de distribución de la energía eléctrica, entre otros.

Cumpliendo con el cronograma consagrado en la Agenda de Energía, por medio del presente proyecto se hace efectivo otro de los hitos comprometidos: una iniciativa legislativa que modifique y perfeccione el gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo, en adelante ENAP. Una de las metasde la Agenda de Energía es la consagración de ENAP en una empresa robusta que se alce como un actor sólido y con protagonismo en los desafíos energéticos del país.

ENAP es una empresa pública, creada en el año 1950, a través de la ley N° 9.618, que ha sido modificada en puntuales ocasiones, razón por la que la empresa ha mantenido su estructura original. Así, a la fecha, el giro principal de la empresa es la exploración, producción, refinación y comercialización de hidrocarburos y sus derivados, desarrollando actividades en Chile, Argentina, Egipto y Ecuador.


La empresa, a lo largo de su existencia, se ha posicionado como un pilar en el desarrollo de la explotación de hidrocarburos, así como en la ejecución, operación y mantención de refinerías a lo largo del país. ENAP también ha tenido un rol trascendental y primordial para el desarrollo de la industria de hidrocarburos en la Región de Magallanes y la consiguiente mejora en la calidad de vida de miles de compatriotas.


Por otra parte, se deben destacar los resultados financieros y logros de la empresa en los últimos años, ya que permiten tener una visión optimista respecto a la concreción de mejoras en la gestión y en la obtención de buenos resultados financieros.


La historia y el papel fundamental en el desarrollo de la industria de hidrocarburos en el país, avalan a ENAP, y dan cuenta de un trabajo serio, responsable y profesional de su equipo de trabajadores y ejecutivos, así como del compromiso a toda prueba que, a lo largo de los años, han demostrado todos los estamentos de la empresa para enfrentar los desafíos que se le han ido presentando.

En este marco, hemos tomado la decisión de que ENAP tenga un mayor protagonismo en el sector energético, facilitando el desarrollo de nuestro país, generando mayor competencia en el mercado de la energía con la consiguiente obtención de beneficios para todos los chilenos.

En concordancia con lo anterior, durante el año 2014 propusimos a este H. Congreso Nacional una modificación legal que amplía el giro de ENAP, con el fin de permitir su ingreso en el rubro de la generación de energía eléctrica, proyecto que, respecto de ese contenido, se encuentra aprobado por ambas cámaras. ENAP cuenta con la estructura y la experiencia necesaria en el desarrollo de proyectos, lo que ha permitido la obtención de resultados positivos en la implementación del modelo establecido mediante la ley de concesiones geotérmicas, que faculta a la empresa para participar en proyectos de geotermia mediante la asociación con terceros. Lo anterior, a modo de ejemplo, dará como fruto la operación de la primera central de generación eléctrica en base a energía geotérmica en la Región de Antofagasta. Este proyecto, denominado Cerro Pabellón y que se está desarrollando junto a ENEL Green Power, será capaz de producir 340 GWh al año, convirtiéndose en el primer proyecto de esa tecnología en Sudamérica.


Los esfuerzos desplegados no son suficientes si no avanzamos hacia la consagración de un nuevo gobierno corporativo de ENAP. Para estos efectos, entendemos por gobierno corporativo de la empresa a los “procedimientos y procesos de acuerdo a los cuales una organización es dirigida y controlada” (OCDE, Glosario de Términos Estadísticos, 2005) . En ese sentido, se trata de “la correcta asignación de poderes y responsabilidades entre el directorio, la administración y los propietarios de una empresa” (Serie de Políticas Públicas y transformación Productiva N° 6/2012. Gobierno Corporativo en América Latina. Importancia para las empresas de propiedad estatal. Banco de Desarrollo de América Latina, 2012) . Como puede verse, el concepto de gobierno corporativo no sólo engloba reglamentos, sino que se trata de la “disciplina empresarial necesaria para mantener una relación estable y productiva entre los participantes de cualquier organización” (Ídem) .


La importancia de tener un buen gobierno corporativo radica en la necesidad de modernización de funcionamiento, condición indispensable para cualquier empresa del tamaño, con los objetivos y nuevos desafíos de ENAP. Este esfuerzo, además, da cumplimiento al compromiso de Chile de hacerse cargo de las recomendaciones que la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico –en adelante OCDE- ha planteado en el documento “Guías de Gobiernos Corporativos para Empresas Públicas”, lanzado en abril del año 2005, que establece una serie de acciones, prácticas y normativa que se consideran adecuadas para aquellas empresas en que el Estado participa. La reciente actualización de estas directrices, en Septiembre del año 2015, ha recogido la experiencia práctica en suimplementación, por casi diez años, permitiendo mejorar y abordar nuevas temáticas, como por ejemplo, la forma en que se materializa la participación de los trabajadores en los procesos de toma de decisiones, ya sea a través de un representante en el directorio o en consejos asesores.

La presente iniciativa se ha formulado tomando en consideración las precitadas directrices, así como la experiencia y aprendizajes obtenidos en las modificaciones de las que han sido objeto los gobiernos corporativos y administración de otras empresas el Estado.


Destacar igualmente, que esta iniciativa se ha formulado sobre la base de un proceso de diálogo y trabajo conjunto con los trabajadores con el propósito de conocer sus opiniones y visiones respecto a la modernización y cambios de los que debe ser objeto la empresa.


Ha sido un proceso enriquecedor, que junto con los demás análisis necesarios, hace que el presente proyecto cuente con diversos insumos para la discusión en el H. Congreso Nacional.

Por último, señalar que, tal como lo comprometimos mediante la Agenda de Energía, a través de este proyecto también procedemos a solicitar autorización para la capitalización de la empresa hasta en 400 millones de dólares, recursos necesarios para cumplir con el objetivo de su fortalecimiento y que sin duda será un pilar para enfrentar las decisiones de inversión que se han estado llevando a cabo y que se consolidarán a través de las decisiones que deberá adoptar el nuevo gobierno corporativo.

II. OBJETO DEL PROYECTO

En respuesta a los nuevos tiempos y escenarios a enfrentar, el presente proyecto de ley tiene por objeto modernizar ENAP, dándole un nuevo gobierno corporativo y una nueva forma de administración, que se haga cargo de la necesidad de actualización de las empresas del Estado para lograr una mejor gestión, administración y resultados, que en definitiva, redunden en beneficios para todos los chilenos. A estos efectos, esta iniciativa contempla las siguientes propuestas:

1.Adecuación del Gobierno Corporativo de ENAP a los mejores estándares existentes en el país de conformidad a lo recomendado por la OCDE para las empresas del Estado


Ante los diferentes eventos de carácter económico y comercial que ha vivido el país, la mayoría deellos marcados por malas prácticas empresariales y por la falta de transparencia, que se han traducido finalmente en abuso a los consumidores y, en atención a las directrices impartidas por la OCDE sobre empresas del Estado, se hace imprescindible modificar la forma de gobierno de la empresa. Esto implica que el Ejecutivo debe desarrollar una política de propiedad que defina no sólo los objetivos generales, sino también el rol del Estado en el gobierno corporativo y de qué forma éste se llevará a cabo.


Es de importancia vital que el Gobierno no se involucre en la gestión cotidiana de la empresa, dándole autonomía operativa para alcanzar sus objetivos. Lo anterior debe conjugarse con permitir que el directorio de la empresa ejerza sus funciones bajo un estándar mínimo de independencia.


En línea con lo anterior, se efectúan una serie de modificaciones tanto en el funcionamiento de la empresa como en la forma en que los distintos estamentos se relacionan entre sí. 

a. Establecimiento de la Junta de Accionistas

Se establece un régimen orgánico similar al de las sociedades anónimas abiertas, lo que redunda directamente en que las facultades de gobierno, administración y fiscalización se radican orgánicamente en la Junta, adoptándose las decisiones en su seno, de tal manera de concretar el nuevo modelo de administración.

En orden a lo anterior, se radican las facultades de la Junta en el Presidente de la República, quien, a su vez, podrá delegar las funciones y atribuciones de ésta en los Ministros de Hacienda y de Energía. Á estos corresponderáanalizar el Plan de Desarrollo y Negocios para la empresa, así como las estrategias de financiamiento de los planes.

b. Aplicación supletoria de la ley de sociedades anónimas

Se establece que la Empresa se sujetará a las normas de la ley N° 18.046, así como a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en todo lo que sea compatible con su ley orgánica.

c. Establecimiento de nuevos instrumentos de Planificación Corporativa

Se contempla la incorporación de un Plan de Desarrollo y Negocios a implementarse quinquenalmente. Este Plandeberá incluir, al menos, los objetivos,metas de rentabilidad y los planes de inversión y desarrollo. El Plan será aprobado conjuntamente por los Ministerios de Hacienda y Energía, y en el caso que se requieran cambios en la estructura de capital, se apoyará en informes técnicos que pueda emitir la Dirección de Presupuestos.
En el marco de su planificación, la Empresa deberá remitir, a la Dirección de Presupuestos, la estimación fundada de los resultados del ejercicio presupuestario anual, en el plazo que el Ministerio de Hacienda determine.

d. Nueva composición del directorio y régimen de responsabilidad

Asumiendo el desafío de modernizar ENAP, acorde a las recomendaciones de la OCDE y con el fin de garantizar una mayor independencia y profesionalización de su directorio, se establece una nueva composición de éste, excluyendo de su integración al Ministro de Energía (antes Ministro de Minería) .

En este orden de ideas, se establece un directorio de siete miembros, designado por el Presidente de la República de la siguiente forma: Tres de ellos serán nombrados directamente por aquel; uno a propuesta de los trabajadores de la empresa; y, los tres restantes, elegidos a través de procesos de selección que incorporan elementos del Sistema de Alta Dirección Pública.

Es del caso hacer notar la incorporación de un director representante de los trabajadores que, como se ha señalado, será propuesto por sus pares. El fundamento de esta innovación en la composición del directorio de la compañía obedece no sólo a la necesidad de representación de los trabajadores en esa instancia decisiva, sino, también, en la necesidad de poner en conocimiento de ese órgano temas relevantes que los trabajadores, por su conocimiento y experiencia, pueden abordar desde una mirada constructiva y diferente. Finalmente, cabe destacar que este director estará sometido, en general, alrégimen de prohibiciones, incompatibilidades, inhabilidades y sanciones que los demás directores.
La duración en el cargo de director será de cuatro años, renovable por una única vez.

Los requisitos, inhabilidades e incompatibilidades para ser director son estipulados expresamente, asimilándolos a los establecidos para las sociedades anónimas, de tal manera de prevenir conflictos de interés en el uso de información privilegiada. Además, los directores, dentro de sus responsabilidades, deberán guardar reserva de los negocios de la empresa y sus filiales.

e. Comité de directores

Asimilando su funcionamiento al de las sociedades anónimas abiertas, se establece la obligación de constituir un comité de directores con las facultades y deberes contemplados en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046, entre los que se cuentan, entre otros, examinar los informes de auditoría externos, balances y demás estados financieros; proponer los nombres de auditores externos al directorio.

Asimismo, se faculta al directorio para la constitución de otros comités destinados a abordar las materias específicas que se estimen necesarias, como la gestión financiera, remuneraciones y compensaciones, seguridad y salud laboral, y la relación de la empresa con el medioambiente, entre otros.

f.Nombramiento y requisitos del Gerente General y ejecutivos principales

En el mismo sentido de contar con un gobierno y administración, profesional y adecuada a los tiempos, se establece que al Gerente General, así como a los principales ejecutivos de la Empresa, les serán aplicables las mismas normas sobre responsabilidad, atribuciones, deberes, derechos, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades que se le aplican a los gerentes en la ley Nº 18.046 y a los directores de ENAP. El Gerente y quien lo reemplace en caso de ausencia deberán ser designados por el Directorio.

2. Capitalización de la Empresa.


Por último, a través de un artículo transitorio, se establece la autorización para capitalizar la empresa hasta en 400 millones de dólares, en un plazo de doce meses desde la vigencia de esta ley, lo que se realizará mediante los actos administrativos que corresponda. 

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

El proyecto se estructura en un artículo único permanente y seis artículos transitorios.

1. Modificaciones a la ley orgánica de ENAP

El artículo único contempla seis numerales que introducen modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo.

Por medio del primer numeral se modifica el artículo segundo, incorporando cuatro nuevos incisos que establecen la denominación que podrá ocupar la empresa, así como las normas a las que estará sujeta, entre ellas la ley N° 18.046. Además, señala que la empresa estará sometida a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros y de la Contraloría General de la República, según sus facultades legales vigentes.

El segundo numeral, sustituye por completo el artículo 3°, estableciendo el directorio y sus deberes. Determina el número de directores y la forma en que se elegirán, siendo siete directores, tres de los cuales serán nombrados directamente por el Presidente de la República; tres directores provenientes de ternas propuestas por el Consejo de Alta Dirección Pública, incorporando al efecto, elementos del Sistema de Alta Dirección Pública que serán sometidas a la decisión del Presidente de la República; y, un director que será nombrado por el Presidente de la República sobre la propuesta formulada por todos los trabajadores de la empresa.

Además, el precitado artículo 3°, establece los deberes y derechos de los directores, como por ejemplo el deber de guardar reserva de los negocios de la empresa y la remuneración que recibirán por el desempeño de funciones. Asimismo, determina la duración, forma de renovación, sistema de reemplazo de directores que cesen antes del término de su período, forma de designar el Presidente del directorio, así como la forma y quorum para sesionar, entre otras materias.

Luego, el numeral tercero, incorpora los nuevos artículos 4° al 11, pasando los actuales 4° al 9° a ser los artículos 12 al 17, regulando materias tales como, los requisitos que deberán cumplir las personas para poder ser directores; listado de incompatibilidades con el cargo de director; establecimiento de causales de cesación en el cargo de director y la facultad de remoción por parte del Presidente de la República; regulación de comités de directores; establecimiento de un sistema para disponer de planes de desarrollo de negocios, así como la periodicidad y procedimiento para su aprobación y revisión; reconocimiento y regulación del rol social de la empresa; requisitos para la elección del Gerente General y principales ejecutivos, así como la modalidad de establecimiento de las remuneraciones; la sujeción de la empresa a la normas de responsabilidad fiscal; y, la facultad para que el Ministerio de Hacienda en conjunto con el de Energía dicten decreto Supremo que apruebe los estatutos de la empresa y sus correspondientes modificaciones.

Posteriormente, el numeral cuarto modifica el artículo 4° que pasó a ser 12, en el sentido de precisar la referencia al Gerente General, así como establecer que estará sujeto a las normas de los gerentes de la ley N° 18.046, señalando la forma de designación, tanto de éste como de quién le subrogaría en sus funciones.

El numeral quinto, establece que al Presidente de la República le corresponderá ejercer las atribuciones y funciones de los accionistas y juntas de accionistas correspondientes. Además, señala la posibilidad de que el Presidente de la República pueda delegar total o parcialmente sus facultades y atribuciones a los Ministros de Hacienda y Energía.

Finalmente, el numeral sexto deroga el actual artículo 9° que pasó a ser 17.

2. Disposiciones transitorias para la implementación de la ley

Luego, a través de los artículos transitorios se regula la implementación de las modificaciones establecidas en la ley. Así, en el artículo primero se establece la fecha de entrada en vigencia de la ley, exceptuando de la regla general las normas relativas a la fecha en que el Consejo de Alta Dirección Pública deberá presentar las ternas pertinentes para el nombramiento del primer directorio. Igual excepción se contempla en relación a la propuesta de los trabajadores de la empresa para la designación del director que actuará en su representación.

Por medio del segundo se establece el régimen transitorio de funcionamiento del directorio.

El artículo tercero transitorio establece las reglas relativas a la primera renovación parcial de los directores, a fin de empalmar con laentrada de las normas en régimen sobre la materia. 

El artículo cuarto transitorio establece las normas de remuneración de directores mientras éstas no se determinen en conformidad con las modificaciones propuestas por el articulado permanente del proyecto.

El artículo quinto transitorio determina que dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la entrada en vigencia de la ley, se debe dictar el decreto supremo para adaptar los estatutos de la Empresa.

3. Capitalización de ENAP

Finalmente, el artículo sexto transitorio, establece la autorización para capitalizar la empresa. Así, desde la entrada en vigencia de la ley, hasta doce meses después, se podrán efectuar aportes extraordinarios de hasta 400 millones de dólares por medio de los instrumentos administrativos pertinentes.
En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente

PROYECTODE LEY:

“Artículo único.-Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo:

1) Modifícase el artículo 2° en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 2°.- Créase, con la denominación de Empresa Nacional del Petróleo, una empresa comercial, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Energía.”.

b) Intercálanse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso sexto y así sucesivamente:

“La Empresa Nacional del Petróleo podrá usar como denominación abreviada la expresión “ENAP”. En la presente ley, se la denominará también la “Empresa”.”.

La Empresa se regirá por las normas de la presente ley y por las de sus Estatutos. En lo no previsto en tales normas, y en cuanto fuere compatible y no se oponga a ellas, se regirá por las disposiciones de la ley Nº 18.046 sobre Sociedades Anónimas y demás normativa aplicable a las sociedades anónimas abiertas y por la legislación común. En todo caso, deberá inscribirse en el Registro Especial de Entidades Informantes que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros de conformidad a lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N° 18.045.

La Empresa estará sometida a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras de la Contraloría General de la República y de la Cámara de Diputados, en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales.

Sin perjuicio de lo preceptuado en el inciso anterior, la Contraloría General de la República ejercerá su función fiscalizadora de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 16° del decreto N° 2421, de 1964, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido de la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.”.

2) Sustitúyese su artículo 3°, por el siguiente:

“Artículo 3º.- La dirección superior y administración de la Empresa corresponderán a su directorio, en la forma que se señala en los artículos siguientes y en lo no previsto, de conformidad a lo prescrito por la ley Nº 18.046. A los directores les serán aplicables las normas sobre derechos, obligaciones, responsabilidades y prohibiciones establecidas al efecto en la ley Nº 18.046, sin perjuicio de lo dispuesto en la presente ley.

El directorio de la Empresa estará compuesto de la siguiente manera:

a) Tres directores nombrados por el Presidente de la República.

b) Tres directores nombrados por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. El Presidente de la República deberá nombrarlos simultáneamente, sin que los candidatos a director puedan ser incluidos en más de una terna. El Presidente de la República podrá, por una sola vez, rechazar hasta dos ternas, en cuyo caso la terna no objetada se deberá tener por rechazada para los efectos de este literal.
Las ternas deberán ser presentadas por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, sesenta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso cuarto de este artículo. Para la confección de las ternas, el Consejo deAlta Dirección Pública establecerá un procedimiento especial de búsqueda y selección de candidatos a director. Dicho procedimiento podrá contemplar la participación de una empresa de reconocido prestigio nacional o internacional en materia de selección de directivos, la que deberá proponerle a dicho Consejo una nómina de posibles candidatos a director de la Empresa.

c) Un director nombrado por el Presidente de la República en calidad de representante de los trabajadores de la empresa, el que será designado sobre la base de una propuesta elaborada y presentada en conjunto, por las federaciones de trabajadores, los sindicatos de trabajadores de ENAP y filiales en Chile que no estén afiliados a ninguna federación, y los trabajadores no sindicalizados. Para la designación de este representante, las federaciones y los sindicatos no federados contarán con una cantidad de votos equivalentes al número de trabajadores afiliados a la respectiva organización, determinados de acuerdo a las nóminas de trabajadores que se hacen llegar a la empresa para efectos del descuento de la cuota sindical. Los trabajadores deberán entregar su proposición al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, treinta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo deldirector respectivo.

Aquellas personas que hubieren sido designadas directores de conformidad con lo previsto en las letras a) y c) del inciso anterior deberán, antes de asumir el cargo, presentar a la Empresa una declaración jurada en la que declaren no encontrarse afectos a las incompatibilidades e inhabilidades del cargo. Respecto de quienes integren la terna en el caso de la letra b) del inciso precedente, dicha declaración deberá presentarse al Consejo de Alta Dirección Pública. Sin perjuicio de lo anterior, todos los directores de la Empresa deberán presentar las declaraciones de patrimonio e intereses a que se refiere el Capítulo 1° del Título II de la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, en los términos y plazos ahí establecidos.
Los directores durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser renovados inmediatamente por un nuevo período por una única vez. El directorio se renovará por parcialidades, y no podrá ser revocado en su totalidad. Si alguno de los directores cesare en sus funciones antes de cumplirse el período respectivo, se procederá a designar, por el período restante, a él o los nuevos directores que corresponda en la misma forma y sujeto al procedimiento previsto en este artículo, según si el director que ha cesado en su cargo era uno de los directores a los que se refieren las letras a) , b) o c) del inciso segundo precedente. En el caso de los directores a que se refiere la letra c) , el directorio deberá convocar y los trabajadores de la empresa y sus filiales deberán presentar su propuesta, en los plazos dispuestos en la antedicha letra c). En el caso de los directores a que se refiere la letra b) del inciso segundo, el Consejo de Alta Dirección Pública deberá presentar al Presidente de la República la respectiva terna, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en la que el director correspondiente hubiere cesado en el cargo.

El Presidente de la República designará de entre los miembros del directorio a su presidente. En su ausencia, asumirá como presidente de éste uno de los directores elegido por el propio directorio de entre los señalados en la letra a) del inciso segundo de este artículo.

El directorio podrá sesionar con la asistencia de, a lo menos, cuatro de sus miembros. Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes y, en caso de empate, dirimirá el voto de quien presida la sesión.
Los directores deberán abstenerse de votar en aquellos casos en que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que el director al que se refiere el literal c) del inciso segundo precedente, actúa en representación de los trabajadores de la Empresa y que, en consecuencia, tiene interés en los contratos o negociaciones atingentes a ellos.
Los directores tendrán derecho a una remuneración, la que será establecida y revisada, con una periodicidad no superior a dos años, por el Ministerio de Hacienda. Para determinar dichas remuneraciones, así como sus revisiones, el Ministro de Hacienda podrá considerar la propuesta de una comisión especial que designe al efecto, la que deberá estar integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Director de Presupuestos, de Director o de Gerente General de la Empresa. Dicha comisión deberá formular propuestas de determinación o revisión de remuneraciones, según corresponda, considerando las remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado, pudiendo asimismo incluir, en las remuneraciones que propongan, componentes asociados a la asistencia a sesiones, a la participación en comités, y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la Empresa.

Los directores estarán obligados a guardar reserva absoluta de los negocios de la Empresa y sus filiales, así como de la información a que tengan acceso en relación a ellas en razón de su cargo, siempre que no haya sido divulgada oficialmente por estas empresas, o estén obligados a entregarla por mandato legal, especialmente si se trata de información que pueda calificarse de comercialmente sensible para ellas, o que pueda lesionar sus legítimos intereses comerciales o financieros.”.

3) Intercálanse, a continuación de su artículo 3°, los siguientes artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10 y 11, nuevos, pasando los actuales artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8° y 9° a ser 12, 13, 14, 15, 16 y 17, respectivamente:

“Artículo 4°.- Sólo podrán ser nombrados directores de la Empresa las personas que cumplan, a lo menos, con los siguientes requisitos:

a) No haber sido condenado ni encontrarse acusado por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, ni haber sido condenado por delito tributario o contemplado en la ley N° 18.045, ni tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, ni haber sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concursales establecidos en el Código Penal, ni haber sido sancionado por atentados contra la libre competencia, tanto personalmente como en caso de haber desempeñado funciones de administrador o representante legal de la persona, natural o jurídica, efectivamente sancionada, de conformidad a lo dispuesto en decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia;

b) Estar en posesión del grado académico de licenciado o de un título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos diez años, continuos o no, como director, gerente, administrador o ejecutivo principal en empresas públicas o privadas con ingresos anuales por ventas y servicios promedio mayores a los de las empresas medianas, según se define en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.416, los últimos dos años comerciales, o en cargos de primer o segundo nivel jerárquico en servicios públicos. Este requisito no será aplicable al director designado de conformidad a la letra c) del inciso segundo del artículo 3°, en tanto sea un trabajador de la Empresa o sus filiales;

c) No tener dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que su consumo tenga por fundamento untratamiento médico, y,

d) No haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley 
N° 18.046 en alguna de las empresas del Estado o de las empresas con participación estatal o de sus filiales o coligadas, entendiéndose por estas últimas, para efectos de esta ley, aquéllas en que ENAP tenga el 50% o más de participación societaria.

El director que deje de cumplir con alguno de los requisitos señalados en el inciso anterior, se considerará inhábil para desempeñar dicho cargo.

Artículo 5°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, no podrán ser nombrados directores de la Empresa, las personas que se indican a continuación:

a) Los senadores y diputados;
b) Los ministros de Estado, subsecretarios, jefes de servicio o de instituciones autónomas del Estado, embajadores, intendentes, gobernadores y secretarios regionales ministeriales;

c) Los presidentes, vicepresidentes, secretarios generales, miembros de los tribunales internos o tesoreros de las directivas centrales, regionales, provinciales o comunales de los partidos políticos y de las organizaciones gremiales y sindicales, o quienes hayan ejercido cualquiera de estos cargos en los últimos doce meses anteriores a la designación, salvo en el caso del director señalado en la letra c) del inciso segundo del artículo 3° respecto de las organizaciones sindicales de la Empresa;

d) Los alcaldes, concejales y los miembros de los consejos regionales;

e) Los candidatos a alcalde, concejal, consejero regional o a parlamentario, desde la declaración de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección; 

f) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la Empresa, susfiliales o coligadas;

g) Los corredores de bolsa y los agentes de valores, así como sus directores, gerentes, ejecutivos principales y administradores;
h) Quienes posean participación simultánea en cargos ejecutivos o de director en una o más empresas competidoras de ENAP, siempre que el grupo empresarial al que pertenezca cada una de las referidas empresas competidoras tenga, en el último año calendario, ingresos anuales por ventas y servicios promedio mayores a los de las empresas medianas, según se definen en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.416, y

i) El Gerente General u otrostrabajadores de la Empresa o de sus filiales o coligadas, con excepción del director señalado en la letra c) del inciso segundo del artículo 3°.

Se considerará causal de incompatibilidad de un director el que adquiera cualquiera de las calidades señaladas en este artículo o no cumpla cualquiera de los requisitos indicados en las letras a) , c) y d) del artículo precedente.

Artículo 6°.- Únicamente serán causales de cesación en el cargo de director las siguientes: 

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado.

b) Renuncia presentada ante el directorio de la Empresa.

c) Incapacidad legal sobreviniente para el desempeño del cargo.

d) Incurrir en alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad.

e) Inasistencia injustificada a cuatro o más sesiones ordinarias del directorio en un año calendario.

f) Haber incluido maliciosamente datos inexactos o haber omitido maliciosamente información relevante en cualquiera de las declaraciones de patrimonio o intereses, o en la declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades a las que se refiere el artículo 3° de esta ley.

g) Haber intervenido o votado en acuerdos que incidan en operaciones en las que él, su cónyuge, conviviente civil, o sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, inclusive, tengan un interés de carácter patrimonial.

h) Haber infringido alguna de las prohibiciones o incumplido alguno de los deberes a que se refiere la ley N° 18.046.

i) Haber votado favorablemente acuerdos de la Empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los Estatutos o de la normativa legal que le es aplicable o que le causen daño patrimonial significativo a ésta.

La remoción de los directores designados conforme a lo establecido en la letra b) y c) del inciso segundo del artículo 3° de esta ley que hubieren incurrido en alguna de las causales de las letras c) , d) , e) , f) , g) , h) e i) anteriores, se efectuará, fundadamente, por el Presidente de la República. 

Tratándose de los directores designados de conformidad a lo establecido en la letra a) del inciso segundo del artículo 3° de esta ley, su remoción se efectuará, sin expresión de causa, por el Presidente de la República.

Artículo 7°.- El directorio deberá constituir un comité de directores que tendrá las mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del directorio de constituir otros comités para los fines que éste estime necesarios, en especial, comités relacionados y enfocados en materias de auditoría; gestión financiera; contratos e inversiones; remuneracionesy compensaciones; seguridad y salud laboral y relación de la Empresa con el medioambiente.

El comité de directores obligatorio a que se refiere el inciso precedente, deberá estar integrado, a lo menos, por un director de los nombrados de conformidad con lo previsto en la letra b) del inciso segundo del artículo 3º de la presente ley. En el evento que el precitado cesare en su cargo antes de terminar su período, será reemplazado, en tanto se nombre el nuevo director que lo sustituirá, por otro director, elegido por el directorio.

Los demás comités podrán estar integrados por cualquiera de los directores nombrados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3°.

Artículo 8°.- Antes del 30 de marzo de cada año, el directorio presentará a la Junta o a quienes se les hayan delegado las atribuciones o facultades señaladas en el artículo 13 de esta ley, una propuesta de Plan de Desarrollo y Negocios de la Empresa para el próximo quinquenio, a fin de que seaconsiderado y aprobado ya sea total o parcialmente, o rechazado, en su caso, antes del 30 de junio del año respectivo. La aprobación o rechazo se materializará mediante un oficio conjunto de los Ministerios de Hacienda y de Energía. El Plan de Desarrollo y Negocios considerará, a lo menos, los objetivos y metas de rentabilidad de la Empresa así como los planes de inversión y de desarrollo. Asimismo, contemplará la política y eventual necesidad de endeudamiento de la Empresa; el programa de disposición de activos y de unidades de negocios no esenciales; la política de traspaso o de capitalización de utilidades, si las hubiere; los planes de asociación y expansión societaria, y los requerimientos de transferencias fiscales a la Empresa, si fueren necesarios. En el evento que el Plan de Desarrollo y Negocios requiera un cambio en la estructura de capital vigente de la Empresa, los Ministros de Hacienda y de Energía, con el apoyo de la Dirección de Presupuestos, mediante una resolución conjunta dictada a más tardar el 30 de junio del año respectivo, deberán ratificar total o parcialmente dicho plan, pronunciándose respecto de los efectos de ese cambio, así como de los requerimientos de transferencias de recursos y de endeudamiento contenidos en el plan.

En caso de que el plan de Desarrollo y Negocios considere operaciones de apoyo a políticas públicas que impliquen, directa o indirectamente, requerimiento de aporte fiscal, deberá contener un análisis de los respectivos fines, objetivos e instrumentos a utilizar. Con todo, los requerimientos fiscales deberán ser autorizados previamente por el Ministerio de Hacienda, sea por requerir recursos ya contemplados o por contemplar en la Ley de Presupuestos, o por aplicación de excedentes o utilidades de la Empresa. Para la implementación de las operaciones antes mencionadas, ENAP deberán crear los sistemas de información necesarios, destinados a identificar los costos e ingresos asignables a las mismas, así como reunir información detallada sobre la naturaleza y alcance de tales obligaciones y responsabilidades, a objeto de permitir evaluaciones periódicas.
La Junta, o a quienes se hayan delegado las atribuciones o facultades señaladas en el artículo 13 de esta ley, podrán solicitar en cualquier momento después de aprobado el Plan, los informes de avance y los resultados económicos sobre el Plan de Desarrollo y Negocios que se hubiere presentado.
Artículo 9°.- Tanto en la designación de las personas que ejerzan los cargos de Gerente General y demás ejecutivos principales de la Empresa, como en la de directores y ejecutivos principales de las empresas filiales y coligadas, deberá observarse lo dispuesto en los artículos 4° y 5° de la presente ley.

A los directores de las empresas filiales y coligadas les serán aplicables, en lo que corresponda, todas las normas que esta ley establece para los directores de la Empresa y sus remuneraciones se fijarán por el directorio de ENAP, debiendo someterse a la aprobación del Ministerio de Hacienda, el que podrá considerar para esta aprobación las recomendaciones de remuneraciones que se hagan en conformidad con lo establecido en el inciso octavo del artículo 3° de la presente ley.

Artículo 10.- A la Empresa le serán aplicables las normas presupuestarias, de inversiones y de deuda que rigen a las empresas públicas, en particular, el artículo 11 de la ley 
N° 18.196, el artículo 68 de la ley N° 18.591, el artículo 24 de la ley N° 18.482, el artículo 3° del decreto ley N° 1.056, de 1975, y los artículos 29° y 44° del decreto ley N° 1.263, de 1975.

La empresa deberá enviar a la Dirección de Presupuestos, con copia a los Ministros de Hacienda y Energía, la estimación fundada de los resultados para el próximo ejercicio presupuestario anual, como asimismo cualquier otro antecedente necesario para la preparación del Presupuesto de la Nación. Dicha información se remitirá en el plazo que, al efecto, fije el Ministro de Hacienda.

Artículo 11.- Los Ministerios de Energía y de Hacienda, por decreto supremo conjunto, aprobarán los Estatutos de la empresa y sus modificaciones.”.

4) Modifícase el artículo 4º, que ha pasado a ser 12, en el siguiente sentido:

a) Reemplázanse, en el inciso primero, las expresiones “Directorio” y “Gerente” por “directorio” y “gerente general”, respectivamente.

b) Intercálase, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Al Gerente General le serán aplicables las normas sobre responsabilidad, atribuciones, deberes, derechos, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades establecidas para los gerentes en la ley Nº 18.046, como asimismo, las inhabilidades e incompatibilidades que establece la presente ley para los directores.”. 

c) Reemplázanse, en el actual inciso segundo, que pasó a ser tercero, las expresiones “Gerente” y “Directorio” por “gerente general” y “directorio”, respectivamente.

d) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“En caso que el gerente general se encuentre ausente o en la imposibilidad de ejercer su cargo, el directorio a propuesta de aquel deberá aprobar la designación del gerente o ejecutivo que lo subrogará en sus funciones.”.

5) Sustitúyese su actual artículo 5°, que ha pasado a ser 13, por el siguiente:

“Artículo 13.- En todo lo que no se oponga a los términos de esta ley y a la naturaleza pública de la Empresa, corresponderá al Presidente de la República ejercer las atribuciones y funciones que la ley Nº 18.046 confiere a los accionistas y a las Juntas de Accionistas, que para efectos de la presente ley, corresponden a “la Junta”.
El Presidente de la República podrá delegar, total o parcialmente, las atribuciones y facultades a las que se refiere el inciso anterior, así como las demás establecidas en la presente ley, en los Ministros de Hacienda y de Energía.
Para el ejercicio de facultades y atribuciones a que se refiere el inciso primero, el Presidente de la República o los Ministros señalados, en su caso, podrán hacerse asesorar por organismos o entidades del sector público, en particular por la Dirección de Presupuestos. Dichas entidades, estarán facultadas, para este solo efecto, al igual que los Ministros de Hacienda y de Energía, a solicitar a la Empresa todos los antecedentes que sean necesarios.”.

6) Derógase su actual artículo 9°, que pasó a ser 17.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- Las modificaciones introducidas por la presente ley al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo, comenzarán a regir el primer día del mes siguiente a aquél en el que se cumplan noventa días desde su publicación en el Diario Oficial.

Sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior, para efectos del nombramiento del primer directorio de la Empresa, en los términos que regula la modificación introducida en el numeral 2) del artículo único de la presente ley, el Consejo de Alta Dirección Pública presentará al Presidente de la República dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial, las ternas a que se refiere la letra b) del inciso segundo del artículo 3°. Dentro del mismo plazo corresponderá efectuar la propuesta del director representante de los trabajadores de la Empresa, en los términos a que se refiere la letra c) del precitado inciso.

Artículo segundo transitorio.- Mientras no se encuentre constituido el directorio de la Empresa de acuerdo a lo dispuesto en la modificación introducida por el numeral 2) del artículo único de la presente ley, su administración continuará radicada en el actual directorio, conformado de acuerdo con lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
Nº 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo.
Artículo tercero transitorio.- Para los efectos de la renovación parcial del directorio a que se refiere el artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 9.618, reemplazado por la presente ley, los miembros del primer directorio de la Empresa, designados de conformidad a tal artículo, durarán en sus cargos hasta las fechas que a continuación se indican, sin perjuicio que podrán ser designados, por una sola vez, por un nuevo período:


a) Todos los directores a que hace referencia la letra a) del inciso segundo del artículo 3º, durarán en sus cargos hasta el día 1° de abril de 2018.


b) Todos los directores a que hace referencia la letra b) y el director a que se refiere la letra c) del inciso segundo del artículo 3º, durarán en sus cargos hasta el día 1° de abril de 2019. 


El Presidente de la República, en el decreto de nombramiento que corresponda, deberá indicar, entre otros aspectos, la individualización de cada director y el plazo por el cualha sido nombrado, señalando, igualmente al director que se desempeñará como Presidente del directorio.

Artículo cuarto transitorio.- En tanto no se determinen las remuneraciones para los nuevos directores de la Empresa, de conformidad a lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 9.618, introducido por la presente ley, los nuevos directores percibirán las remuneraciones que se establecen a continuación:


a) Una remuneración mensual bruta equivalente a 26 unidades tributarias mensuales, por concepto de su participación en sesiones del directorio. El presidente del directorio percibirá una remuneración mensual bruta única e incompatible con la anterior, equivalente a 52 unidades tributarias mensuales.


Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en el párrafo anterior, se requerirá la asistencia del director, como mínimo a una reunión de directorio durante el mes respectivo.

b) En el caso de los directores que deban integrar un comité de directores, sea que se trate de aquel establecido en el artículo 50 bis de la ley N° 18.046 o de cualquier otro que se constituya por acuerdo del directorio, aquéllos recibirán una remuneración mensual bruta adicional equivalente a 8 unidades tributarias mensuales por su participación en éstos.

c) Quien presida el comité de directores establecido en el artículo 50 bis de la ley 
N° 18.046, recibirá una remuneración mensual bruta equivalente a 16 unidades tributarias mensuales, incompatible con la señalada para sus demás integrantes.

Para que proceda el pago de las remuneraciones indicadas en los literales b) y c) precedentes, se requerirá la asistencia del director, como mínimo a una reunión de comité durante el mes respectivo.

No se pagará por la asistencia a más de una sesión de directorio o comité en el mes.

Artículo quinto transitorio.- Dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, se deberá dictar el decreto supremo que adapte a ella los Estatutos de la Empresa.

Artículo sexto transitorio.- Autorícese, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley y hasta doce meses siguientes a ello, al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, efectúe aportes extraordinarios de capital por un monto de hasta 400.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en moneda nacional, a la Empresa Nacional del Petróleo, en una o más transferencias, las que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, sean estos en moneda nacional o en moneda extranjera.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.) : MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; RODRIGO VALDÉS PULIDO, Ministro de Hacienda; MÁXIMO PACHECO MATTE, Ministro de Energía.”
[image: image2.jpg]Bireecionde i
3, Prasupuestos

Ministerio de Hacienda
& Direccion de Presupuestos
Reg. YY/ 03

IF N° 015 - 25-01-2016

Gobicmots it

Informe Financiero referido a Proyecto de Ley que modifica la Ley
Organica de la Empresa Nacional del Petréleo en materia de gobierno
corporativo.

Mensaje N° 1600-363

I. Antecedentes

Este proyecto de ley tiene como objetivo principal dotar a ENAP de un nuevo gobierno
corporativo, basado en los principios y recomendaciones internacionales que existen
sobre la materia, especialmente, aquellas provenientes de la Organizacién para la
Coaperacion y el Desarrollo Econdmico, QCDE,

Para concretar tales objetivos y propdsitos, el proyecto incluye una serie de
modificaciones a la Ley Orgénica de la Empresa Nacional del Petréleo, entre las cuales
cabe destacar las siguientes:

i) Modernizar el Directorio, conciliando y equilibrandc las facultades del
Presidente de la RepUlbiica para el nombramiento de directores, con las de
seleccién previa que entrega el Consejo de la Alta Direccién Pdblica, y la
elaccién de los trabajadores de la empresa;

i) Para asimlilar el régimen organicc de ENAP al propio de las sociedades
anénimas abiertas, radica organicamente las facultades inherentes a ia junta
de accionistas en la Presidencia de la Republica, pudiendo delegarse las
funciones respectivas en los Ministros de Hacienda y Energia; y

1] Establecer ia obligacién del directorio de presentar anualmente a la Junta, una
propuesta de Plan de Desarrollo y Negocios de la empresa para el préximo
quinquenio.

Adicionalmente, entre otras normas transitorias, el Proyecto de Ley incluye una
solicitud de autorizacién al Fisco para realizar un aporte de capital a la Empresa de
hasta 400 millones de délares de Estados Unidos de América, en los plazos que se
sefialan.

11. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal
Se ha estimado que los efectos directos del Proyecto de tey sobre las finanzas
piblicas, son aquélios derivados de la puesta en funcionamiento del nuevo régimen de
gobierno corporativo de la Empresa.
Al respecto, se puede sefialar lo siguiente:

a) En materia de Ingresos Fiscales, existe efecto potencial y positivo, en |a medida

que la empresa genere utilidades mayores a las proyectadas y éstas sean
.retiradas por el Fisco. En cualquier caso, no se estima que se produzca este
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efecto en los afios 2016 y 2017, por cuanto la empresa aun arrastra pérdidas
tributarias por efecto de las pérdidas acaecidas en el 2008 y las de los afios
2011 y 2012 (alin cuando en una cuantia menor);

b) En materia de gastos no existe efecto, dado que los potenciales mayores gastos
asociados a la implementacién del Gobierno Corporativo de la Empresa son de
cargo de la misma, y

c) El aporte de capital requiere de recursos del Tesoro Piblico hasta por USD400
millones. Sin embargo, estos aportes cofresponden a transacciones de activos
financieros, razén por la cual no se contabilizan como gasto pUblico.
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2. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10315-18) 
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley de sistema de garantías de los derechos de la niñez (boletín N° 10315-18) .

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; NICOLÁS 
EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
3. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 10057-06)
“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular la siguiente indicación al proyecto de ley del rubro, a fin de que sea considerada durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:
AL ARTÍCULO 5°

-Para intercalar en la letra b, del N°1 del artículo 5°, después de la palabra “municipales,” seguida de coma,la siguiente frase: “incluyendo la totalidad de la recaudación por concepto de permisos de circulación y patentes municipales,”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.) : MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; JORGE BURGOS VARELA, Ministro del Interiory Seguridad Pública; RODRIGO VALDÉS PULIDO, Ministro de Hacienda”.
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Informe Financiero
Indicacion al Proyecto de Ley que modifica disposiciones aplicables a los
funcionarios municipales y entrega nuevas competencias a la
Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.

Boletin N°10.057-06

I.- Antecedentes

La indicacién modifica el proyecto de ley en comento estableciendo que para el
célculo de los Ingresos Propios Permanentes de los municipios, necesario para
determinar el limite del gasto en personal, se considere la recaudacién total que

cada municipio obtenga por concepto de permisos de circulacion y patentes
municipales.

I1.- Efecto del Proyecto de Ley en el Presupuesto del Gobierno Central
La indicacin en comento no tiene efectos sobre el presupuesto fiscal,

manteniéndose lo informado a través del Informe Financiero Sustitutivo N°173, de
14.12.2015.
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4. Oficio del Senado. (boletín N° 9790-07) 

“Valparaíso, 26 de enero de 2016.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, tomó conocimiento del rechazo de esa Honorable Cámara a algunas de las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia, correspondiente al Boletín N° 9.790-07, y del nombre de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.


Al respecto, el Senado acordó que los Honorables Senadores miembros de la Comisión Especial Encargada de Conocer Proyectos Relativos a Probidad y Transparencia concurran a la formación de la aludida Comisión Mixta.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 12.340, de 26 de enero de 2016.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.) : PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
5. Oficio del Senado. (boletín N° 10154-07) 

“Valparaíso, 26 de enero de 2016.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, tomó conocimiento del rechazo de esa Honorable Cámara a algunas de las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización, correspondiente al Boletín N° 10.154-07, y del nombre de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.


Al respecto, el Senado acordó que los Honorables Senadores miembros de la Comisión Especial Encargada de Conocer Proyectos Relativos a Probidad y Transparencia concurran a la formación de la aludida Comisión Mixta.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 12.341, de 26 de enero de 2016.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.) : PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
6. Oficio del Senado. (boletín N° 10442-05) 

“Valparaíso, 26 de enero de 2016.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias, correspondiente al Boletín Nº 10.442-05, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°

Número 5

Letra a


La ha modificado de la siguiente forma:

Ordinal i


Ha agregado, a continuación de la locución ““y en la proporción que corresponda,”“, lo siguiente: “, y entre las expresiones “en los términos” y “del artículo”, la frase “establecidos en las letras a) , b) y d) “.”.

Ordinal iv


Ha eliminado, en el párrafo que este ordinal propone, la frase “en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, aquellas incluidas en la letra c) de dicho artículo, y”.

Artículo 2°

Número 2


Ha intercalado, en la letra l) que consulta, a continuación de la palabra “inmuebles”, el siguiente texto: “realizados por un vendedor. Para estos efectos, se presumirá que existe habitualidad cuando entre la adquisición o construcción del bien raíz y la fecha de celebración del contrato transcurra un plazo igual o inferior a un año”.
Artículo 3°

Número 3


Ha reemplazado el punto final (.) que sigue a la expresión “las respuestas respectivas.”“, por lo siguiente: “, y sustitúyese, en el inciso cuarto, la expresión “se entenderá rechazada la consulta”, por la frase “la consulta se tendrá por no presentada para todos los efectos legales.”.”.

Número 8


Lo ha modificado de la siguiente manera:

Letra d


Ha intercalado, en la oración que propone, después de la frase “según corresponda, por empresas”, lo que sigue: “no relacionadas con los contribuyentes obligados según lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 18.045, y”.

Letra e


Ha eliminado, en el inciso quinto que contiene, la locución “o por los contribuyentes obligados”, y ha reemplazado la expresión “establecidos en” por la frase “y sujetos del contrato que establezca”.

Artículo 8°

Número 1

Letra b


Ha introducido las enmiendas que siguen:

Ordinal i


Ha eliminado, en la cuarta oración del inciso sexto que este ordinal propone, la frase “y, en tales casos, los accionistas disidentes tendrán derecho a retiro aplicándose al efecto lo dispuesto en el artículo 69 número 7 de la ley N° 18.046”.
Ordinal iv


Ha sustituido el punto final (.) que sigue a la expresión “preferencial”“, por lo siguiente: “, y agrégase, a continuación de la expresión “lo dispuesto en el artículo 21.”, la oración “Para los efectos de aplicar lo dispuesto precedentemente, el Servicio deberá citar previamente al contribuyente conforme al artículo 63 del Código Tributario, quien podrá desvirtuar la presunción acreditando fehacientemente que se han declarado y pagado los impuestos que correspondan sobre el total de las rentas provenientes de dichas inversiones o que tales inversiones no han producido rentas que deban gravarse en el país.”.”.

Letra c

Ordinal i


Ha eliminado, en la letra e) , nueva, que se agrega en el número 1.- de la letra A del artículo 14 ter de la Ley sobre Impuesto a la Renta, la frase “y en tales casos, los accionistas disidentes tendrán derecho a retiro aplicándose al efecto lo dispuesto en el artículo 69 número 7 de la ley N° 18.046”.

-o-

Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 12.309, de 13 de enero de 2016.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.) : PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ 
ARANEDA, Secretario General del Senado.”
7. Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto que “Fortalece
el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su
modernización,” con urgencia “discusión inmediata”. (boletín N° 10154-07) 
“Honorable Cámara de Diputados:

Honorable Senado:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre la Cámara de Diputados y el Senado durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, que se originó en un Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria.

La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 26 de enero de 2016, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Diputados señores Auth, Coloma, Chahin, Monckeberg, don Cristián y Soto.


El Senado, en sesión celebrada en igual fecha, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Senadores que integran la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Previa citación del Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó con la asistencia de los Senadores Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán, quien fue reemplazado por el Senador señor Eugenio Tuma Zedán, Víctor Pérez Varela, Baldo ProkuricaProkurica, que reemplazó al Senador señor García Ruminot e Ignacio Walker Prieto y de los Diputados señores Pepe Auth Stewart, Juan Antonio Coloma Álamos, FuadChahin Valenzuela, Cristián Monckeberg Bruner y Leonardo Soto Ferrada, eligiendo como Presidente al Senador señor Walker, don Ignacio e inmediatamente se abocó al cumplimiento de su cometido.

QUÓRUM DE VOTACIÓN

Se hace presente que la proposición que formula la Comisión Mixta, respecto del artículo 23 bis, contenido en el numeral 22, del artículo 24, contenido en el numeral 23 y de los artículos 35 ter y 35 quáter del artículo 1° del proyecto de ley, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por cuanto dice relación con los artículos 18 y 19 N° 15°, inciso quinto de la Carta Fundamental, sistema electoral público y partidos políticos de la Constitución Política de la República. Requiere de la aprobación de las cuatro séptimas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, de conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


A la sesión en que se consideró este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión Mixta, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, la Subsecretaria señora Patricia Silva Meléndez, el asesor señor Exequiel Silva; de la División de Relaciones Políticas e Institucionales: El Jefe de la División señor Gabriel de la Fuente y el abogado señor Nicolás Torrealba; las asesoras señoras Valeria Lubbert, María José Solano y los asesores señores Hugo Arias, Giovanni Semería, Gabriel Osorio, Felipe Cowley, Erich Schuake y César Pérez; del Ministerio Secretaría General de Gobierno: el Ministro señor Marcelo Díaz Díaz y el Jefe de Gabinete señor Mauricio Bugueño; del Ministerio del Interior: el Subsecretario señor MahmudAleuy Peña y Lillo y la Jefa de Gabinete señora Paula Pacheco; del Comité Partido Demócrata Cristiano del Senado: la asesora señora Constanza González; del Comité Partido Demócrata Cristiano de la Cámara de Diputados: los asesores señores Rodrigo Vega y Gonzalo Duarte; del Comité Partido por la Democracia del Senado: el asesor señor Sebastián Abarca; del Comité Partido por la Democracia de la Cámara de Diputados: el asesor señor Abraham Valdebenito; del Comité del Partido Comunista de la Cámara de Diputados: el asesor señor Juan Urra; del Instituto Libertad: el abogado señor David Huina; de la Fundación Jaime Guzmán: el asesor legislativo señor Héctor Mery; del Instituto Igualdad: los asesores señores Claudio Rodríguez y Francisco González; del Diario El Mercurio: la periodista señora Fernanda Paul; del Diario La Tercera: la periodista señora Macarena Vega y los periodistas señores Javier Canales y Emmanuel Ganora; del Canal 13 de Televisión: la periodista señora Lorena Ferraro; la periodista señora Marcela Acuña. Asesores parlamentarios: de la Senadora Adriana Muñoz D’Albora, el señor Leonardo Estradé-Brancoli. Del Senador Ignacio Walker, la periodista señora Javiera Andaur y el Jefe de Gabinete señor Javier Igor. Del Senador Harboe, la Jefa de Gabinete señora Deborah Bailey. Del Senador Coloma, el señor Álvaro Pillado. Del Senador Prokurica, el señor Rodrigo Suárez. De la Presidencia del Senado, el Jefe de Gabinete señor José Ruiz. Del Diputado Leonardo Soto, el Jefe de Prensa señor Franco Pardo. Del Diputado Squella, el señor Alejandro Guzmán.

-o-
MATERIAS DE LAS DIVERGENCIAS

Las controversias se han originado en el rechazo, por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las modificaciones introducidas por el Senado al texto despachado en el primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados.

Las disposiciones sujetas a la consideración de la Comisión Mixta corresponden al artículo 23 bis, contenido en el numeral 22 del artículo 1°, en lo que respecta a la destinación por parte del Servicio Electoral de uno o más de sus funcionarios para presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe. Asimismo, el numeral 35 del artículo 1°, que contiene los artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter, específicamente en cuanto al artículo 35 ter –destino de los bienes inmuebles de los partidos políticos e información anual al Servicio Electoral sobre los inmuebles inscritos a nombre del partido político- y sobre el artículo 35 quáter, que regula la inversión del patrimonio de los partidos políticos.

-o-
DISCUSIÓN DE LAS DIVERGENCIAS Y ACUERDOS
ADOPTADOS A SU RESPECTO

ARTÍCULO 1°QUE MODIFICA LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS

NUMERAL 23-que ha pasado a ser 22-

ARTÍCULO 23 BIS

PRESENCIA DEL SERVICIO ELECTORAL EN LAS ELECCIONES INTERNAS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

La Cámara de Diputados aprobó un artículo 23 bis que regula latamente el procedimiento de las elecciones internas de los partidos políticos.

El Senado efectuó una modificación al inciso final del artículo 23 bis que establece la posibilidad de que el Servicio Electoral destine a uno o más de sus funcionarios a presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe.

A propósito del estudio del numeral 22 del artículo 1° del texto aprobado por el Senado, y con la finalidad de proponer la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas a su respecto entre ambas Cámaras, los Diputados señores Auth y Chahin y el Senador señor Prokurica y el Diputado señor Monckeberg, don Cristian, presentaron, respectivamente, dos propuestas que apuntan a modificar el numeral 23 del artículo 1° de dicho texto.

Asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, propuso reponer el inciso primero del artículo 24 que el numeral 23 del artículo 1° del texto aprobado por la Cámara de Diputados incorpora a la ley N° 18.700, orgánica constitucional de los Partidos Políticos.

-Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo, fue rechazada por 6 votos en contra, de los Senadores señores Guillier, Pérez Varela y Prokurica y de los Diputados señores Auth, Chahin y Monckeberg, don Cristian, y 3 votos a favor, de los Senadores señores Harboe, Walker, don Ignacio, y del Diputado señor Soto.

Seguidamente, la Comisión se abocó al estudio de las propuestas presentadas por los Diputados señores Auth y Chahin y el Senador señor Prokurica y el Diputado señor Monckeberg, don Cristián.

Al efecto, la propuesta del Senador señor Prokurica y del Diputado señor Monckeberg, don Cristián, repone un inciso primero al artículo 24 que el numeral 23 del artículo 1° del texto aprobado por la Cámara de Diputados incorpora a la ley N° 18.700, orgánica constitucional de los partidos políticos. Dicha reposición establece que el Órgano Ejecutivo será elegido por la totalidad de los afiliados, por votación directa, secreta y universal.

Por su parte, la propuesta de los Diputados señores Auth y Chahin apunta a reponer el inciso primero del artículo 24 que el numeral 23 del artículo 1° del texto aprobado por la Cámara de Diputados incorpora a la ley N° 18.700, orgánica constitucional de los partidos políticos, estableciendo, además, que si los estatutos del partido disponen que el órgano ejecutivo sea elegido por el órgano intermedio colegiado, este último deberá ser elegido por los afiliados en votación directa y, cuando así lo determinen los estatutos, de sus adherentes.

Al iniciarse el estudio de dichas propuestas, el Diputado señor Chahin sostuvo que la iniciativa debe establecer un mecanismo de elección democrática de los órganos superiores de los partidos políticos, en tanto que, cuando el órgano intermedio procede a la elección del órgano ejecutivo, se debe garantizar la participación de los militantes o adherentes.

El Senador señor Prokurica aseveró que la propuesta debe favorecer la elección directa de las autoridades al interior de los órganos superiores de los partidos políticos, permitiendo la representación de sus militantes, sobre todo considerando las nuevas normas respecto de la constitución y financiamiento de las colectividades.

El Diputado señor Chahin, al fundamentar su voto, expuso que el sistema de democracia interna de cada partido debe ser definido democráticamente, lo que implica reconocer sistemas de democracia indirecta resguardando, en cualquier caso, la participación de los afiliados o adherentes.

El Senador señor Tuma aseveró que cada colectividad debe definir la regulación aplicable en su caso, lo que requiere reconocer sistemas de democracia indirecta.

En la misma línea, el Diputado señor Auth sostuvo que los regímenes de democracia indirecta cumplen con los mismos estándares de representación que aquellos de votación directa, toda vez que se trata de un asunto que atinge a los sistemas electorales sin afectar la esencia del principio democrático, que se expresa en la votación universal, secreta e informada de los electores.

El Diputado señor Chahin abogó por establecer, en cualquier caso, mecanismos de votación directa, lo que cautela de mejor manera la representación de los afiliados.

El Senador señor Pérez Varela coincidió con dicha observación, lo que resulta recogido al asegurarse un estándar de representatividad de los integrantes del órgano intermedio colegiado.

El Senador señor Guillier manifestó que resulta necesario analizar la pertinencia de mecanismos que garanticen la representación de diversos sectores ciudadanos, tal como ocurre con los regímenes de cuota. En ese contexto, arguyó que un sistema de democracia indirecta puede asegurar igualmente la debida representatividad de los órganos colegiados de los partidos políticos.

Puesta en votación la propuesta del Senador señor Prokurica y del Diputado señor Monckeberg, don Cristian, se produjo un empate, al registrarse 4 votos a favor, de los Senadores señores Pérez Varela y Prokurica y de los Diputados señores Coloma y Monckeberg, don Cristian; 4 votos en contra, de los Senadores señores Tuma y Walker, don Ignacio, y de los Diputados señores Auth y Soto, y 2 abstenciones, de los Senadores señor Guillier y del Diputado señor Chahin.

Repetida la votación, en conformidad al artículo 182 del Reglamento del Senado, se produjo el mismo resultado. En consecuencia, la propuesta del Senador señor Prokurica y del Diputado señor Monckeberg, don Cristian, fue rechazada.

-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes, Diputados señores Auth, Coloma, Chahin, Monckeberg, don Cristián y Soto, y Senadores señores Guillier, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Walker, don Ignacio ratificó la modificación efectuada por el Senado al artículo 23 bis, contenido en el numeral 22 del articulo 1°.

-En lo que respecta al artículo 24, contenido en el numeral 23 del artículo 1°, la Comisión Mixta aprobó por 8 votos a favor, de los Diputados señores Auth, Coloma, Chahin y Soto, y de los Senadores señores Guillier, Pérez Varela, Tuma y Walker, don Ignacio y 2 abstenciones, del Diputado señor Monckeberg, don Cristián y del Senador señor Prokurica incorporar el texto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, con una adecuación, agregando una oración final –propuesta por los Diputados señores Auth y Chahin- del siguiente tenor:

“Si los estatutos del partido disponen que el Órgano Ejecutivo sea elegido por el Órgano Intermedio Colegiado, este último deberá ser elegido por sus afiliados en votación directa y, cuando así lo determinen los estatutos, por sus adherentes.”.

ARTÍCULO 1°QUE MODIFICA LA LEY SOBRE PARTIDOS POLÍTICOS

NUMERAL 35

ARTÍCULO 35 TER Y EL INCISO FINAL DEL ARTÍCULO 35 QUÁTER

DESTINO DE LOS BIENES INMUEBLES DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS E INFORMACIÓN ANUAL AL SERVICIO ELECTORAL SOBRE LOS INMUEBLES INSCRITOS A NOMBRE DEL PARTIDO POLÍTICO Y LA INVERSIÓN DEL PATRIMONIO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

La Cámara de Diputados aprobó un numeral 35, que agregaba un artículo 35 bis a la Ley sobre Partidos Políticos del siguiente tenor:


“Artículo 35 bis.- Los actos y contratos que celebren los partidos políticos se regirán por las reglas generales, sin perjuicio de las normas especiales que esta ley establece. Los partidos políticos no podrán celebrar actos o contratos a título oneroso en condiciones o a un valor significativamente distinto del de mercado. Con todo, los partidos políticos no podrán constituir ni participar en personas jurídicas, salvo las expresamente autorizadas por la ley, ni prestar servicios a título oneroso.”.

El Senado sustituyó el numeral 35 por otro que agrega los artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter.

El artículo 35 bis aprobado por el Senado no fue objeto de controversia.

El artículo 35 ter dispone que los partidos políticos podrán ser propietarios de bienes inmuebles y al menos dos tercios del total de inmuebles a nombre del partido deberán destinarse a las actividades propias de los mismos, contempladas en el artículo 2° de la ley N° 18.603. Además, se establece la obligación- para los partidos políticos- de informar anualmente al Servicio Electoral sobre la totalidad de los bienes inmuebles inscritos a nombre del partido.

El inciso final del artículo 35 quáter fue objeto de divergencia entre las Cámaras y su texto es el siguiente:


“Fuera de los casos previstos en losincisos anteriores, y siempre que su patrimonio financiero disponible sea superior a las veinticinco mil unidades de fomento, los partidos podrán invertirlo a través del mandato especial de administración de valores a que se refiere el Título III de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, de conformidad a las normas allí contenidas, el que deberá constituirse en un plazo de noventa días desde que el patrimonio financiero disponible del partido alcance el valor de veinticinco mil unidades de fomento. Si dicho patrimonio no supera este valor, el partido político sólo podrá invertir su patrimonio financiero en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo.”.

El Diputado señor Monckeberg, don Cristián, manifestó que el rechazo de la Cámara de Diputados a las modificaciones introducidas por el Senado apunta a destinar, exclusivamente, los recursos de los partidos políticos a los fines para los cuales fueron constituidos.

El Senador señor Prokurica coincidió con dicha observación.

El Diputado señor Coloma agregó que las normas sobre constitución y financiamiento de los partidos que establece la iniciativa requiere regular la gestión patrimonial de los bienes de las colectividades.

El Senador señor Pérez Varela añadió que la iniciativa modifica sustancialmente el estatuto de los partidos políticos, lo que requiere evitar la destinación de su patrimonio para finalidades distintas a aquellas que le corresponde en tal calidad.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, sostuvo que el Ejecutivo apunta a evitar conflictos de intereses entre la destinación patrimonial de los bienes de un partido y los fines que éstos deben cumplir, de modo tal de permitir la gestión de sus inmuebles en el marco de su autonomía institucional.

El Diputado señor Auth afirmó que los partidos políticos cuentan con un patrimonio obtenido legítimamente, lo que genera la necesidad de cautelar la gestión que tales colectividades puedan desarrollar a su respecto.

El Diputado señor Chahín coincidió don dicha observación, considerando que los partidos políticos que cuentan con patrimonio inmobiliario deben poder acceder a las rentas que produzcan.

El Diputado señor Soto abogó por cautelar la gestión patrimonial de los partidos políticos, lo que les otorga mayor autonomía e independencia respecto de terceros.

El Senador señor Walker, don Ignacio, propuso poner en votación el texto aprobado por el Senado.

-La Comisión Mixta, por 7 votos a favor, de los Diputados señores Auth, Chahin y Soto, y de los Senadores señores Guillier, Pérez Varela, Tuma y Walker, don Ignacio, 1 voto en contra del Diputado señor Coloma y 2 abstenciones del Diputado señor Monckeberg, don Cristián y del Senador señor Prokurica, aprobó las enmiendas del Senado respecto del artículo 35 ter y del inciso final del artículo 35 quáter.

-o-
PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, la Comisión Mixta viene en proponer la resolución de las discrepancias entre ambas ramas del Congreso Nacional del siguiente modo:

ARTÍCULO 1°

NUMERAL 23-que ha pasado a ser numeral 22-

ARTÍCULO 23 BIS

PRESENCIA DEL SERVICIO ELECTORAL EN LAS ELECCIONES INTERNAS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS


Aprobar la modificación introducida por el Senado.

NUMERAL 24 –que ha pasado a ser numeral 23-

ARTÍCULO 24

ELECCIONES ÓRGANO EJECUTIVO Y ÓRGANO INTERMEDIO COLEGIADO

Incorporar el siguiente inciso primero al artículo 24:


“Artículo 24.- El Órgano Ejecutivo será elegido por sus afiliados o bien por el Órgano Intermedio Colegiado, conforme a lo que establezcan los estatutos del partido político, y estará compuesto por al menos tres miembros. Las denominaciones y atribuciones de cada uno de sus miembros, determinadas conforme a sus estatutos, deberá ser informada al Servicio Electoral. Si los estatutos del partido disponen que el Órgano Ejecutivo sea elegido por el Órgano Intermedio Colegiado, este último deberá ser elegido por sus afiliados en votación directa y, cuando así lo determinen los estatutos, por sus adherentes.”.

NUMERAL 35

ARTÍCULO 35 TER Y EL INCISO FINAL DEL ARTÍCULO 35 QUÁTER

DESTINO DE LOS BIENES INMUEBLES DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS E INFORMACIÓN ANUAL AL SERVICIO ELECTORAL SOBRE LOS INMUEBLES INSCRITOS A NOMBRE DEL PARTIDO POLÍTICO Y LA INVERSIÓN DEL PATRIMONIO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

Aprobar las enmiendas del Senado.

-o-
TEXTO DEL PROYECTO


En caso de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto del proyecto de ley es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense en la ley N°18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, las siguientes modificaciones:


1. Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:


“Artículo 1º.- Los partidos políticos son asociaciones autónomas y voluntarias organizadas democráticamente, dotadas de personalidad jurídica de derecho público, integradas por personas naturales que comparten unos mismos principios ideológicos y políticos, cuya finalidad es contribuir al funcionamiento del sistema democrático y ejercer influencia en la conducción del Estado, para alcanzar el bien común y servir al interés nacional.


Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y expresión de la voluntad popular, son instrumento fundamental para la participación política democrática, contribuyen a la integración de la representación nacional y son mediadores entre las personas y el Estado.


Los partidos políticos deberán contribuir al fortalecimiento de la democracia y al respeto, garantía y promoción de los derechos humanos reconocidos en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, y en las leyes.”.


2. En el artículo 2°:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “sólo las conducentes a obtener para sus candidatos el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular, para lo cual y con el objeto de poner en práctica los principios y postulados de sus programas,”, por la siguiente: “aquellas destinadas a poner en práctica sus principios, postulados y programas, para lo cual”.


b) Modifícase el inciso segundo en el siguiente sentido:


i. Reemplázase, en la letra a) , la palabra “Presentar” por “Difundir”, e intercálase, entre los vocablos “los” y “habitantes”, la expresión “ciudadanos y”.


ii. Reemplázase, en la letra b) , la expresión “los Senadores y Diputados” por “las autoridades electas”.


iii. Intercálanse, a continuación de la letra c) , las siguientes letras d) a l) , pasando la actual letra d) a ser m) :


“d) Promover la participación política activa de la ciudadanía y propender a la inclusión de los diversos sectores de la vida nacional;


e) Contribuir a la formación política y cívica de la ciudadanía y de sus afiliados;


f) Promover la interrelación activa y continua entre la ciudadanía y las instituciones del Estado; 


g) Promover la participación política inclusiva y equitativa de las mujeres;


h) Realizar encuentros, conferencias, cursos, seminarios e investigaciones; 


 i) Interactuar con organismos e instituciones representativos de la sociedad civil, a nivel nacional, regional y local;


j) Realizar publicaciones y difundir sus políticas, planes y programas a través de los medios de difusión;


k) Participar políticamente en entidades nacionales o internacionales;


l) Realizar actividades conjuntas entre dos o más partidos políticos para el cumplimiento de sus fines;


c) Suprímense los incisos cuarto y quinto.


3. Reemplázase, en el artículo 3°, la expresión “una de las regiones en que se divide políticamente el país” por la frase “ocho de las regiones en que se divide política y administrativamente el país o en un mínimo de tres regiones geográficamente contiguas”.


4. En el artículo 5°:


a) Agrégase, en la letra d) del inciso primero, la siguiente frase “, la que deberá expresar su compromiso con el fortalecimiento de la democracia y el respeto, garantía y promoción de los derechos humanos asegurados en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, y en las leyes;”.


b) Reemplázase en la letra e) , la letra “y”, por la siguiente oración: “el cual deberá establecer, entre otros, los principios del partido, su estructura interna, la composición y funciones de cada uno de sus órganos, la forma de elección de sus autoridades conforme a los principios que señala esta ley, los derechos y deberes de sus afiliados y las demás normas que la ley exija, y”.


c) Reemplázase, en la actual letra f) , las expresiones “la Directiva Central” por la frase “el Órgano Ejecutivo”, las dos veces en que aparece.


d) Agrégase un inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:


“Los notarios no podrán negarse injustificadamente a extender la escritura pública a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.”.


e) Modifícase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, en el siguiente sentido:


i. Reemplázase la expresión “en el inciso anterior” por “en el inciso segundo”.


ii. Sustitúyese la expresión “la Directiva Central” por la frase “el Órgano Ejecutivo”.


iii. Reemplázase la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.


iv. Elimínanse las frases “un resumen de” y “La publicación se realizará a costa de la Directiva Central provisional.”.


5. En el artículo 6°:


a) En el inciso primero:


i. Intercálase entre el término “días” y el punto seguido la palabra “corridos”.


ii. Reemplázase la frase “al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de Diputados en cada una de las Regiones donde esté constituyéndose, según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.” por las siguientes: “al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de las regiones donde esté constituyéndose, siempre y cuando dicho porcentaje del electorado en cada región fuere superior a 500 electores. Si del cálculo descrito resultare una cantidad de electores menor a 500, los partidos políticos deberán afiliar, en dichas regiones, al menos a 500 electores. El cálculo del porcentaje señalado se hará según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.”.


b) Reemplázanse, en el inciso segundo, las frases “de la región respectiva, o ante el oficial del Registro Civil, si en la comuna donde la persona tenga su domicilio no hubiere notario. Los notarios no podrán negarse a recibir la declaración a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.” por la expresión “, ante el oficial del Registro Civil, o ante el funcionario habilitado del Servicio Electoral, quienes no podrán negarse a recibir la declaración a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“Una instrucción general del Servicio Electoral establecerá el modo en que el procedimiento de constitución y afiliación del partido político en formación podrá realizarse de acuerdo con las disposiciones de la ley N°19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.”.


d) Reemplázase el inciso tercero, que pasado a ser cuarto, por el siguiente: 


“Las declaraciones deberán ser individuales y contendrán su nombre completo, apellidos, domicilio, fecha de nacimiento y cédula nacional de identidad. Cada nuevo afiliado deberá declarar bajo juramento su condición de ciudadano habilitado para votar en la región respectiva y no estar afiliado a otro partido político inscrito o en formación, ni estar o haber estado participando en la formación de un partido político en los últimos doscientos cuarenta días corridos.”.


e) Reemplázase, en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, la expresión “La Directiva Central” por “El Órgano Ejecutivo”.


6. En el artículo 7°:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “una de las regiones en que se divide políticamente el país” por “ocho de las regiones en que se divide política y administrativamente el país o en un mínimo de tres regiones geográficamente contiguas”. 


b) Intercálase, en el inciso segundo, entre los vocablos “días” y “fatales” la palabra “hábiles”.


7. En el artículo 8°:


a) Reemplázase, en la letra a) , el punto y coma (;) final por un punto aparte (.) y elimínase la letra b) .


b) Reemplázase la expresión “, y” de la letra c) , que ha pasado a ser b) , por un punto aparte.


c) Elimínase la letra d) .


8. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 9°, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido en formación”, por la frase “sitio electrónico del Servicio”.


9. En el artículo 10:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 10.- Cualquier partido inscrito o en formación podrá deducir oposición a la formación de otro, sin que por esta causa se suspenda el proceso de constitución. La oposición deberá cumplir con lo prescrito en el artículo 30 de la ley N°19.880, ser escrita, llevar la firma del presidente del partido que la formule y ser presentada al Director del Servicio Electoral dentro del plazo de treinta días hábiles contado desde la fecha de la publicación indicada en el inciso cuarto del artículo 5°. El partido oponente será considerado como interesado en la gestión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la ley N°19.880, según corresponda.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “sin perjuicio de lo indicado en los artículos 258, inciso segundo, y 259 del Código de Procedimiento Civil. La contestación se atendrá al artículo 309 del mismo Código” por “desde el momento en que dicha notificación se hubiere practicado”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “de acuerdo a lo previsto en el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil, lo decretará por un plazo no superior a quince días hábiles” por “lo decretará de acuerdo con lo previsto en los artículos 35 y 36 de la ley N°19.880”.


d) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “el Diario Oficial. El fallo se subordinará a lo dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil” por “su sitio electrónico. La resolución del Servicio se subordinará a lo dispuesto en el artículo 41 de la ley N°19.880”.


10. En el artículo 11:


a) Sustitúyese la expresión “de lo dispuesto en el artículo 3°, inciso primero, o de los requisitos relativos” por la expresión “del requisito relativo”.


b) Reemplázase la expresión “un mes” por “treinta días hábiles”.


11. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 12, la expresión “Diario Oficial” por “sitio electrónico del Servicio”.


12. En el artículo 13:


a) Suprímese, en el inciso primero, la expresión “3°,”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “apelar” por el término “reclamar”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, el vocablo “apelación” por la palabra “reclamación”.


13. Sustitúyese, en los incisos primero y tercero del artículo 14, la palabra “apelación” por “reclamación”.


14. En el inciso segundo del artículo 15:


a) Reemplázase la expresión “la Directiva Central” por “el Órgano Ejecutivo” y sustitúyese la palabra “facultada” por “facultado”.


b) Suprímense los vocablos “por regiones”.


c) Sustitúyese la expresión “de los mínimos exigidos” por “del mínimo exigido”.


15. En el artículo 17:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido”, por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.


16. En el artículo 18:


a) En el inciso primero:


i. Agrégase, después de la expresión “derecho a sufragio”, la frase “o extranjero avecindado en Chile por más de cinco años”.


ii. Reemplázase la oración “Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y el de las de Orden y Seguridad Pública, los funcionarios y empleados de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral.” por las siguientes: “Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y el de Orden y Seguridad Pública, el del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral. Tampoco podrán hacerlo los jueces, secretarios y ministros de fe de los tribunales de justicia; los ministros, relatores, secretarios y fiscales de los tribunales superiores de justicia; los fiscales del Ministerio Público y los abogados asistentes de fiscales, el Defensor Nacional y los defensores regionales, el Contralor General de la República ni los contralores regionales, los notarios y los conservadores.”.


b) Intercálase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo:


“Lo dispuesto en este Título no obsta a que los partidos deban asegurar mecanismos de participación e integración en sus procesos y estructuras internas de jóvenes menores de 18 y mayores de 14 años de edad, en la forma que determinen sus estatutos.”.


17. Agréganse, a continuación del artículo 18, los siguientes artículos 18 bis y 18 ter:


“Artículo 18 bis.- Los estatutos de los partidos políticos podrán establecer los requisitos adicionales para la afiliación y, en su caso, la adhesión, los que no podrán ser contrarios a la ley. Las solicitudes de afiliación o adhesión deberán constar en duplicado, debiendo el partido entregar una copia de ésta al solicitante donde dé cuenta de su recepción.


El rechazo de una solicitud de afiliación o adhesión deberá realizarse por resolución fundada del órgano competente, establecido en los estatutos, en un plazo que no supere los cuarenta días hábiles desde el ingreso de la solicitud. El solicitante podrá recurrir de dicha resolución ante el Tribunal Supremo, dentro del plazo de cinco días hábiles desde su notificación, instancia que deberá pronunciarse dentro de diez días hábiles desde la interposición del recurso.


Si el partido político no se pronuncia sobre la solicitud dentro del plazo de cuarenta días hábiles desde que ésta se efectuó, se entenderá aceptada, pudiendo el solicitante requerir al Servicio Electoral que lo incorpore como afiliado o adherente al respectivo registro del partido.


Artículo 18 ter.- Derechos y deberes de los afiliados.


1. Los estatutos de los partidos contendrán una especificación detallada de los derechos de sus afiliados, dentro de los cuales necesariamente se incluirán los siguientes:


a) Participar en las distintas instancias del partido.

b) Postularse en los procesos internos de selección de candidatos a cargos de elección popular.


c) Postularse en los procesos internos de elección de dirigentes dispuestos en la ley, así como para ser nombrado en cualquier comisión al interior del partido político.


d) Participar con derecho a voto en las elecciones internas que celebre el partido.


e) Proponer cambios a los principios, programas y estatutos del partido, conforme con las reglas estatutarias vigentes.


f) Solicitar y recibir información que no sea reservada o secreta, en virtud de lo dispuesto en el artículo 8° de la Constitución Política de la República o cuya publicidad, comunicación o conocimiento no afecte el debido cumplimiento de las funciones del partido. Los afiliados podrán impugnar ante el Tribunal Supremo, cuya resolución será reclamable ante el Servicio Electoral frente a la negativa del partido de entregar dicha información.


g) Solicitar la rendición de balances ycuentas que sus dirigentes se encuentren obligados a presentar durante su gestión.

h) Exigir el cumplimiento de la declaración de principios del partido, estatutos y demás instrumentos de carácter obligatorio.


i) Recibir capacitación, formación política e información para el ejercicio de sus derechos políticos.


j) Tener acceso a la jurisdicción interna del partido político y, en su caso, a recibir orientación respecto del ejercicio y goce de sus derechos como afiliado cuando sean vulnerados al interior del partido político.


k) Impugnar ante el Tribunal Supremo las resoluciones y decisiones de los órganos internos que afecten sus derechos políticos.


l) Impugnar ante el Tribunal Calificador de Elecciones las resoluciones del Tribunal Supremo del partido sobre calificación de las elecciones internas de los órganos establecidos en las letras a) , b) y c) del inciso primero del artículo 23, de conformidad con los requisitos que establece el inciso cuarto del artículo 23 bis.


2. Los afiliados a un partido político tendrán las obligaciones que fije el respectivo estatuto partidario, debiendo contemplarse entre ellas, al menos, las siguientes:


a) Actuar en conformidad con los principios, estatutos, reglamentos internos, acuerdos e instrucciones de los órganos directivos del partido, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 21 y 32.


b) Contribuir a la realización del programa del partido, de acuerdo a la línea política definida conforme a los respectivos estatutos.


c) Contribuir al financiamiento del partido abonando las cuotas u otras aportaciones que se determinen para cada afiliado.

Los estatutos del partido político deberán garantizar a cada afiliado tanto el derecho a la plena participación en la vida interna del partido, como el derecho a la postulación a cargos de representación popular en condiciones equitativas. Los estatutos deberán establecer los mecanismos para asegurar que sus afiliados sean debida y oportunamente informados para el ejercicio de sus derechos y deberes establecidos en esta ley y en los estatutos.”.

18. Reemplázase el inciso final del artículo 19 por el siguiente:


“Una vez inscrito el partido en el Registro de Partidos Políticos, la afiliación se realizará de acuerdo a los estatutos del partido, para lo cual podrá acogerse a la instrucción a que se refiere el inciso tercero del artículo 6°.”.


19. Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- El Servicio Electoral deberá mantener actualizado el registro de afiliados de cada partido político. Además, si los estatutos del partido reconocieren como adherentes a menores de 18 y mayores de 14 años de edad que no hayan sido condenados por delitos que merezcan pena aflictiva, o a aquellas personas inhabilitadas para ejercer su derecho a sufragio por razones calificadas en sus estatutos, el Servicio Electoral deberá mantener actualizado el registro de estos. Dichos registros estarán ordenados por circunscripciones, distritos y comunas. Los registros se considerarán actualizados una vez que sean eliminadas de ellos las personas que se encuentran afiliadas a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación o adhesión, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal y las que, conforme a la información contenida en el Registro Electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio, sin perjuicio de lo dispuesto en este inciso respecto del registro de adherentes.


Los partidos deberán comunicar al Servicio Electoral, dentro de los tres primeros días hábiles de cada mes, las nuevas afiliaciones, desafiliaciones, adhesiones y renuncias a ellas, que por cualquier causa se produjeren dentro del mes anterior al informado.”.


20. Sustitúyese el artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- Los partidos políticos no podrán dar órdenes al Presidente de la República, ministros de Estado, subsecretarios, embajadores, alcaldes y funcionarios públicos.


Esta limitación, que operará y cesará de pleno derecho, durará mientras las personas señaladas se encuentren en ejercicio de sus funciones y estará referida sólo a aquellas propias del cargo.”.


21. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente:


“Artículo 23.- Los partidos podrán tener los órganos que sus estatutos determinen, sin perjuicio de lo cual deberán al menos contar con los siguientes:


a) Un Órgano Ejecutivo.


b) Un Órgano Intermedio Colegiado.


c) Un Tribunal Supremo y tribunales regionales.


d) Un Órgano Ejecutivo e Intermedio Colegiado por cada región donde esté constituido.


Sin perjuicio de las nomenclaturas que utiliza esta ley para referirse a cada uno de los órganos colegiados, cada partido político podrá en sus estatutos denominarlos de otra forma, debiendo informar al Servicio Electoral de estas nuevas denominaciones. 


Asimismo, los partidos podrán establecer frentes, comisiones u otras instancias temáticas o territoriales que estimen pertinentes, a fin de incentivar la participación de sus afiliados. Del mismo modo, podrán celebrar congresos generales o nacionales conforme sus estatutos.


Deberán efectuarse elecciones de la totalidad de los miembros de los órganos antes señalados, renovándose con una periodicidad no superior a cuatro años. Sus integrantes no podrán ser electos por más de dos períodos consecutivos en su mismo cargo.


En la integración de los órganos colegiados previstos en esta ley, se observarán mecanismos especialmente previstos en los estatutos, que aseguren que ninguno de los sexos supere el 60 por ciento de sus miembros. En caso de ser tres miembros, se entenderá cumplida la regla cuando al menos uno de ellos sea de sexo diferente.


Los partidos políticos podrán organizarse para permitir la afiliación, adhesión y participación de los chilenos que se encuentren fuera del territorio nacional, de acuerdo con las disposiciones de esta ley, sus estatutos y las instrucciones que para estos efectos dicte el Servicio Electoral.”.


22. Intercálase, a continuación del artículo 23, el siguiente artículo 23 bis:


“Artículo 23 bis.- Todos los miembros de los órganos señalados en el artículo anterior deberán ser electos democráticamente. Los estatutos de cada partido político determinarán el sistema electoral y los procedimientos para la elección de sus autoridades. El sistema de elección establecido en los Estatutos de cada partido deberá observar el carácter personal, igualitario, libre, secreto e informado del sufragio de sus afiliados y, cuando así lo determinen sus estatutos, de sus adherentes.


Las reglas de elección enunciadas en el inciso anterior serán aplicables a los miembros del Tribunal Supremo.


El Órgano Ejecutivo de cada partido deberá remitir al Servicio Electoral el reglamento de elecciones internas. Asimismo, remitirá sus actualizaciones, si las hubiere, al menos sesenta días antes de la siguiente elección interna. Dicho reglamento deberá ser aprobado por el Servicio Electoral y regulará, al menos, los siguientes aspectos:


a) Procedimiento de declaración, inscripción, aceptación, rechazo e impugnación ante los tribunales internosde candidaturas a las elecciones internas.


b) Reglas sobre las cédulas electorales para cada acto electoral, que aseguren que éstas sean impresas en forma legible, con serie y numeración correlativas, las que deberán constar en un talón desprendible de dicha cédula.


c) Normas sobre propaganda y publicidad electoral.


d) Plazos y forma de constitución, instalación y cierre de las mesas receptoras de sufragios.


e) Mecanismos que aseguren la información oportuna de los locales de votación a los afiliados, al menos diez días corridos antes de cada elección.


f) Útiles electorales, entre los que se encontrará el padrón de cada mesa receptora de sufragios, con una nómina alfabética de electores habilitados para votar en ella, los datos para su identificación, el espacio necesario para estampar la firma o huella dactiloscópicas; las cédulas electorales para la emisión de los sufragios; formularios de actas de escrutinio por cada elección, las que deberán ser suscritas por los vocales de mesa y apoderados de cada candidatura o lista, y un formulario de minuta del resultado del escrutinio para cada elección.


g) Normas sobre el escrutinio por mesas y devolución de cédulas y útiles electorales.


h) Reglas del escrutinio y calificación practicados por el Tribunal Supremo.


i) Sanciones frente a la inobservancia del reglamento de elecciones internas.


j) Normas sobre designación, independencia e inviolabilidad de vocales de mesas, apoderados y cualquiera otra autoridad electoral del partido en el ejercicio de sus funciones.


El Servicio Electoral deberá pronunciarse, verificando las exigencias a que alude el inciso anterior, respecto del reglamento y sus actualizaciones, aprobándolos o formulando observaciones, dentro de los quince días corridos siguientes a su recepción. Si el Servicio formulare observaciones, el partido deberá hacer los ajustes necesarios dentro de los quince días corridos siguientes a la notificación de la resolución del Servicio. Si éste no se pronuncia dentro del plazo de quince días señalado, se entenderá aprobado el respectivo reglamento.


Para cada elección interna, los apoderados de cada candidatura o lista podrán asistir, al menos, a todas las mesas receptoras de sufragios, al escrutinio practicado por las mesas y por el Tribunal Supremo, y podrán consignar cualquier observación en las actas de escrutinio correspondiente.


El escrutinio de las elecciones internas será público y los estatutos deberán prever mecanismos de reclamación ante los Tribunales internos. Serán reclamables ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro de cinco días hábiles de notificadas, las resoluciones del Tribunal Supremo referidas a reclamaciones de nulidad o rectificación de escrutinios de las elecciones de los órganos señalados en las letras a) , b) y c) del inciso primero del artículo 23, siempre que tales resoluciones cuenten con un voto de minoría equivalente, al menos, al 25 por ciento de los miembros del Tribunal Supremo y que, de ser acogida dicha reclamación,hubiere dado lugar a la elección de un candidato o de una opción distinta de aquella que se ha constatado. La reclamación deberá individualizar la resolución que motiva la reclamación, indicar las peticiones concretas que formula y acompañar todos los antecedentes en que se funda. Si del cálculo del 25 por ciento señalado no diese un número entero, deberá aproximarse al entero inmediatamente superior.


En todas las elecciones internas se considerarán como habilitadas para sufragar a aquellas personas que se encuentren inscritas en el registro de afiliados que señala el artículo 20, con a lo menos tres meses de anticipación a la respectiva elección, lo que no obsta a que los partidos continúen su proceso de afiliación de nuevos afiliados durante ese lapso. Dichas elecciones deberán realizarse utilizando como padrón actualizado el registro general de afiliados que el Servicio Electoral deberá proporcionar a los partidos políticos y candidatos a la respectiva elección con, a lo menos, dos meses de anticipación al día de la elección.


Los estatutos podrán habilitar a quienes figuren en el registro de adherentes para sufragar en las elecciones internas del partido, para lo cual utilizarán el padrón que al efecto les proporcione el Servicio Electoral, considerando los mismos plazos que establece el inciso anterior.


Cualquier afiliado podrá solicitar, a su costa, a la directiva de su partido o al Servicio Electoral, copia de los registros mencionados en el artículo 20, del partido político al que pertenece, con el nombre completo de los afiliados y su domicilio, dentro del plazo señalado en el inciso anterior. El Servicio determinará la forma de verificar la vigencia de los datos personales de los afiliados y otorgará facilidades para su entrega a estos. Los afiliados no podrán divulgar los datos personales del Registro ni utilizarlos con finalidades distintas del ejercicio de sus derechos como militantes. La infracción de esta prohibición será sancionada con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, de conformidad con el artículo 392 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda en virtud de lo dispuesto en el Título V de la ley N°19.628, sobre protección de la vida privada.


Sin perjuicio de lo anterior, cualquier afiliado al partido podrá solicitar, a su costa, un certificado de su inscripción en el mencionado registro.


El Servicio Electoral velará por el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y dictará las instrucciones que correspondan a ese efecto. Asimismo, el Servicio Electoral podrá destinar a uno o más de sus funcionarios a presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe.”.


23. Reemplázase el artículo 24 por el siguiente: 


“Artículo 24.- El Órgano Ejecutivo será elegido por sus afiliados o bien por el Órgano Intermedio Colegiado, conforme a lo que establezcan los estatutos del partido político, y estará compuesto por al menos tres miembros. Las denominaciones y atribuciones de cada uno de sus miembros, determinadas conforme a sus estatutos, deberá ser informada al Servicio Electoral. Si los estatutos del partido disponen que el Órgano Ejecutivo sea elegido por el Órgano Intermedio Colegiado, este último deberá ser elegido por sus afiliados en votación directa y, cuando así lo determinen los estatutos, por sus adherentes.


El Órgano Ejecutivo tendrá las funciones que señale el estatuto, entre las cuales se deberán consignar, al menos, las siguientes:


a) Dirigir el partido conforme con su declaración de principios, programa y las definiciones políticas adoptadas por sus organismos internos.


b) Administrar los bienes del partido, rindiendo balance anual de ellos ante el Órgano Intermedio Colegiado, sin perjuicio de lo establecido en los estatutos del partido.


c) Proponer al Tribunal Supremo la dictación de las instrucciones generales necesarias para la realización adecuada de los procesos electorales internos, conforme a la ley y a los estatutos.


d) Proponer al Órgano Intermedio Colegiado las modificaciones a las declaraciones de principios, nombre del partido, programas partidarios, estatutos y reglamento interno, como asimismo, las alianzas, pactos electorales, fusión con otro u otros partidos, y su disolución.


e) Convocar las sesiones ordinarias y extraordinarias del Órgano Intermedio Colegiado.


f) Proponer al Consejo General, para análisis y propuestas, los temas de políticas públicas considerados relevantes para el partido y el país.


g) Designar al Administrador General de Fondos del partido, cuando corresponda.


h) Poner en conocimiento del Tribunal Supremo las faltas a los estatutos y a la disciplina partidaria de que tenga conocimiento.


i) Todas las demás facultades que el respectivo estatuto le confiera, que no contravengan la ley.


j) Las demás funciones que establezca la ley.


Los miembros del Órgano Ejecutivo deberán efectuar una declaración anual de intereses y patrimonio en los términos de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, la que deberá ser remitida al Servicio Electoral para su custodia y control.”.


24. Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- El estatuto del partido determinará al integrante del Órgano Ejecutivo que tendrá su representación judicial y extrajudicial.”.


25. Reemplázase el artículo 26 por el siguiente: 


“Artículo 26.- El Órgano Intermedio Colegiado será el órgano plural, con carácter normativo y resolutivo del partido político. Sus miembros serán elegidos en conformidad con lo dispuesto en los estatutos del partido.


Al Órgano Intermedio Colegiado le corresponderán las siguientes atribuciones:


a) Impartir orientaciones y adoptar acuerdos sobre cualquier aspecto de la marcha del partido, que serán obligatorios para el Órgano Ejecutivo.


b) Impartir orientaciones sobre las políticas públicas relevantes para el partido y el país.


c) Aprobar o rechazar el correspondiente balance anual.


d) Aprobar, a propuesta del Órgano Ejecutivo, las modificaciones a las declaraciones de principios, nombre del partido, programas partidarios, estatutos y reglamentos internos, como asimismo, los pactos electorales, fusión con otro u otros partidos y su disolución. Las modificaciones de la declaración de principios, la reforma de estatutos, la disolución del partido y la fusión deberán hacerse en conformidad con lo dispuesto en el artículo 29, inciso primero.


e) Recibir anualmente la cuenta política de la Directiva Central y pronunciarse sobre ella.


f) Designar los candidatos a Presidente de la República, diputados, senadores, consejeros regionales, alcaldes y concejales del partido, sin perjuicio de aquellos que se determinen de conformidad con la ley N°20.640.


g) Aprobar el programa del partido.


h) Las demás funciones que establezca la ley o que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contrarias a aquella.


Sin perjuicio de las funciones del Órgano Intermedio Colegiado, este podrá organizar y celebrar eventos partidarios con carácter consultivo o resolutivo, como también de carácter programático o ideológico, de acuerdo a sus estatutos. Sólo podrá convocarse a eventos partidarios con carácter resolutivo sobre aquellas materias que sean atribuciones propias del Órgano Intermedio Colegiado.


26. Reemplázase el artículo 27 por el siguiente: 


“Artículo 27.- Los partidos políticos deberán elegir, a lo menos, un Órgano Ejecutivo y un Órgano Intermedio Colegiado Regional en cada una de las regiones en que estén constituidos en conformidad a sus estatutos. Cada Órgano Ejecutivo Regional estará integrado, a lo menos, por un presidente, un secretario y un tesorero. Sus miembros serán elegidos por los afiliados de la región respectiva.”.


27. Reemplázase el artículo 28 por el siguiente:


“Artículo 28.- Los partidos políticos tendrán un Tribunal Supremo. Sus integrantes deberán tener una intachable conducta anterior y no haber sido sancionados disciplinariamente por el partido. Los miembros del Órgano Ejecutivo del partido no podrán ser integrantes del Tribunal Supremo.


Dicho Órgano deberá tener al menos cinco miembros, su conformación deberá ser siempre impar y deberá adoptar sus decisiones por la mayoría de los miembros en ejercicio. Sus miembros serán elegidos por un mecanismo representativo, de conformidad con lo dispuesto en los estatutos y no podrán ser designados por el Órgano Ejecutivo.

Al Tribunal Supremo corresponderán, además de las otras atribuciones que le asigna la ley o que le otorguen los estatutos del partido, las siguientes:


a) Interpretar los estatutos, reglamentos y demás normas internas.


b) Conocer de las cuestiones de competencia que se susciten entre autoridades u organismos del partido.


c) Conocer y resolver de las reclamaciones que se entablen contra actos de autoridades u organismos del partido que vulneren la declaración de principios o los estatutos, y adoptar las medidas necesarias para corregirlos y enmendar sus resultados.


d) Conocer y resolver las denuncias que se formulen contra afiliados al partido, sean o no autoridades de él, por actos de indisciplina o violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, o por conductas indebidas que constituyan faltas a la ética o comprometan los intereses o el prestigio del partido.


e) Aplicar las medidas disciplinarias que los estatutos señalen, contemplando las disposiciones que hagan efectivo un debido proceso.


f) Controlar el correcto desarrollo de las elecciones y votaciones partidistas, y dictar las instrucciones generales o particulares que para tal efecto correspondan.


g) Calificar las elecciones y votaciones internas.


h) Resolver, como tribunal de segunda instancia, las apelaciones a los fallos y decisiones de los Tribunales Regionales.


i) Conocer de las reclamaciones por no inclusión en el Registro de Afiliados.


j) Velar y garantizar el ejercicio de los derechos de los afiliados, incluido los señalados en el artículo 18 ter.


En el ejercicio de sus atribuciones y según sea la gravedad de la infracción, este Tribunal podrá aplicar las siguientes sanciones disciplinarias a sus afiliados o las que señalen los respectivos estatutos:


1) Amonestación.


2) Censura por escrito.


3) Suspensión o destitución del cargo que estuviere ejerciendo dentro de la organización interna del partido.


4) Suspensión en el ejercicio de los derechos de afiliado por el plazo que determine.


5) Expulsión.


Las sanciones establecidas en los números 3 y 4 del inciso anterior sólo podrán ser aplicadas por el Tribunal Supremo con el voto favorable de los tres quintos de sus integrantes en ejercicio. Para el caso del número 5, el quórum será dos tercios.”.


28. Agrégase el siguiente artículo 28 bis:


“Artículo 28 bis.- En cada una de las regiones donde esté constituido el partido, existirá un Tribunal Regional, el que estará conformado y tendrá las facultades que indiquen los respectivos estatutos.


El Tribunal Regional conocerá en primera instancia y en relación al ámbito regional, de las materias contempladas en la normativa interna, y a lo menos las establecidas en las letras c) , d) , e) , f) y g) del artículo precedente.


Las sentencias de los tribunales regionales serán apelables para ante el Tribunal Supremo, en la forma y plazos que establezcan las normas internas del respectivo partido. Si la sentencia definitiva dispone la expulsión de un afiliado, y de ella no se reclamare, se elevará en consulta al Tribunal Supremo.”.


29. Intercálanse, a continuación del artículo 28 bis, los siguientes artículos 28 ter y 28 quáter:


“Artículo 28 ter.- Todo proceso sancionatorio interno deberá contemplar garantías que aseguren el ejercicio del derecho a defensa de los afectados, tales como el derecho a formular descargos, presentar pruebas que acrediten sus pretensiones y reclamar de las decisiones dentro de plazos razonables. 


Los estatutos deberán contemplar circunstancias en las que los miembros del Tribunal Supremo deberán abstenerse de emitir pronunciamiento, a fin de prevenir conflictos de intereses.


La disciplina interna de los partidos políticos no puede afectar el ejercicio de derechos, el cumplimiento de deberes prescritos en la Constitución y en la ley, ni el libre debate de las ideas en el interior del partido.


Artículo 28 quáter.- Sin perjuicio de lo establecido en los estatutos de cada partido, se considerarán como infracciones a la disciplina interna las siguientes:


a) Todo acto u omisión voluntaria imputable a un miembro del partido, que ofenda o amenace los derechos humanos establecidos en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile y en la ley, o atente contra ellos.


b) Infringir los acuerdos adoptados por los organismos oficiales del partido.


c) Incurrir en actos que importen ofensas, descrédito o maltrato contra miembros del partido.


d) Faltar a los deberes del afiliado establecidos en la ley o en el estatuto.


e) Incumplir pactos políticos, electorales o parlamentarios celebrados por el partido.”.


30. Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 29.- Las proposiciones del Órgano Intermedio Colegiado, relativas a las modificaciones de la declaración de principios, la reforma de estatutos, la disolución del partido y la fusión con otro deberán ser ratificadas por los afiliados en votación directa.”.


b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “por el presidente y por el secretario del partido.” por la frase “por los miembros del Órgano Ejecutivo del partido que señalen sus estatutos.”.


31. Reemplázase el inciso primero del artículo 30 por el siguiente:


“Artículo 30.- Los acuerdos del Órgano Intermedio Colegiado serán públicos. Los acuerdos adoptados por dicho órgano referentes a modificar la declaración de principios del partido, el nombre, los programas partidarios, los estatutos y reglamento interno de elecciones, los pactos electorales que celebre con otros partidos políticos, la fusión con otro u otros partidos y la disolución se adoptarán siempre ante un funcionario del Servicio Electoral, quien actuará como ministro de fe.”.


32. Modifícase el artículo 31 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “el Consejo General, a proposición de los Consejos Regionales. La organización de estas elecciones será de responsabilidad del respectivo Consejo Regional.” por la frase “el Órgano Intermedio Colegiado, a proposición de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.


33. Intercálase en el artículo 32, a continuación de la expresión “a sus”, la locución “concejales, consejeros regionales,”.


34. Modifícase el artículo 35 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido”, por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “apelarse” por “reclamarse”.


35. Agréganse los siguientes artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter:


“Artículo 35 bis.- Los actos y contratos que celebren los partidos políticos se regirán por las reglas generales, sin perjuicio de las normas especiales que la presente ley establece. 


Los partidos políticos no podrán celebrar contratos a título oneroso en condiciones distintas a las de mercado o cuya contraprestación sea de un valor superior o inferior al de mercado. 


Los partidos políticos no podrán constituir ni participar en personas jurídicas salvo las expresamente autorizadas por esta ley y por la ley N° 19.884. Tampoco podrán prestar servicios a título oneroso.


Artículo 35 ter.- Los partidos podrán ser propietarios de bienes inmuebles. Del total de bienes inmuebles a nombre del partido, al menos dos terciosdeberán destinarse a las actividades señaladas en el artículo 2° de esta ley. 


Los partidos políticos deberán informar anualmente al Servicio Electoral la totalidad de los bienes inmuebles inscritos a nombre del partido.


Artículo 35 quáter.- Tratándose de los fondos provenientes de los aportes públicos que reciban los partidos políticos, éstos deberán destinarse a los fines que señala la ley y rendirse y justificarse de forma separada.

Los partidos políticos sólo podrán invertir su patrimonio financiero proveniente de aportes del Fisco en valores de renta fija emitidos por el Banco Central, en depósitos a plazo y cuotas de fondos mutuos que no estén dirigidos a inversionistas calificados.


Fuera de los casos previstos en losincisos anteriores, y siempre que su patrimonio financiero disponible sea superior a las veinticinco mil unidades de fomento, los partidos podrán invertirlo a través del mandato especial de administración de valores a que se refiere el Título III de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, de conformidad a las normas allí contenidas, el que deberá constituirse en un plazo de noventa días desde que el patrimonio financiero disponible del partido alcance el valor de veinticinco mil unidades de fomento. Si dicho patrimonio no supera este valor, el partido político sólo podrá invertir su patrimonio financiero en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo.”.


36. Intercálase el siguiente Título VI, nuevo, integrado por los artículos 36 bis y 36 ter, adecuándose la numeración de los demás Títulos:

TÍTULO VI Del Acceso a Información y Transparencia.


Artículo 36 bis.- Los partidos políticos deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios web, en forma completa, actualizada y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, trimestralmente:


a) Marco normativo aplicable, incluyendo las normas legales y reglamentarias que los rigen, su declaración de principios, estatutos yreglamentos internos.


b) Nombre completo, la sigla, el símbolo y el lema del partido político.


c) Pactos electorales que integren.


d) Regiones en que se encuentra constituido.


e) Domicilio de las sedes del partido.


f) Estructura orgánica.


g) Facultades, funciones y atribuciones de cada una de sus unidades u órganos internos.


h) Nombres y apellidos de las personas que integran el Órgano Ejecutivo y el Órgano Contralor.


i) Las declaraciones de intereses y patrimonio de los candidatos del partido político para las elecciones a que se refiere la ley N° 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, y de los miembros del Órgano Ejecutivo, en los términos de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.


j) Los acuerdos de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales y del Órgano Intermedio Colegiado.


k) Balance anual aprobado por el Servicio Electoral.


l) El monto total de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de sus afiliados, recibidas durante el año calendario respectivo.


m) El total de los aportes, donaciones, asignaciones testamentarias y, en general, todo tipo de transferencias públicas o privadas, que se reciban a partir de su inscripción, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.


n) Las transferencias de fondos que efectúen, con cargo a los fondos públicos que perciban, incluyendo todo aporte económico entregado a personas naturales o jurídicas, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.


o) Todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifique.


p) Sanciones aplicadas al partido político.


q) Nómina de contrataciones sobre veinte unidades tributarias mensuales, cualquiera sea su objeto, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.


r) Requisitos y procedimientos para nuevas afiliaciones y número de afiliados.


s) Información estadística sobre participación política dentro del partido, desagregada por sexo, indicando, a lo menos, la cantidad de militantes, distribución etaria, los cargos que ocupan dentro del partido, cargos de elección popular, autoridades de gobierno, entre otros.


t) El registro de gastos efectuados en las campañas electorales a que se refiere la letra e) del artículo 33 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.


u) El registro de aportes a campañas electorales a que se refiere el artículo 40 de la ley 
N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.


v) Un vínculo al sitio web del Servicio Electoral en el que consten las cuentas de los ingresos y gastos electorales presentadas ante el Director del Servicio Electoral, de conformidad con el artículo 48 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, y


w) Toda otra información que el Órgano Ejecutivo de cada partido político determine y cuya publicidad no sea contraria a la Constitución y las leyes. El Órgano Ejecutivo podrá revocar dicha decisión en cualquier momento. Las resoluciones respectivas deberán comunicarse oportunamente, por escrito, al Consejo para la Transparencia, según sus instrucciones.


Un miembro del Órgano Ejecutivo del partido político será el encargado de velar por la observancia de las normas de este Título de acuerdo a las instrucciones del Consejo para la Trasparencia. La determinación del miembro responsable del Órgano Ejecutivo deberá ser comunicada al Consejo para la Transparencia en los términos establecidos por las instrucciones de dicho Consejo. Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que la ley 
N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, asigna a los Administradores Generales Electorales en materia de difusión de información en los sitios web de cada partido político.


Artículo 36 ter.- Cualquier persona podrá presentar un reclamo ante el Consejo para la Transparencia, en contra del partido político que no cumpla lo prescrito en el artículo anterior, conforme al procedimiento previsto en los artículos 24 y siguientes de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285.


En la resolución que emita el Consejo para la Transparencia o la respectiva Corte de Apelaciones, en su caso, declarando la infracción por parte del partido político, se comunicará al Servicio Electoral la necesidad de iniciar un procedimiento sancionatorio para establecer una multa a beneficio fiscal sobre el patrimonio del respectivo partido político, la que, de acuerdo a la gravedad de la infracción podrá ascender de quinientos a dos mil unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, el monto de las multas será elevado al doble.”.


37. Sustitúyese el artículo 37 por el siguiente:


“Artículo 37.- Todo partido político podrá fusionarse con otro u otros en conformidad con las normas que se establecen en este Título, debiendo cumplir conjuntamente con el mínimo legal de afiliados para constituirse como tales. Los partidos políticos que se encuentren en alguna de las causales de disolución establecidas en la ley no podrán fusionarse con otro.”.


38. Modifícase el artículo 38 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.


b) Sustitúyense, en su inciso segundo, las expresiones “la Directiva Central” y “Consejo General”, por las expresiones “el Órgano Ejecutivo” y “Órgano Intermedio Colegiado”, respectivamente.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “por los Consejos Generales” por la frase “por los Órganos Intermedios Colegiados”.


39. Modifícase el artículo 39 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “los presidentes de los partidos” por la frase “los miembros de los Órganos Ejecutivos”.


b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “los presidentes de los partidos políticos” por la frase “los miembros de los Órganos Ejecutivos”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.


40. Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero:


i. Reemplázase la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.


ii. Reemplázase el numeral 2° por el siguiente:


“2°.- Por no alcanzar el 5 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la última elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones geográficamente contiguas, en su caso.”.


iii.- Reemplázase el numeral 6° por el siguiente:


“6° En los casos previstos en los artículos 47, 50, inciso segundo, y 51 bis.”.


iv. Sustitúyese en el numeral 7° la expresión “y 82, número 7°,” por la siguiente: “y 93, número 10°,”.


b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“No obstante, si un partido político no alcanzare el umbral previsto en el numeral 2° de este artículo en una o más regiones, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, siempre que elija un mínimo de cuatro parlamentarios en, a lo menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores.”.


41. Modifícase el artículo 43 de la siguiente forma:


a) Intercálase en su inciso segundo, a continuación de la expresión “noventa días”, la palabra “corridos”.


b) Intercálanse en su inciso tercero, a continuación de la expresión “ciento ochenta días”, la palabra “corridos”, y entre “al Presidente del partido” y “la disminución de los afiliados” la expresión “, o su equivalente,”.


c) Sustitúyese, en su inciso final, la palabra “apelarse” por “reclamarse”.


42. En el artículo 46:


a) Sustitúyese en el encabezamiento del inciso primero, la expresión “con arreglo a” por la siguiente: “por infracciones a las normas de”.


b) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “y 28” por la que sigue: “, 28 y 28 bis”.


43. Modifícase el artículo 47 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “la segunda parte del inciso cuarto y en el inciso quinto del artículo 2°” por “en el inciso tercero del artículo 1°”.


b) Elimínase el inciso segundo.


44. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 48, la expresión “los presidentes y secretarios de los Consejos Regionales” por “las autoridades representantes de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales”.


45. Suprímese el inciso primero del artículo 49.


46. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 50, la expresión “de la Directiva Central” por la expresión “del Órgano Ejecutivo”.


47. Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 51, la oración “a los tesoreros de los Consejos Regionales” por “a quienes se desempeñen como tesoreros en los Órganos Intermedios Colegiados Regionales”.


48. Agrégase el siguiente artículo 51 bis:


“Artículo 51 bis.- La infracción grave y reiterada de lo dispuesto en el Título V de esta ley será sancionada con la disolución del partido político.”.


49. Sustitúyese, en el artículo 54, el vocablo “elección” por la frase “comisión de la infracción”.


50. Modifícase el artículo 57 en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero intercálase, a continuación de la expresión “noventa días”, la palabra “corridos”.


b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “Consejo General de la representación parlamentaria del partido.” por la frase “Órgano Intermedio Colegiado.”.


51. Reemplázase, en el artículo 59, la palabra “apelaciones” por “reclamaciones” y la palabra “apelación” por “reclamación”.


52. Agrégase el siguiente artículo 64:


“Artículo 64.- A falta de regla especial, los plazos que esta ley dispone para realizar actuaciones ante el Servicio Electoral o para que éste evacue actos administrativos en ejercicio de sus funciones legales serán de días hábiles, en conformidad con la ley Nº19.880.


Los plazos para realizar actuaciones ante el Tribunal Calificador de Elecciones o los Tribunales Electorales Regionales se regirán por las normas de las leyes Nº18.460 y Nº18.593, respectivamente.”.


Artículo 2°.- Las referencias que las demás leyes hagan a la Directiva Central, al Consejo General y al Consejo Regional se entenderán hechas al Órgano Ejecutivo, al Órgano Intermedio Colegiado y al Órgano Intermedio Colegiado Regional, respectivamente. 

Transitorias


Artículo primero.- Los partidos políticos constituidos legalmente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley deberán adecuar sus estatutos a ésta y cumplir las obligaciones que ella introduce, dentro de los ciento ochenta días contados desde su publicación en el Diario Oficial.


El Órgano Ejecutivo de cada partido político deberá remitir al Servicio Electoral el reglamento de elecciones internas a que se refiere el artículo 23 bis de la ley N°18.603, dentro de los noventa días corridos siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- Los partidos políticos que sean poseedores materiales de bienes inmuebles que no se encuentren inscritos a su nombre en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, podrán solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales, dentro de los noventa días corridos siguientes a la fecha de publicación de esta ley, que se les reconozca la calidad de poseedores regulares de dichos bienes a fin de quedar habilitados para adquirir su dominio por prescripción, de acuerdo a las reglas y al procedimiento que se indican en el presente artículo y en el siguiente:


1. Los partidos políticos deberán acreditar ante el Ministerio de Bienes Nacionales, mediante una declaración jurada ante notario, suscrita por el representante legal del partido político, el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a. Estar en posesión material del inmueble, por sí o por otra persona en su nombre, en forma continua y exclusiva, sin violencia ni clandestinidad, durante cinco años, a lo menos.

b. Que no existe juicio pendiente en su contra en que se discuta el dominio o posesión del inmueble, iniciado con anterioridad a la fecha de presentación de la solicitud.


La declaración jurada deberá indicar, además, el origen de su posesión y los antecedentes legales y de hecho de los poseedores anteriores, si los conocieren, como asimismo, el conocimiento que tuvieren de la existencia de inscripciones que se refieran al inmueble y de las otras personas que pudieran tener derechos sobre él.


2. Además, la posesión material podrá acreditarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil. No será obstáculo para el ejercicio de este derecho por parte de los partidos políticos la existencia de inscripciones de dominio anteriores sobre el mismo inmueble, sin perjuicio de los derechos de los titulares de dichas inscripciones contemplados en el número 11 del artículo tercero transitorio de esta ley.


El pago del impuesto territorial podrá ser considerado como plena prueba de la posesión material cuando por su regularidad, continuidad y duración reúna los caracteres establecidos en el inciso segundo del artículo 426 del Código de Procedimiento Civil. El pago del mismo tributo durante los cinco años anteriores a la presentación de la solicitud hará plena prueba de dicha posesión respecto del peticionario. 


3. Los partidos políticos podrán agregar a su posesión la de sus antecesores, sea ésta legal o material, siempre que exista, a lo menos, un título aparente que haga presumible la continuidad de las posesiones. Se tendrá, entre otros, como título aparente la promesa de compraventa de plazo vencido; la adquisición de mejoras o de derechos y acciones sobre el inmueble, sea por instrumento público o privado; o la declaración jurada ante notario de la persona natural o jurídica a cuyo nombre esté inscrito el inmueble en el Conservador de Bienes Raíces. El hecho de invocar como antecedente un contrato de promesa de compraventa o cualquier otro instrumento público o privado en que conste la voluntad de transferir la propiedad no significará que el partido político reconozca dominio ajeno. 


El derecho que consagra este artículo podrá ejercerse respecto de cualquier inmueble ubicado en el territorio de la República, sin importar su avalúo fiscal, salvo respecto de propiedades fiscales, inscritas a nombre del Fisco, gobiernos regionales, municipalidades o servicios públicos descentralizados, o comprendidas en las herencias deferidas a favor de ellos.


Artículo tercero.- La solicitud a que se refiere el artículo segundo transitorio se tramitará de acuerdo a las reglas siguientes:


1. Presentada la solicitud por el partido político ante el Ministerio de Bienes Nacionales, éste la admitirá a tramitación y oficiará al Conservador de Bienes Raíces respectivo para que informe, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, sobre el nombre, rol único tributario y domicilio de quien aparezca, según sus antecedentes, como propietario del inmueble.

2. Si el Conservador de Bienes Raíces informare que quien figura como propietario es una persona natural, el Ministerio de Bienes Nacionales oficiará al Servicio de Registro Civil e Identificación para que, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, informe del último domicilio que registra en dicho organismo la persona que, aparece como supuesto propietario, o de su fallecimiento. Si el Servicio de Registro Civil e Identificación no informare al Ministerio de Bienes Nacionales el último domicilio en el plazo señalado,se tendrá por domicilio el que aparezca en la inscripción de dominio. Con los antecedentes señalados, el Ministerio de Bienes Nacionales procederá a notificar la solicitud, mediante carta certificada, al supuesto propietario del inmueble, adjuntando copia íntegra de ella.


3. Cumplidos los trámites señalados en el número anterior, y previo informe jurídico, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá pronunciarse denegando o aceptando la solicitud presentada.

4. La resolución que acoja la solicitud presentada deberá indicar la individualización del partido político, la ubicación y deslindes del inmueble,y la respectiva inscripción si fuere conocida, y deberá publicarse íntegramente en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales por quince días corridos y en un diario de circulación nacional o en la región en que se encuentre situado el inmueble, con cargo al partido político solicitante, por una vez, dentro de quince días hábiles, contados desde la fecha de la resolución señalada. En dichas publicaciones deberá prevenirse que, si dentro del plazo de treinta días hábiles contados desde la publicación de la resolución en un diario de publicación nacional o regional, no se dedujere oposición por terceros, se ordenará la inscripción a nombre del solicitante.


5. Si no se dedujere oposición dentro del plazo señalado en el número anterior, y previa certificación de este hecho y de haberse efectuado las publicaciones a que se refiere el numeral anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá dictar la resolución ordenando la inscripción del inmueble en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo. Esta resolución contendrá la individualización del partido, la ubicación y deslindes del inmueble. La resolución estará exenta de toma de razón y no será necesario reducirla a escritura pública.


6. En contra de la resolución que rechazare una solicitud procederá recurso de reposición, de conformidad a las reglas generales.

7. El Conservador de Bienes Raíces deberá practicar la inscripción del inmueble a requerimiento del partido político, de acuerdo con las indicaciones que contenga la resolución dictada por el Ministerio de Bienes Nacionales y agregará, al final del Registro de Propiedad, una copia autorizada de dicha resolución, y practicará, además, la inscripción de la prohibición a que se refiere el número 10 de este artículo.


8. La resolución del Ministerio de Bienes Nacionales que acoja la solicitud se considerará como justo título. Una vez practicada su inscripción en el Registro del Conservador de Bienes Raíces, el partido político adquirirá la calidad de poseedor regular del inmueble para todos los efectos legales, aunque existieren en favor de otras personas inscripciones que no hubieran sido materialmente canceladas. Transcurrido un año completo de posesión inscrita no interrumpida, contado desde la fecha de la inscripción, el partido político se hará dueño del inmueble por prescripción, la que no se suspenderá en caso alguno.

9. Expirado el plazo de un año a que se refiere el número anterior, prescribirán las acciones emanadas de los derechos reales de dominio, usufructo, uso o habitación, servidumbres activas y el de hipotecas relativos al inmueble inscrito de acuerdo con el presente artículo. Las anteriores inscripciones de dominio sobre el inmueble, así como la de los otros derechos reales mencionados, las de los gravámenes y prohibiciones que lo afectaban, una vez transcurrido el citado plazo de un año, se entenderán canceladas por el solo ministerio de la ley, sin que por ello recobren su vigencia las inscripciones que antecedían a las que se cancelan. Con todo, si las hipotecas y gravámenes hubiesen sido constituidos por el mismo partido político o por alguno de los antecesores cuya posesión legal o material se hubiera agregado a la suya, dichas hipotecas y gravámenes continuarán vigentes sobre el inmueble. Subsistirán igualmente, los embargos y prohibiciones decretados en contra del partido político o de alguno de sus antecesores; pero ello no será obstáculo para practicar las inscripciones que correspondan.


10. Los partidos políticos que hayan inscrito inmuebles en conformidad a este artículo no podrán gravarlos ni enajenarlos durante el plazo de un año, contado desde la fecha de la inscripción. El Conservador de Bienes Raíces deberá inscribir de oficio esta prohibición, la que quedará cancelada por el solo ministerio de la ley, una vez transcurrido el referido plazo, debiendo alzarse de oficio.

11. Los terceros que pretendan impugnar la solicitud realizada por el partido político o la inscripción efectuada a su nombre, podrán hacerlo de conformidad, en lo pertinente, al procedimiento contemplado en el Párrafo 1° del Título IV del decreto leyN°2.695, del Ministerio de Tierras y Colonización, promulgado y publicado el año 1979. Si el Tribunal acogiere la acción de dominio señalada, ordenará la cancelación de la inscripción practicada con arreglo a este artículo, conservando su plena vigencia las inscripciones que existían sobre el inmueble con anterioridad a ella.

En todo lo no previsto por este artículo y por el artículo anterior, se aplicarán de forma supletoria las disposiciones especiales del decreto ley N° 2.695, del Ministerio de Tierras y Colonización, promulgado y publicado el año 1979.

Los Conservadores de Bienes Raíces deberán practicar las inscripciones a que se refiere el presente artículo dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha en que fueron requeridas, debiendo informar de dichas inscripciones al Servicio Electoral.

Artículo cuarto.- El representante legal de un partido político que hubiere intervenido en la obtencióndel reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior, mediante fraude o engaño,será castigado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. La misma pena se aplicará a los terceros que a sabiendas colaboraren con el partido en la obtención de dicho reconocimiento. El tribunal con competencia en lo penal deberá remitir al Servicio Electoral la sentencia condenatoria firme y ejecutoriada contra el representante legal del partido que haya incurrido en el delito descrito, en un plazo de 5 días hábiles, desde que se encuentre en dicho estado, para los efectos señalados en el inciso siguiente de este artículo.

El partido político que obtuviere el reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior mediante fraude o engaño, será disuelto. Su disolución se formalizará mediante la cancelación de su inscripción en el Registro de Partidos Políticos, la que será efectuada por el Director del Servicio Electoral, previa resolución del Consejo Directivo de dicho Servicio que así lo disponga.”.


Artículo quinto.- El Servicio Electoral deberá dictar todas las instrucciones a que se refiere esta ley, dentro de los sesenta días corridos siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo sexto.- Los partidos políticos que se encuentren en formación el 31 de enero de 2016 continuarán formándose conforme a las normas vigentes a esa fecha.


Con todo, cumplidos doce meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, estos partidos deberán contar con el 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de ocho regiones o tres regiones contiguas, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas.


El incumplimiento de lo prescrito en este artículo dará lugar a la disolución del partido.


Artículo séptimo.- Los partidos políticos constituidos al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial deberán, dentro de los doce meses siguientes a dicha publicación, contar con un padrón de afiliados equivalente al menos al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada región en que estén constituidos, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas. El partido perderá su inscripción en las regiones en que no alcance el referido mínimo. Si el partido no alcanza el mínimo exigido en cada una de al menos ocho regiones o tres regiones contiguas, deberá ser declarado disuelto.


Artículo octavo.- Lo dispuesto en el número 40 del artículo 1° no se aplicará a los partidos políticos que participen en la elección parlamentaria de 2017, los que se disolverán en caso de no alcanzar el 3 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en dicha elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones geográficamente contiguas, según corresponda. No obstante, si un partido político incurriere en esta hipótesis de disolución, pero eligiere un mínimo de tres parlamentarios en, al menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, sin perjuicio de las demás causales de disolución de partidos políticos establecidas en la ley.”.

-o-

Acordado en sesión celebrada el 26 de enero de 2016, con asistencia de los Diputados señores Auth, Coloma, Chahin, Monckeberg, don Cristián y Soto, y de los Senadores señores Guillier, Harboe (reemplazado por el Senador señor Eugenio Tuma Zedán) , Pérez Varela, Prokurica (que reemplazó al Senador señor García Ruminot) y Walker, don Ignacio.

Valparaíso, a 26 de enero de 2016.

(Fdo.) : PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR, Secretaria de la Comisión Mixta.”
8. Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto sobre “Fortalecimiento y transparencia de la democracia”, con urgencia “discusión inmediata”.
(boletín N° 9790-07) 
“Honorable Cámara de Diputados:

Honorable Senado:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre la Cámara de Diputados y el Senado durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, que se originó en un Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 26 de enero de 2016, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Diputados señores Auth, Chahin, Monckeberg, don Cristián, Soto y Squella.


El Senado, en sesión celebrada en igual fecha, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Senadores que integran la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Previa citación del Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó con la asistencia de los Senadores José García Ruminot, quien fue posteriormente reemplazado por el Senador señor Baldo ProkuricaProkurica, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán, Víctor Pérez Varela e Ignacio Walker Prieto y de los Diputados señores Pepe Auth Stewart, Fuad Chahín Valenzuela, Cristián Monckeberg Bruner, Leonardo Soto Ferrada y Arturo Squella Ovalle, eligiendo como Presidente al Senador señor Walker, don Ignacio e inmediatamente se abocó al cumplimiento de su cometido.

QUÓRUM DE VOTACIÓN

Se hace presente que la proposición que formula la Comisión Mixta, respecto de la letra a) del numeral 3 y del numeral 8 del artículo 1° y sobre el numeral 11 del artículo 2°, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por cuanto dice relación con los artículos 18 y 19 N°15, inciso quinto de la Constitución Política de la República, votaciones populares y escrutinios, y sistema electoral público y partidos políticos. Requiere de la aprobación de las cuatro séptimas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, de conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

El inciso segundo del artículo 17 contemplado en el numeral 11 del artículo 2° del proyecto de ley, en lo que se refiere a la excepción a la publicidad de las actuaciones de los órganos del Estado, tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad con lo que dispone el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política y requiere para su aprobación del voto conforme de la mayoría absoluta de los Diputados y Senadores en ejercicio, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Ley Fundamental.

-o-

A la sesión en que se consideró este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión Mixta, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, la Subsecretaria señora Patricia Silva Meléndez, el asesor señor Exequiel Silva; de la División de Relaciones Políticas e Institucionales: El Jefe de la División señor Gabriel de la Fuente y el abogado señor Nicolás Torrealba; las asesoras señoras Valeria Lubbert, María José Solano y los asesores señores Hugo Arias, Giovanni Semería, Gabriel Osorio, Felipe Cowley, Erich Schuake y César Pérez; del Ministerio Secretaría General de Gobierno: el Ministro señor Marcelo Díaz Díaz y el Jefe de Gabinete señor Mauricio Bugueño; del Ministerio del Interior: el Subsecretario señor Mahmud Aleuy Peña y Lillo y la Jefa de Gabinete señora Paula Pacheco; del Comité Partido Demócrata Cristiano del Senado: la asesora señora Constanza González; del Comité Partido Demócrata Cristiano de la Cámara de Diputados: los asesores señores Rodrigo Vega y Gonzalo Duarte; del Comité Partido por la Democracia del Senado: el asesor señor Sebastián Abarca; del Comité Partido por la Democracia de la Cámara de Diputados: el asesor señor Abraham Valdebenito; del Comité del Partido Comunista de la Cámara de Diputados: el asesor señor Juan Urra; del Instituto Libertad: el abogado señor David Huina; de la Fundación Jaime Guzmán: el asesor legislativo señor Héctor Mery; del Instituto Igualdad: los asesores señores Claudio Rodríguez y Francisco González; del Diario El Mercurio: la periodista señora Fernanda Paul; del Diario La Tercera: la periodista señora Macarena Vega y los periodistas señores Javier Canales y Emmanuel Ganora; del Canal 13 de Televisión: la periodista señora Lorena Ferraro; la periodista señora Marcela Acuña. Asesores parlamentarios: de la Senadora Adriana Muñoz D’Albora, el señor Leonardo Estradé-Brancoli. Del Senador Ignacio Walker, la periodista señora Javiera Andaur y el Jefe de Gabinete señor Javier Igor. Del Senador Harboe, la Jefa de Gabinete señora Deborah Bailey. Del Senador Coloma, el señor Álvaro Pillado. Del Senador Prokurica, el señor Rodrigo Suárez. De la Presidencia del Senado, el Jefe de Gabinete señor José Ruiz. Del Diputado Leonardo Soto, el Jefe de Prensa señor Franco Pardo. Del Diputado Squella, el señor Alejandro Guzmán.

MATERIAS DE LAS DIVERGENCIAS

Las controversias se han originado en el rechazo, por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las modificaciones introducidas por el Senado al texto despachado en el primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados.

Las disposiciones sujetas a la consideración de la Comisión Mixta corresponden al reemplazo de la letra a) del numeral 2 –que ha pasado a ser numeral 3- del artículo 1°, las modificaciones efectuadas en el numeral 7 –que ha pasado a ser numeral 8- del artículo 1° y las enmiendas introducidas en el numeral 9 –que ha pasado a ser numeral 11 del artículo 2° del proyecto de ley.

-o-
DISCUSIÓN DE LAS DIVERGENCIAS Y ACUERDOS ADOPTADOS
A SU RESPECTO

ARTÍCULO 1° QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700 SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS

Numeral 2, que ha pasado a ser Numeral 3

CONCEPTO DE PROPAGANDA ELECTORAL


La letra a) del numeral 2, que ha pasado a ser numeral 3, modifica el artículo 30 de la ley N° 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios.


La Cámara de Diputados aprobó el siguiente concepto:


“Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, toda manifestación pública, escrita, radial, audiovisual o en imágenes, que promueva a uno o más candidatos en los plazos establecidos en este artículo y en los artículos 31 y 32, como a un partido o movimiento político con los mismos fines. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral la difusión de información sobre actos políticos o actividades habituales del funcionamiento de los partidos políticos ni aquellas actividades que las autoridades públicas elegidas realicen en el ejercicio de su cargo.”.

El Senado sustituyó dicho concepto por el siguiente:


“Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, todo evento o manifestación pública y la publicidad radial, escrita, en imágenes, en soportes audiovisuales u otros medios análogos, siempre que promueva a una o más personas o partidos políticos constituidos o en formación, con fines electorales. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral aquellas actividades tales como la difusión de ideas o de información sobre actos políticos o las actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación, ni aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo.”.

-o-

El Diputado señor Chahin sostuvo que el rechazo de la modificación introducida por el Senado apunta a especificar las actividades que no pueden ser consideradas como propaganda electoral, de modo tal de evitar que ésta se realice de modo subrepticio o en un plazo anterior al que establece la ley.


Por su parte, el Diputado señor Auth explicó, según su parecer, que las razones que motivaron el rechazo de la propuesta del Senado dicen relación con evitar una desigualdad entre candidaturas de los incumbentes y de los desafiantes, al excluir dentro de la propaganda electoral a aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo.


La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, propuso establecer que no se consideren propaganda electoral ni las actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo ni aquellas habituales, no electorales, de los partidos políticos constituidos o en formación, tales como la difusión de sus ideas o información sobre sus actos políticos.


El Senador señor Harboe indicó que la exclusión del concepto de propaganda electoral de determinadas actividades, en los términos propuestos por el Senado, no constituye una limitación al intercambio de ideas, sino sólo detalla adecuadamente las actividades que pueden ser comprendidas dentro de la noción de propaganda electoral. Asimismo, añadió que regula, en un pie de igualdad, las actividades que pueden desarrollar los partidos políticos constituidos y en formación.


Al efecto, propuso no considerar como propaganda electoral la difusión de ideas o información sobre actos políticos o actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación, o aquellas que las autoridades públicas realicen en ejercicio de su cargo o los ciudadanos en ejercicio de sus derechos.


El Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió establecer que no se entenderá como propaganda electoral aquellas actividades propias del funcionamiento de los partidos en formación, tales como la difusión de ideas o de información sobre actos políticos o las actividades habituales no electorales propias de los partidos. Dicha propuesta, agregó, concilia el derecho fundamental de cada persona para ejercer su derecho a la libertad de expresión.


El Diputado señor Squella propuso establecer que no se entenderá como propaganda electoral la difusión de ideas o de información sobre actos políticos que realicen las personas naturales. Asimismo, propuso que tampoco lo serán aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo, ni aquellas actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación.

-o-

-La Comisión Mixta aprobó por la unanimidad de sus integrantes el texto del inciso primero del artículo 30 aprobado por el Senado.

-En cuanto al inciso segundo, la Comisión Mixta, conforme a la propuesta del Diputado señor Squella, aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Diputados señores Auth, Chahín, Monckeberg, don Cristián, Soto y Squella y Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio, el siguiente texto:


“No se entenderá como propaganda electoral la difusión de ideas o de información sobre actos políticos realizados por personas naturales. Tampoco lo serán aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo, ni aquellas actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación.”.

-o-
ARTÍCULO 1° QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700 SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS

Numeral 7, que ha pasado a ser Numeral 8

PROPAGANDA EN ESPACIOS PRIVADOS


La Cámara de Diputados aprobó incorporar a la ley N° 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, el siguiente artículo 32 bis:


“Artículo 32 bis.- Podrá efectuarse propaganda en espacios privados mediante carteles, afiches adheridos, avisos luminosos o pintura, siempre que medie autorización escrita del propietario, poseedor o mero tenedor del inmueble en que se encuentran y que las dimensiones de esta propaganda no superen los veinticinco metros cuadrados. Copia de dicha autorización deberá ser enviada al Servicio Electoral por el candidato respectivo, hasta el tercer día después de instalada la propaganda.


Se prohíbe realizar propaganda electoral en bienes de propiedad privada destinados a servicios públicos o localizados en bienes de uso público, tales como vehículos de transporte de pasajeros, paradas de transporte público, estaciones de ferrocarriles o de metro, o postes del alumbrado, del tendido eléctrico, telefónicos, de televisión u otros de similar naturaleza.


Las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos independientes podrán exhibir en sus frontispicios carteles, afiches u otra propaganda electoral, considerándose hasta un máximo de cinco sedes en cada comuna.”.


El Senado efectuó las siguientes modificaciones al mencionado artículo 32 bis:

En el inciso primero


- Ha sustituido la frase “carteles, afiches adheridos, avisos luminosos o pintura”, por la siguiente: “carteles, afiches o letreros”.


- Ha reemplazado el vocablo “veinticinco” por “dos”.


- Ha eliminado la expresión “la propaganda”.


- Ha agregado la siguiente oración final: “La propaganda que se localice en espacios privados deberá ser declarada como gasto, la que será valorizada por el Servicio Electoral para los efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.”.

En el inciso final


-Ha eliminado la palabra “independientes”.


El Diputado señor Squella sostuvo que el rechazo de la Cámara de Diputados a las modificaciones propuestas por el Senado dice relación con garantizar un criterio de igualdad entre todos los candidatos, lo que resultaría inaplicable respecto de aquellos que pretenden acceder a un cargo de representación popular en calidad de desafiante. En efecto, arguyó que resulta adecuado establecer un tamaño intermedio entre el texto aprobado por la Cámara de Diputados –equivalente a veinticinco metros cuadrados- y el despachado por el Senado -correspondiente a dos metros cuadrados- para la instalación de carteles, afiches o letreros en espacios privados, toda vez que se trata de inmuebles en que el propietario puede aprobar su instalación.


El Senador señor Prokurica abogó por reducir el tamaño de los carteles, afiches o letreros, considerando el tenor de las disposiciones contenidas en la iniciativa, y la necesidad de promover un debate centrado en el contenido de las campañas electorales.


En la misma línea, el Senador señor Pérez Varela coincidió en la reducir el tamaño de los carteles, afiches o letreros ubicados en espacios privados, en cuyo contexto debe considerarse el tenor del proyecto, que regula de modo restrictivo las campañas electorales. Al efecto, sostuvo que un tamaño equivalente a seis metros cuadrados cumple con dicha finalidad.


El Diputado señor Auth explicó que la controversia entre ambas Cámaras dice relación únicamente con el tamaño de los carteles, afiches o letreros, lo que exige considerar las facultades de fiscalización del Servicio Electoral, que controlará la forma y el plazo en que deben desplegarse las campañas electorales.


El Diputado señor Soto abogó por reducir, en la mayor medida posible, el tamaño de carteles, afiches o letreros instalados en espacios privados, de modo tal de evitar que las campañas se enfoquen, preferentemente, en la disputa por espacios en que se desarrolla.


El Senador señor Harboe explicó que, en general, la iniciativa regula adecuadamente los plazos y forma de instalación de la propaganda electoral en espacios públicos y privados, junto a las facultades de fiscalización que se otorgan al Servicio Electoral. En ese contexto, coincidió en la necesidad de reducir el tamaño de los carteles, afiches o letreros, en cuyo caso, el equivalente a seis metros cuadrados resulta adecuado.


El Diputado señor Chahin coincidió con la necesidad de reducir el tamaño de carteles, afiches o letreros, cautelando que, en ningún caso, por la vía de unir varios de éstos en un solo, pueda vulnerarse el propósito que persigue la iniciativa.


El Diputado señor Coloma coincidió con dicha observación, lo que requiere establecer específicamente la forma en que se deben instalar los carteles, afiches o letreros.


Con dicha finalidad, el Senador señor Pérez Varela comentó que se debe considerar que la iniciativa regula la forma en que se instala la propaganda en espacios privados, ya que no es cada uno de los carteles, afiches o letreros, sino que se trata de la propaganda que no puede exceder de seis metros. De ello deriva, añadió, la imposibilidad de vulnerar el propósito de la norma mediante la instalación contigua de varios carteles, afiches o letreros.


El Senador señor Harboe, coincidiendo con dicha observación, abogó por establecer que, en ningún caso, los carteles, afiches o letreros del inmueble en que se encuentra podrán superar los seis metros cuadrados totales.

-o-

-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes ratificó la enmienda del Senado al inciso final del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1°.


-Respecto de las modificaciones al inciso primero del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1° aprobadas por el Senado, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes, las aprobó en los mismos términos, salvo la que se refiere a las dimensiones de la propaganda.


Efectivamente, la Comisión Mixta, por 7 votos a favor, de los Diputados señores Auth, Monckeberg, don Cristián y Squella, y de los Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 3 votos en contra de los Diputados señores Chahín y Soto y del Senador señor Prokurica, aprobó que las dimensiones de la propaganda no supere los seis metros cuadrados.


-Finalmente, la Comisión Mixta por 9 votos a favor, de los Diputados señores Auth, Chahín, Monckeberg, don Cristián y Soto, y de los Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio y 1 voto en contra del Diputado señor Squella, acordó agregar la palabra “totales”, a continuación de la expresión “metros cuadrados”, y redactar en singular la frase “en que se encuentran y que las dimensiones de esta propaganda no superen los seis metros cuadrados”, quedando de la siguiente manera: “en que se encuentra y que la dimensión de esta propaganda no supere los seis metros cuadrados totales”.

-o-
ARTÍCULO 2° QUE MODIFICA LA LEY N° 19.884 SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITE Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL

Numeral 9, que ha pasado a ser Numeral 11

APORTES ANÓNIMOS


La Cámara de Diputados aprobó la derogación del artículo 17 de la ley N° 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, que establece que podrán ser anónimos todos los aportes privados en dinero cuyo importe no supere el equivalente en pesos a veinte unidades de fomento.


El Senado introdujo una serie de modificaciones al artículo 17 aludido, en la forma que se consigna a continuación:


Sustituyó, en el inciso primero, el texto que señala: “veinte unidades de fomento. No obstante, cualquier aportante podrá solicitar se consigne su identidad y el monto de su contribución.”, por lo siguiente: “sesenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; treinta unidades de fomento para las candidaturas a senador y diputado; veinte unidades de fomento para las candidaturas a alcalde y consejero regional, y quince unidades de fomento para las candidaturas a concejal.”.

Intercaló el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“Los aportes anónimos que una persona realice no podrán ser, en total, superiores a ciento veinte unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Asimismo, respecto de los aportes anónimos, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de sus aportantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 16, y les serán aplicables las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos y lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.”.


Agregó el siguiente inciso final:


“Con todo, los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.”.

-o-

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, propuso, en primer lugar, modificar la nomenclatura de los aportes anónimos, estableciendo, en su reemplazo, la expresión “aportes pequeños con resguardo de identidad”, los que, en cualquier caso, resultan compatibles con el buen funcionamiento del sistema electoral, al impedir el peligro de captura del donante hacia el donatario.


Asimismo, sugirió reducir los topes aplicables a cada candidatura a cargos de elección popular, de modo tal de implementar adecuadamente el mecanismo de aportes de bajo monto.


El Senador señor Walker, don Ignacio, reconoció que la figura de aportes anónimos o sin publicidad resulta adecuada para cautelar el derecho a la privacidad de los aportantes de bajo monto, atendida su relevancia para el financiamiento de las campañas electorales.


El Senador señor Harboe explicó que el sistema de aportes anónimos de bajo monto apunta a resguardar la identidad de los donantes, considerando que se trata de un dato sensible, sin que ello, implique, de ningún modo, la cooptación de un candidato. De ese modo, añadió que se cautela la identidad del donante, en tanto que el candidato puede rechazar el respectivo aporte.


El Diputado señor Squella coincidió con la modificación de la nomenclatura aplicable a la figura en estudio, señalado que se trata de aportes de bajo monto sin publicidad. Asimismo, sostuvo que se trata de pequeños montos que probablemente no tendrán incidencia en el global de la campaña.


El Diputado señor Chahin expuso que, en su opinión, resulta adecuado limitar el límite de gasto aplicable en cada tipo de elección popular, cautelando el carácter de aporte de bajo monto, lo que requiere evitar que, mediante subterfugios, varias personas puedan aportar mediante el sistema de aportes anónimos, vulnerando el porcentaje que establece la ley.


El Diputado señor Auth sostuvo que se debe garantizar la independencia de cada candidato, lo que requiere disminuir el monto de los aportes para cada tipo de candidatura.


El Senador señor Prokurica opinó que la propuesta del Senado resguarda adecuadamente los propósitos que persigue la iniciativa, particularmente al garantizar la independencia de cada candidato.


El Senador señor Pérez Varela coincidió con dicha observación, considerando las facultades de fiscalización que la iniciativa otorga al Servicio Electoral y la necesidad de favorecer el aporte de personas naturales y la participación de la ciudadanía en las campañas.


El Diputado señor Soto explicó que la regla general sigue siendo la publicidad en el aporte, lo que requiere rebajar el límite aplicable a los aportes anónimos de bajo monto.


El Diputado señor Coloma abogó por evitar una excesiva disminución del límite, considerando que, de ese modo, finalmente se incentivará el aporte fuera de los procedimientos que establece la ley.


El Diputado señor Chahin puntualizó que se debe evitar una excesiva disminución del aporte de baja cuantía sin publicidad, toda vez que el 20% del límite del gasto electoral fijado puede resultar muy bajo o excesivo según el tipo de campaña de que se trate. Asimismo, añadió que el porcentaje límite de aportes anónimos resulta ser excesivo, lo que disminuiría el aporte público a las campañas electorales.


El Senador señor Pérez Varela señaló que la iniciativa regula adecuadamente los porcentajes de aporte a cada campaña, junto a nuevas normas de transparencia y fiscalización por parte del Servicio Electoral, de modo tal que no es posible sostener que, por la vía de los aportes de baja cuantía sin publicidad y los aportes propios, pueda disminuirse el aporte público.


En la misma línea, el Diputado señor Auth sostuvo que el sistema de financiamiento que propone la iniciativa será contra gasto electoral, lo que resuelve las problemáticas que se han reseñado. Asimismo, valoró las normas que favorecen una multiplicidad de aportes de personas naturales de bajo monto.


El Senador señor Walker, don Ignacio, propuso –atendida la propuesta del Ejecutivo- reemplazar la denominación “aportes anónimos” por “aporte menor sin publicidad”, junto con disminuir, de sesenta a cuarenta unidades de fomento, el aporte para la candidatura a Presidente de la República, de veinte a diez para los senadores y diputados, de veinte a quince para alcalde y consejero regional, y de quince a diez para concejales.


Respecto del porcentaje de veinte por ciento de límite de aportes menores sin publicidad que puede recibir un candidato o partido político, en los términos que propone el inciso tercero del artículo 17 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, el Diputado señor Chahin votó en contra de dicho índice.


-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes, Diputados señores Auth, Chahin, Monckeberg, don Cristián, Soto y Squella, y Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio aprobó la propuesta del Ejecutivo que sustituye el artículo 17 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral. Respecto del inciso tercero, el Diputado señor Chahín votó en contra.


El texto del artículo 17 es el siguiente:


“Artículo 17.- Los aportantes podrán solicitar al Servicio Electoral mantener sin publicidad su identidad, tratándose únicamente de aportes menores cuyo monto no supere cuarenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; veinte unidades de fomento para las candidaturas a senador y diputado; quince unidades de fomento para las candidaturas a alcalde y a consejero regional; y diez unidades de fomento para las candidaturas a concejal.


Estos aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante no podrán ser, en total, superiores a ciento veinte unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Asimismo, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de sus aportantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 16, y les serán aplicables las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos y lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.


Ningún candidato o partido político, durante el período de campaña electoral, podrá recibir, por concepto de aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante, más del veinte por ciento del límite de gastos electorales definido en esta ley.


Con todo, los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.”.

-o-
PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA

En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, la Comisión Mixta viene en proponer la resolución de las discrepancias entre ambas ramas del Congreso Nacional del siguiente modo:

ARTÍCULO 1° QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700 SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS

Numeral 2, que ha pasado a ser Numeral 3

CONCEPTO DE PROPAGANDA ELECTORAL


-Aprobar el texto del inciso primero del artículo 30, contenido en la letra a) del numeral 3 del artículo 1°, que fue aprobado por el Senado.


-Reemplazar el texto del inciso segundo del artículo 30, contenido en la letra a) del numeral 3 del artículo 1°, por el siguiente:


“No se entenderá como propaganda electoral la difusión de ideas o de información sobre actos políticos realizados por personas naturales. Tampoco lo serán aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo, ni aquellas actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación.”.

ARTÍCULO 1° QUE MODIFICA LA LEY N° 18.700 SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS

Numeral 7, que ha pasado a ser Numeral 8

PROPAGANDA EN ESPACIOS PRIVADOS


-Aprobar la enmienda del Senado al inciso final del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1°.


-Aprobar las modificaciones del Senado al inciso primero del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1°, sustituyendo las dimensiones de la propaganda de dos a seis metros cuadrados.


- Reemplazar en el inciso primero del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1°, la frase que se inicia con la expresión “en que se encuentran” y hasta el punto seguido, por “en que se encuentra y que la dimensión de esta propaganda no supere los seis metros cuadrados totales”.

ARTÍCULO 2° QUE MODIFICA LA LEY N° 19.884 SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITE Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL

Numeral 9, que ha pasado a ser Numeral 11

APORTES MENORES SIN PUBLICIDAD DE LA IDENTIDAD DEL APORTANTE


-Reemplazar el numeral 11 del artículo 2° del proyecto de ley por el siguiente:


“11.- Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:


“Artículo 17.- Los aportantes podrán solicitar al Servicio Electoral mantener sin publicidad su identidad, tratándose únicamente de aportes menores cuyo monto no supere cuarenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; veinte unidades de fomento para las candidaturas a senador y diputado; quince unidades de fomento para las candidaturas a alcalde y a consejero regional; y diez unidades de fomento para las candidaturas a concejal.


Estos aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante no podrán ser, en total, superiores a ciento veinte unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Asimismo, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de los aportantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 16, y les serán aplicables las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos y lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.


Ningún candidato o partido político, durante el período de campaña electoral, podrá recibir, por concepto de aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante, más del veinte por ciento del límite de gastos electorales definido en esta ley.


Con todo, los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.”.

TEXTO DEL PROYECTO

En caso de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto del proyecto de ley es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios:

1.- Agrégase al artículo 3° el siguiente inciso final:

“Respecto de cada candidato se deberá acompañar la autorización al Director del Servicio Electoral para abrir la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de la ley N° 19.884.”.

2.- Agréganselos siguientes artículos 6º bis y 6° ter:

“Artículo 6º bis.- En la fecha que corresponda efectuar la declaración de las candidaturas, todos los candidatos deberán realizar una declaración de patrimonio e intereses, en los términos que señala la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. Asimismo, deberán cumplir con dicha obligación quienes realicen una declaración de precandidatura, según lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 19.884. El Servicio Electoral dispondrá de formularios en su página web para facilitar la presentación de la declaración de patrimonio e intereses.

No serán admitidas por el Servicio Electoral las declaraciones de precandidaturas e inscripciones a candidaturas de quienes no hayan efectuado la declaración de patrimonio e intereses en el plazo previsto, debiendo este organismo establecer un plazo para subsanar eventuales errores. Vencido dicho plazo se entenderán como no presentadas las declaraciones de precandidaturas e inscripciones a candidaturas de aquellos precandidatos y candidatos que no hubieren subsanado errores o imprecisiones de la declaración de patrimonio e intereses.

El Servicio Electoral remitirá, dentro de los diez días hábiles siguientes, copia de estas declaraciones al Servicio de Impuestos Internos y a la Unidad de Análisis Financiero dependiente del Ministerio de Hacienda, sin perjuicio de publicarlas en su página web.

Artículo 6º ter.- En el caso de las candidaturas a Presidente de la República, sea que se trate de elecciones primarias o generales según corresponda, junto con la declaración de ellas, los candidatos deberán presentar un programa en el cual se indicarán las principales acciones, iniciativas y proyectos que se pretenden desarrollar durante su gestión. De no hacerlo, el Servicio Electoral establecerá un plazo para que se acompañe, bajo apercibimiento de tener por no presentada la candidatura según lo señalado en el inciso segundo del artículo anterior. 

3.- En el artículo 30:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por los siguientes: 


“Artículo 30.- Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, todo evento o manifestación pública y la publicidad radial, escrita, en imágenes, en soportes audiovisuales u otros medios análogos, siempre que promueva a una o más personas o partidos políticos constituidos o en formación, con fines electorales. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral la difusión de ideas o de información sobre actos políticos realizados por personas naturales. Tampoco lo serán aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo, ni aquellas actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación.

Para los plebiscitos comunales la propaganda solo podrá comprender las materias sometidas a consideración de los vecinos.”.

b) Elimínase el inciso tercero.

c) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Las autoridades públicas que realicen inauguraciones de obras u otros eventos o ceremonias de carácter público, desde el sexagésimo día anterior a la elección deberán cursar invitación por escrito a tales eventos a todos los candidatos del respectivo territorio electoral. El incumplimiento de esta obligación será considerado una contravención al principio de probidad contemplado en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

d) Reemplázase su inciso cuarto por los siguientes:

“Las empresas periodísticas de prensa escrita y las radioemisoras podrán publicar o emitir la propaganda electoral que libremente contraten, pero no podrán discriminar en el cobro de las tarifas entre las distintas candidaturas o proposiciones, según se trate de elecciones o plebiscitos. La contratación de este tipo de propaganda sólo podrá suscribirse por el candidato, el partido político respectivo o los administradores electorales de unos y otros.

La propaganda electoral por medio de la prensa y radioemisoras solo podrá desarrollarse desde el sexagésimo hasta el tercer día anterior al de la elección o plebiscito, ambos días inclusive. Solo se podrá efectuar propaganda electoral en los medios de prensa o radioemisoras que, a más tardar diez días antes del inicio del período de propaganda, informen al Servicio Electoral de sus tarifas, en la forma establecida por éste, debiendo ser publicadas en la página web del respectivo medio y del Servicio Electoral. Los medios de prensa o radioemisoras podrán adecuar oportunamente y con la debida antelación dichas tarifas, debiendo informar de ello al Servicio Electoral.”.

e) Suprímese su inciso final.

4.- En el artículo 31:

a) Intercálase el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando los actuales séptimo y octavo a ser incisos octavo y noveno, respectivamente:

“La propaganda señalada en los incisos anteriores deberá ser transmitida desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior a la elección o plebiscito, ambos días inclusive.”.

b) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Se prohíbe la propaganda electoral en cinematógrafos y salas de exhibición de videos.”.

5.- En el artículo 31 bis: 

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 31 bis.- Tratándose de las concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva abierta, la distribución del tiempo a que se refieren los incisos cuarto y quinto del artículo 31 la hará el Consejo Nacional de Televisión, previo informe del Servicio Electoral. Para tal efecto, dicho Consejo tendrá el plazo de diez días contado desde la fecha en que las candidaturas queden inscritas en el Registro Especial a que se refiere al artículo 19.”.

b) En su inciso segundo, sustitúyese la frase “inciso sexto del artículo anterior” por “inciso sexto del artículo 31” y elimínase la expresión “Radio y” las dos veces que aparece. 

c) Suprímese la expresión “Radio y” en su inciso tercero.

6.- Agrégase el siguiente artículo 31 ter:

“Artículo 31 ter.- Durante el plazo señalado en el inciso sexto del artículo 30, las radioemisoras deberán transmitir cada día, entre las 07:00 y las 22:00 horas, seis spots de no menos de treinta y no más de cuarenta segundos de duración con información electoral de utilidad para la ciudadanía, cuyo contenido determinará el Servicio Electoral, el que no podrá favorecer a ningún candidato o partido en particular.

Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a las radioemisoras que se rijan por la ley N°20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana.”.

7.- Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:


“Artículo 32.- Sólo podrá realizarse propaganda electoral en los espacios que, de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, puedan ser calificados como plazas, parques u otros espacios públicos y estén expresamente autorizados por el Servicio Electoral. Para ello, el Servicio Electoral requerirá una propuesta al Concejo Municipal respectivo, la que deberá ser aprobada en sesión pública especialmente convocada al efecto, por al menos dos tercios de sus miembros en ejercicio, y enviada al citado Servicio, a más tardar 200 días antes de la correspondiente elección o dentro de los quince días siguientes a la publicación del decreto de convocatoria a plebiscito. A falta de dicha propuesta, el Servicio Electoral procederá sin ella. Asimismo, el referido Servicio podrá requerir la información que estime necesaria a cualquier órgano público competente. Una vez que, con dichos antecedentes o sin ellos, se haya elaborado un listado o mapa con los lugares preseleccionados, los Directores Regionales del Servicio Electoral convocarán a una reunión a las directivas regionales de los partidos políticos legalmente constituidos en la respectiva región, con el objeto de informarles los lugares que preliminarmente han sido definidos en cada comuna, con el objeto que en la misma instancia o dentro de los tres días siguientes, puedan hacer llegar sus observaciones. El Servicio Electoral no estará obligado a considerarlas ni a pronunciarse sobre ellas.

Dicho Servicio regulará mediante instrucciones la distribución de los espacios públicos entre las distintas candidaturas y partidos políticos, velando por el uso equitativo de ellos y con el fin de no entorpecer el uso de estos espacios por la ciudadanía. En las referidas instrucciones, además, podrá determinar el máximo de elementos de propaganda permitidos para cada candidato o partido en una misma elección.

Noventa días antes de la fecha para efectuar la declaración de candidaturas o sesenta días después de la publicación del decreto de convocatoria del plebiscito, según corresponda, se publicará en el sitio electrónico del Servicio Electoral la nómina de las plazas y parques u otros lugares públicos autorizados para efectuar propaganda electoral. Además, el Servicio Electoral publicará un plano señalando los lugares indicados en la referida nómina.

En espacios públicos no podrá realizarse propaganda mediante carteles de gran tamaño, cuyas dimensiones superen los dos metros cuadrados.

Se podrá realizar propaganda por activistas o brigadistas en la vía pública, mediante el porte de banderas, lienzos u otros elementos no fijos que identifiquen la candidatura o la entrega de material impreso u otro tipo de objetos informativos.

En ningún caso podrá realizarse propaganda aérea mediante aeronaves o cualquier otro tipo de elementos de desplazamiento en el espacio aéreo.

Asimismo, estará prohibida toda clase de propaganda que, pese a ubicarse en lugar autorizado, destruya, modifique, altere o dañe de manera irreversible los bienes muebles o inmuebles que allí se encuentren.

Los respectivos alcaldes, de oficio, a solicitud de cualquier ciudadano o a requerimiento del Servicio Electoral, deberán retirar u ordenar el retiro de toda la propaganda electoral que se realice con infracción de lo dispuesto en este artículo, y estarán obligadas a repetir en contra de los candidatos, sean independientes o estén afiliados a partidos políticos, o en contra de estos últimos, según corresponda, por el monto de los costos en que hubieren incurrido. En este caso, previa certificación del Director del Servicio Electoral, que dará cuenta de la infracción cometida y de los gastos asociados al retiro de propaganda, los respectivos alcaldes harán efectivos los montos a repetir en los reembolsos que procedan en favor del candidato o partido, según corresponda, ante la Tesorería General de la República. Cuando los respectivos alcaldes infrinjan la obligación que establece este inciso o procedan de forma arbitraria al retiro de propaganda, el Servicio Electoral remitirá los antecedentes a la Contraloría General de la República para que ésta haga efectivas las responsabilidades administrativas que procedan. Sin perjuicio de lo anterior, cualquier particular podrá reclamar conforme al artículo 151 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, promulgado y publicado el año 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.

La propaganda electoral permitida en este artículo y en el siguiente únicamente podrá efectuarse desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive, con excepción de la contemplada en el inciso sexto, que podrá realizarse desde el sexagésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive. En caso de plebiscitos, desde el sexagésimo día hasta el tercero antes de la realización del mismo, ambos días inclusive.”.

8.- Agrégase el siguiente artículo 32 bis:


“Artículo 32 bis.- Podrá efectuarse propaganda en espacios privados mediante carteles, afiches o letreros, siempre que medie autorización escrita del propietario, poseedor o mero tenedor del inmueble en que se encuentra y que la dimensión de esta propaganda no supere los seis metros cuadrados totales. Copia de dicha autorización deberá ser enviada al Servicio Electoral por el candidato respectivo, hasta el tercer día después de instalada. La propaganda que se localice en espacios privados deberá ser declarada como gasto, la que será valorizada por el Servicio Electoral para los efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.

Se prohíbe realizar propaganda electoral en bienes de propiedad privada destinados a servicios públicos o localizados en bienes de uso público, tales como vehículos de transporte de pasajeros, paradas de transporte público, estaciones de ferrocarriles o de metro, o postes del alumbrado, del tendido eléctrico, telefónicos, de televisión u otros de similar naturaleza.

Las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos podrán exhibir en sus frontispicios carteles, afiches u otra propaganda electoral, considerándose hasta un máximo de cinco sedes en cada comuna.”.

9.- Incorpórase el siguiente artículo 32 ter, nuevo:

“Artículo 32 ter.- Solo se podrá divulgar resultados de encuestas de opinión pública referidas a preferencias electorales, hasta el décimo quinto día anterior al de la elección o plebiscito inclusive.”.

10.- Derógase el artículo 33.


11.- Agréganse los siguientes artículos 34 y 34 bis, nuevos:


“Artículo 34.- Los candidatos deberán llevar un registro de sus brigadistas, de sus sedes y de los vehículos que utilicen en sus campañas, de conformidad a las instrucciones generales que imparta el Servicio Electoral.


Se considerarán brigadistas las personas que realicen acciones de difusión o información en una campaña electoral determinada y reciban algún tipo de compensación económica.


Los candidatos, los jefes de campaña o las personas que estén a cargo de coordinar las labores de los brigadistas deberán denunciar los hechos que pudieren constituir delitos o faltas que involucren, de cualquier manera, a sus brigadistas, dentro de las 72 horas siguientes de haber tomado conocimiento de ellos.


Artículo 34 bis.- El candidato será subsidiariamente responsable de los daños dolosamente causados por actos delictuales de uno o más de sus brigadistas por actos de propaganda electoral. La responsabilidad de los brigadistas se determinará según las reglas generales.


El candidato podrá repetir en contra de los causantes del daño.

12.- Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35.- El Servicio Electoral en ejercicio de sus atribuciones podrá ordenar al alcalde respectivo retirar los elementos de propaganda que contravengan los artículos 30, 32 y 32 bis.

Cualquier persona podrá formular las denuncias que procedan, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.556 o directamente ante Carabineros de Chile, quienes deberán proceder a retirar o suprimir los elementos de propaganda que contravengan lo dispuesto en el artículo 32, debiendo informar de ello al Servicio Electoral. Asimismo, Carabineros de Chile podrá proceder de oficio a realizar dichos retiros.”.

13.- Intercálase en el inciso cuarto del artículo 55, a continuación de la palabra “ejemplares”, la siguiente frase “, uno impreso y otro en formato digital,”.

14.- Reemplázase en el inciso segundo del artículo 67, la referencia al “número 4°” por otra al “número 3) “.

15.- En el artículo 70:

a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “y, por último, el de Diputados” por la siguiente: “, el de Diputados y, por último, el de Consejeros Regionales”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “el comicio” por “los comicios”.

16.- Reemplázase en el numeral 3) del inciso primero del artículo 71, la palabra “cuaderno” por “Padrón de Mesa”.

17.- En el artículo 124:


a) Reemplázase la expresión “30 o 31, será sancionado con multa a beneficio municipal de veinte a cien” por “30, 31 bis, 31 ter y 32 ter será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a doscientas”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo:

“Además de las multas que procedan conforme a este artículo, el Servicio Electoral deberá publicar en su sitio electrónico las sanciones aplicadas.”.

18.- En el artículo 126: 

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 126.- El que hiciere propaganda electoral con infracción de lo dispuesto en los artículos 32 o 32 bis será sancionado con multa a beneficio municipal de diez a cien unidades tributarias mensuales.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El que hiciere propaganda electoral fuera de los plazos establecidos en los artículos 30, 31 y 32 o con infracción a lo dispuesto en el artículo 31 bis será sancionado con multa de veinte a doscientas unidades tributarias mensuales, a beneficio municipal, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 3° de la ley N° 19.884. Los gastos efectuados en dicha propaganda serán valorizados al doble de su precio para efectos de calcular el límite que establece el artículo 4° de la ley N° 19.884.”.

c) Reemplázase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero por el siguiente:

“Cualquier persona podrá concurrir ante el Director Regional del Servicio Electoral respectivo, a fin de que ordene el retiro o supresión de los elementos de propaganda a que se refiere el inciso anterior. La denuncia dará lugar al procedimiento sancionatorio que regula la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral. El Servicio Electoral habilitará un espacio en su sitio electrónico para recibir estas denuncias, las que deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 30 de la ley N°19.880, que Establece Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.

19.- En el artículo 144:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “en los artículos 124, 125, 126, 127, 138, 139 y 142” por la siguiente “en los artículos 138 y 139”.

b) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo anterior, el conocimiento de las infracciones sancionadas en los artículos 124, 125, 126 y 127, y en general la fiscalización de lo dispuesto en el párrafo 6º del Título I, corresponderá al Servicio Electoral, de conformidad a su ley orgánica.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral:

1.- En el inciso primero del artículo 2°:

a) Reemplázase, en el encabezamiento, la oración “se entenderá por gasto electoral todo desembolso en que se incurra para el financiamiento de los equipos, oficinas y servicios de los partidos políticos y candidatos,” por la siguiente: “se entenderá por gasto electoral todo desembolso o contribución avaluable en dinero, efectuado por el precandidato en lo que corresponda, el candidato, un partido político o un tercero en su favor,”.

b) Sustitúyese la letra a) por la siguiente:

“a) Todo evento o manifestación pública, propaganda y publicidad escrita, radial, audiovisual o en imágenes, dirigidos a promover a un candidato o partidos políticos, cualquiera sea el lugar, la forma y medio que se utilice. Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuestoen las normas del Párrafo 6° del Título I de la ley N° 18.700.”.

c) Reemplázase en la letra c) la palabra “Arrendamiento” por la frase “Derechos de uso o arrendamiento”.

d) Suprímese la letra g) , pasando las letras h) e i) a ser letras g) y h) , respectivamente.

e) Reemplázase la letra h) , que ha pasado a ser letra g) , por la siguiente:

“g) Gastos menores y frecuentes de campaña, tales como la alimentación de personas, mantención de vehículos o de las sedes u otros similares. Estos deberán ser declarados detalladamente y no podrán exceder el 10 % del límite total autorizado al candidato o partido político. Será responsabilidad del administrador electoral mantener la documentación de respaldo o justificarla debidamente en conformidad a la letra b) del artículo 31 de esta ley.”.

2.- En el artículo 3°, sustitúyese el inciso tercero por los siguientes:

“Entre los noventa y los doscientos días corridos anteriores a una elección, quienes aspiren a convertirse en candidatos a Presidente de la República podrán, de forma voluntaria, efectuar una declaración de precandidatura ante el Servicio Electoral, de conformidad al artículo 3° y al párrafo 3° del Título I de la ley N° 18.700. En dicha oportunidad, los precandidatos deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio contenida en el artículo 6° bis de la ley N° 18.700 y autorizar al Servicio Electoral la apertura de la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de esta ley.
En el período señalado en el inciso anterior, los precandidatos a Presidente de la República podrán percibir los aportes permitidos en los artículos 9° y 17 y efectuar gastos electorales. Los límites al gasto electoral que se aplicarán a los precandidatos serán equivalentes al 10% de los valores señalados en el artículo 4°, para la elección presidencial.
Cuando se declare la candidatura de un precandidato, éste continuará utilizando su cuenta bancaria electoral, conforme a las reglas generales que esta ley establece, y le serán aplicables los límites de gasto electoral que correspondan según el tipo de elección a que sea candidato en definitiva. Lo gastado durante el período de precandidatura será imputado a dicho límite, con un tope de veinticinco por ciento.

Los precandidatos cuyas candidaturas no sean declaradas en definitiva deberán presentar su cuenta general de ingresos y gastos ante el Servicio Electoral de acuerdo al tenor del artículo 41 y, con posterioridad, el Director procederá a cerrar la cuenta bancaria electoral. En este último caso, los aportes recibidos que no hubieren sido gastados por el precandidato deberán ser devueltos a los aportantes conforme al artículo 12, a prorrata de sus aportes.”.

3.- En el artículo 4°:

a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“Tratándose de candidaturas a senador, el límite de gasto no podrá exceder de la suma de mil quinientas unidades de fomento, más aquélla que resulte de multiplicar por dos centésimos de unidad de fomento los primeros doscientos mil electores, por quince milésimos de unidad de fomento los siguientes doscientos mil electores y por un centésimo de unidad de fomento los restantes electores en la respectiva circunscripción.”.

b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente: 

“Los candidatos a diputado no podrán exceder la suma de setecientas unidades de fomento, más aquélla que resulte de multiplicar por quince milésimos de unidad de fomento el número de electores en el respectivo distrito.”.

c) Reemplázase su inciso quinto por el siguiente:

“El límite de gasto de los candidatos a consejeros regionales no podrá exceder de la suma de trescientos cincuenta unidades de fomento, más aquella que resulte de multiplicar por un centésimo de unidad de fomento los primeros doscientos mil electores, por setenta y cinco diezmilésimos de unidad de fomento los siguientes doscientos mil y por cinco milésimos de unidad de fomento los restantes electores de la respectiva circunscripción provincial.”.

d) Sustitúyese en su inciso sexto la expresión “tres centésimos” por “quince milésimos”.

e) Intercálase en el inciso séptimo, a continuación de la locución “Diario Oficial”, la frase “y en el sitio web del Servicio”, y reemplázase la expresión “ciento veinte” por “doscientos”.

4.- En el inciso primero del artículo 5° bis:

1) Reemplázase en el literal a) , el guarismo “30” por “10”.

2) Sustitúyense en el literal b) , el guarismo “30” por “10” y el guarismo “50” por “25”.

3) Reemplázase en el literal c) , el guarismo “50” por “25”.

5.- En el artículo 9°:

a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes incisos primero, segundo y tercero:

“Artículo 9°.- Podrán efectuar aportes a campañas electorales las personas que hayan cumplido los 18 años de edad. No podrán efectuar aportes a candidato alguno o partido político los Consejeros del Servicio Electoral y sus funcionarios directivos, y las personas naturales que tengan nacionalidad extranjera y residan en el extranjero.

Ninguna persona podrá aportar en una misma elección y a un mismo candidato las siguientes sumas en las situaciones que se indican:

a) En el caso de candidatos a alcalde o concejal, una suma que exceda del diez por ciento del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna. Si dicho porcentaje excede las doscientas cincuenta unidades de fomento, el aporte no podrá superar esta suma.

b) Tratándose de candidatos a consejero regional, una suma que exceda de doscientas cincuenta unidades de fomento.

c) En el caso de candidatos a diputado o senador, una suma que exceda de trescientas quince unidades de fomento.

d) Tratándose de candidatos presidenciales, una suma que exceda de quinientas unidades de fomento.

La situación prevista en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento setenta y cinco unidades de fomento.


b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser quinto:


“El Servicio Electoral publicará, en la misma fecha que la ley determina para declarar candidaturas y precandidaturas, el máximo de aportes de origen privado permitido.”.


c) Sustitúyese el inciso tercero, que ha pasado a ser sexto, por el siguiente:


“Los aportes personales que los mismos candidatos efectúen en sus propias campañas no podrán ser superiores al veinticinco por ciento del gasto electoral permitido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4°. En el caso de las candidaturas a Presidente de la República dichos montos no podrán ser superiores al veinte por ciento del gasto electoral permitido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4°. En el caso de las candidaturas a concejales, dichos montos no podrán sobrepasar las cincuenta unidades de fomento o el veinticinco por ciento del límite de gasto autorizado, cuando este porcentaje sea equivalente a un monto inferior a cincuenta unidades de fomento. Con todo, deberán justificar fehacientemente su origen mediante la acreditación de la fuente de dichos aportes, tales como la venta u otro acto jurídico sobre bienes muebles o inmuebles, la suscripción de créditos, los giros en cuentas bancarias, la enajenación de títulos constitutivos de obligaciones en dinero y cualquiera otra alteración de su patrimonio personal destinada al financiamiento electoral. El monto total de aporte propio que se haya realizado, se determinará una vez descontados los reembolsos efectuados según lo dispuesto en el artículo 15.”.


d) Agrégase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser séptimo, a continuación de la palabra “electoral”, lo siguiente: “, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la comunicación del aporte. Transcurrido dicho plazo se entenderán aceptados”.

e) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Con todo, ninguna persona podrá efectuar en una misma elección de alcaldes o concejales aportes por una suma superior a mil unidades de fomento o superior a dos mil unidades de fomento tratándose de una elección de diputados, una elección de senadores, una elección de consejeros regionales o una elección presidencial.”.

6.- Elimínase el artículo 10.

7.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 13 bis, la expresión “tres centésimos” por “cuatro centésimos”. 

8.- En el artículo 14:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “multiplicado por el equivalente en pesos a diez milésimos de unidad de fomento.” por “multiplicado por el equivalente en pesos a veinte milésimos de unidad de fomento.”.

b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero:

“Ningún partido político podrá contratar servicios con empresas que hayan sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción de los derechos fundamentales del trabajador dentro de los dos años anteriores a la elección.

Del mismo modo, no podrán contratar con empresas sancionadas, dentro del mismo plazo señalado en el inciso anterior, por infracción del decreto ley N° 211, de 1973, que Fija Normas para la Defensa de la Libre Competencia, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.”.

9.- En el artículo 15:

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “tres centésimos” por “cuatro centésimos”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“No se procederá al reembolso que regula este artículo, respecto de los montos que estén en disputa, mientras existan procedimientos sancionatorios administrativos o penales pendientes en contra del candidato o del partido, o se hagan efectivos contra éstos los derechos de repetición que regula el artículo 32 de la ley N° 18.700. Una vez determinadas las multas mediante resolución o sentencia firme, la Tesorería General de la República las hará efectivas en los montos adeudados.”.

10.- Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:

“Artículo 16.- Todos los aportes a que se refiere el artículo 9° constarán por escrito, consignarán el nombre completo y número de cédula de identidad del aportante y deberán efectuarse únicamente a través del sistema de recepción de aportes del Servicio Electoral, por medio de transferencia electrónica o depósito bancario y, salvo aquellos señalados en el artículo siguiente, serán públicos.

Cada candidato y partido político, para recibir los aportes por medio del sistema aludido en el inciso anterior, deberá autorizar al Director del Servicio Electoral a abrir una cuenta bancaria única a su nombre y cargo, autorizando irrevocablemente a dicho Director a tomar conocimiento, en cualquier momento y a su solo requerimiento, de todos y cada uno de los movimientos que esta cuenta registre, de conformidad a lo señalado en inciso primero del artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican. Esta cuenta tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña canalizados a través del Servicio Electoral, mediante el sistema de recepción de aportes y, con cargo a tales fondos, cubrir los gastos electorales.

Las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña solamente podrán recibir depósitos o transferencias efectuadas por el Servicio Electoral y no podrán tener líneas de crédito asociadas. Se incluyen entre los depósitos y transferencias los créditos contratados por los candidatos y los partidos políticos conforme al artículo 14 bis de esta ley, los que también serán canalizados por el Servicio Electoral a través del sistema de recepción de aportes.


Los fondos contenidos en las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña serán inembargables.


Los aportes que se efectúen mediante transferencias electrónicas se harán a la cuenta del Servicio Electoral, de acuerdo al sistema de recepción de aportes de dicho servicio. Tratándose de depósitos bancarios, deberán efectuarse en la cuenta del Servicio Electoral, de conformidad a las instrucciones que imparta dicho servicio y utilizando el formulario que para el efecto dispondrá este servicio, en el cual se deberá dejar constancia de la identificación de los aportantes, indicando su número de cédula de identidad, y de los destinatarios de tales aportes. El Servicio Electoral dispondrá los medios necesarios para resguardar que mediante su sistema de recepción de aportes se respeten las reglas y límites previstos en los artículos 9° y 17. Los aportes recibidos y acreditados por el Servicio Electoral deberán ser comunicados al candidato o partido político, según corresponda, señalando la identidad del aportante y el monto del aporte, dentro de los dos días hábiles siguientes a su recepción y acreditación.


El Director del Servicio Electoral deberá abstenerse de realizar movimientos en la cuenta bancaria única desde la presentación de la cuenta a que alude el artículo 41 y hasta la aprobación o rechazo definitivos de la misma, luego de lo cual el candidato o partido político deberá proceder al cierre de la cuenta bancaria única.”.


11.- Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:


“Artículo 17.- Los aportantes podrán solicitar al Servicio Electoral mantener sin publicidad su identidad, tratándose únicamente de aportes menores cuyo monto no supere cuarenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; veinte unidades de fomento para las candidaturas a senador y diputado; quince unidades de fomento para las candidaturas a alcalde y a consejero regional; y diez unidades de fomento para las candidaturas a concejal.


Estos aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante no podrán ser, en total, superiores a ciento veinte unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Asimismo, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de los aportantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 16, y les serán aplicables las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos y lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.


Ningún candidato o partido político, durante el período de campaña electoral, podrá recibir, por concepto de aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante, más del veinte por ciento del límite de gastos electorales definido en esta ley.


Con todo, los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.”.

12.- Elimínase el artículo 18.

13.- Suprímese el artículo 19.

14.- Derógase el artículo 20.

15.- En el artículo 21:

a) Reemplázanse los incisos primero a cuarto, por el siguiente:

“Artículo 21.- También serán públicos los aportes mensuales que reciban los partidos políticos fuera del período señalado en el artículo 3°.”.

b) Sustitúyese en el inciso quinto, que ha pasado a ser inciso segundo la frase “La recaudación de los aportes a que se refiere este artículo, y que no tengan carácter de reservados, se hará directamente al partido o a la entidad recaudadora, si la hubiera,” por la siguiente: “La recaudación de los aportes se hará directamente al partido,”.

c) Suprímese en el inciso sexto, que ha pasado a ser inciso tercero, las locuciones “, o la entidad recaudadora, en su caso,” y “y que deban ser públicas”.

16.- Reemplázase el artículo 21 bis por el siguiente:

“Artículo 21 bis.- Los ingresos que reciban los institutos de formación política inscritos por los partidos políticos ante el Servicio Electoral serán siempre públicos. Estos sólo podrán ser concedidos a dichos institutos, tanto por partidos políticos como por personas naturales. En el primer caso, deberá constar el detalle de los aportes en la cuenta mensual que los partidos deban rendir ante el Servicio Electoral, de conformidad al Título V de la ley N°18.603, orgánica constitucional sobre Partidos Políticos. En el segundo caso podrán aportar hasta veinte unidades de fomento mensuales y el instituto receptor de los aportes deberá informar al partido sobre la concesión de estos y su monto. El partido a cargo del instituto de formación política deberá informar al Servicio Electoral en un plazo de diez días hábiles contados desde la recepción de los aportes, y deberá rendirlos de conformidad a lo dispuesto en el Título V de la citada ley.”.

17.- Suprímese el artículo 22.

18.- Agrégase en el Párrafo 4° del Título II, en forma previa al artículo 25, el siguiente artículo 24 bis:

“Artículo 24 bis.- Se prohíbe a los precandidatos y candidatos efectuar, con ocasión de la campaña electoral, y fuera de lo dispuesto en el artículo 2°, erogaciones o donaciones en dinero, o en especies, en favor de organizaciones o de personas jurídicas o de personas naturales distintas de su cónyuge o parientes.”.

19.- Reemplázase el artículo 25 por el siguiente: 

“Artículo 25.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el título V de la ley N°18.603, así como en el párrafo 2° de este Título, los precandidatos, los candidatos y partidos políticos no podrán recibir, directa o indirectamente, aportes de campaña electoral de los órganos de la Administración del Estado, de las empresas del Estado, ni de aquellas en que este, sus empresas, sociedades o instituciones tengan participación.”.

20.- Sustitúyese el artículo 26 por el siguiente:

“Artículo 26.- No podrán efectuar aportes para campaña electoral las personas jurídicas, con excepción de los aportes que efectúen los partidos políticos y el Fisco, en la forma en que lo autoriza la ley.

Se considerará aporte todo desembolso o contribución avaluable en dinero y, tratándose de contratos onerosos, las diferencias manifiestas entre el valor de la contraprestación y el precio de mercado.
No se considerará aporte de personas jurídicas la facilitación gratuita de inmuebles de propiedad de personas jurídicas sin fines de lucro destinados habitual y gratuitamente a encuentros de la comunidad, para la realización de actividades propias de campaña. Este uso deberá ser autorizado por escrito por el representante legal de la entidad respectiva, debiendo enviarse copia de ésta al Servicio Electoral por el partido, candidato o sus administradores electorales.”.

21.- Agréganse en el artículo 27 los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:

“Del mismo modo, se prohíbe a los funcionarios públicos utilizar bases de datos o cualquier medio a que tengan acceso en virtud de su cargo para fines políticos electorales.

Los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores, Jefes Superiores de Servicio, Jefes de División, Jefes de Departamento, Directores Regionales de Servicios Nacionales, Alcaldes o Directores de Departamentos Municipales no podrán, con ocasión del ejercicio de su cargo, ordenar ni incentivar a los funcionarios bajo su dependencia a promover, por medio de aportes o de cualquier modo, a candidatos o campañas electorales.

Las infracciones a este artículo se considerarán una infracción grave al principio de probidad.”.

22.- Agrégase en el artículo 27 A, el siguiente inciso final, nuevo:

“Tratándose de personas jurídicas, serán sancionadas con multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado.”.

23.- Agrégase, a continuación del artículo 27 A, el siguiente artículo 27 bis:


“Artículo 27 bis.- El que otorgue u obtenga aportes para candidaturas o partidos políticos, de aquellos regulados por esta ley y por la ley N° 18.603, cuyo monto excediere en un cuarenta por ciento lo permitido por la ley, sea de manera individual o en el conjunto de los aportes permitidos, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa equivalente al triple de lo otorgado u obtenido.

Tratándose de aportes otorgados u obtenidos por o de una persona jurídica, con infracción a lo que dispone el artículo 26, se impondrá la pena señalada en el inciso anterior, sin importar el monto del aporte, aplicándose lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 58 del Código Procesal Penal. No obstante, excepcionalmente y siempre que se trate de aportes aislados en los que no hay habitualidad y cuyo monto global sea inferior a cincuenta unidades de fomento, el Servicio Electoral podrá no presentar denuncia o querella respecto de tales hechos, sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda.

El ofrecimiento o la solicitud de los aportes sancionados por los incisos anteriores serán castigados con multa equivalente al doble de lo ofrecido o solicitado.

El que utilice los aportes o fondos obtenidos del Fisco, en virtud de lo que prescribe la ley Nº 18.603, orgánica constitucional de los partidos políticos, en una finalidad distinta a la cual están destinados, será castigado con presidio menor en su grado medio.”.

24.- Incorpóranse los siguientes artículos 27 ter y 27 quáter:

“Artículo 27 ter.- El administrador electoral, el administrador general electoral o el administrador general de fondos de un partido político que, a sabiendas, en sus rendiciones de cuentas al Servicio Electoral proporcione antecedentes falsos o certifique hechos falsos, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo.

Artículo 27 quáter.- Las investigaciones de los delitos descritos en los artículos 27 bis y 27 ter solo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de toda persona de denunciar dichas infracciones ante el mencionado Servicio.
Los juzgados de garantía y los tribunales del juicio oral en lo penal deberán remitir al Consejo Directivo del Servicio Electoral las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos previstos en la letra b) del artículo 28 bis de esta ley, en un plazo de cinco días hábiles desde que se encuentren en dicho estado.”.

25.- Agrégase, a continuación del artículo 28, el siguiente artículo 28 bis:

“Artículo 28 bis.- Se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, las siguientes:

a) Haber sobrepasado en un veinticinco por ciento el límite al gasto electoral permitido por esta ley, siempre que dicho porcentaje sea superior a cien unidades de fomento.

b) Resultar condenado por los delitos previstos en los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 27 bis; del artículo 27 ter y en el inciso primero del artículo 137 de la ley 
N° 18.700.

Corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral determinar que se ha verificado la infracción señalada en la letra a) precedente.

Cuando el Consejo Directivo determine que se ha verificado una infracción grave, deberá remitir su resolución y los antecedentes al Tribunal Calificador de Elecciones para los efectos previstos en los artículos 60 y 125 de la Constitución Política de la República. Con este mismo objeto, el Consejo Directivo del Servicio Electoral remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos referidos en la letra b) del inciso primero, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que tome conocimiento de ellas.

El Tribunal Calificador de Elecciones conocerá de estas infracciones graves a través de un procedimiento racional y justo, regulado en la forma que establece la ley N° 18.460, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de los 10 días hábiles siguientes.”.

26.- Agrégase en el artículo 33 la siguiente letra e) :

“e) Velar porque todo gasto efectuado en la campaña electoral sea publicado en el sitio electrónico que deberá llevar al efecto cada partido político.”.

27.- Intercálase en el inciso primero del artículo 34, a continuación de la frase “no podrán ejercer ninguno de estos cargos quienes”, la expresión “hayan sido condenados por delitos tributarios o contra la fe pública, o”.

28.- En el inciso primero del artículo 37:

a) Intercálase, a continuación de la palabra “renuncia”, la frase “notificada al candidato e informada al Director del Servicio Electoral”.

b) Suprímese el punto (.) que aparece luego del vocablo “ley”.”.

29.- Agrégase en el artículo 40 la siguiente oración final: “Este registro se encontrará a disposición del público en el sitio electrónico que para el efecto deberá llevar cada partido.”.

30.- Reemplázanse, en el artículo 42, las cuatro primeras oraciones por las siguientes: “El Director del Servicio Electoral se pronunciará respecto de la cuenta de ingresos y gastos electorales dentro de los cuarenta y cinco días siguientes de expirado el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo anterior. Tratándose de los actos eleccionarios regulados por la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, el plazo de análisis de la cuenta será de setenta y cinco días.”.

31.- En el artículo 43: 

a) Sustitúyese la expresión “de decimoquinto” por “del décimo”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior, y aun cuando no se haya recibido respuesta a las observaciones formuladas, el Director del Servicio Electoral resolverá la aprobación o el rechazo de la cuenta, dentro de los quince días siguientes.”.

32.- En el artículo 44:

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “carta certificada,” por “correo electrónico o carta certificada, en su caso,”.

b) Reemplázase, en el inciso tercero, la locución “al Administrador General Electoral o al Administrador Electoral, según el caso” por “al candidato que corresponda y su Administrador Electoral, quienes serán solidariamente responsables y al Administrador General Electoral, según el caso.

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“Con independencia del rechazo o aprobación de la cuenta, si los ingresos o gastos electorales inicialmente declarados difieren en más de un 20% de los estimados por el Servicio Electoral, y siempre que dicha diferencia sea superior a cien unidades de fomento, se aplicará una multa equivalente al quíntuple del monto que constituya dicha diferencia, sanción que será reclamable ante el Tribunal Calificador de Elecciones.”.

33.- Intercálase en el inciso primero del artículo 48, a continuación de la expresión “serán públicas y”, la expresión “se encontrarán disponibles en el sitio electrónico del Servicio. Además,”.

34.- Sustitúyese el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- Los procedimientos administrativos sancionatorios a que dé lugar la aplicación de esta ley se regirán por las reglas del procedimiento sancionatorio previsto en la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.”.

35.- Agrégase en el artículo 54 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“La acción penal de los delitos contemplados en la presente ley prescribe en dos años desde que se hubiere cometido el delito.”.

Artículo 3°.- Modifícase la ley N°18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, de la siguiente forma:

1.- Agrégase en el inciso primero del artículo 33 la siguiente oración final, pasando el punto aparte a ser punto seguido:

“El aporte máximo en dinero que cada persona natural podrá efectuar a partidos políticos, no estando afiliada a ellos, no podrá exceder de trescientas unidades de fomento al año. El aporte máximo en dinero que cada persona natural podrá efectuar a partidos políticos, estando afiliada a ellos, no podrá exceder de quinientas unidades de fomento al año. Los partidos políticos no podrán recibir aportes de cualquier naturaleza de personas jurídicas.”.

2.- Agrégase, a continuación del artículo 33, el siguiente, nuevo:


“Artículo 33 bis.- El Estado, a través del Servicio Electoral, otorgará a los partidos políticos aportes trimestrales que deberán ser destinados a la atención de los gastos de funcionamiento del partido, la adquisición o arrendamiento de bienes inmuebles, el pago de deudas, el desarrollo de actividades de formación cívica de los ciudadanos, la preparación de candidatos a cargos de elección popular, la formación de militantes, la elaboración de estudios que apoyen la labor política y programática, el diseño de políticas públicas, la difusión de sus principios e ideas, la investigación, el fomento a la participación femenina y de los jóvenes en la política y, en general, a las actividades contempladas en el artículo 2° de esta ley. Los estudios e informes que los partidos elaboren con cargo a estos fondos serán públicos, salvo que su publicidad, comunicación o conocimiento afecte las decisiones estratégicas que pudieren adoptar los partidos políticos.


Al menos un diez por ciento del total aportado a cada partido deberá utilizarse para fomentar la participación política de las mujeres.

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 34, los partidos políticos deberán constituir anualmente una provisión destinada a la contratación de auditorías externas.


Los partidos políticos, para acceder a los aportes referidos en el inciso primero, deberán cumplir con los siguientes requisitos:


i) Estar constituidos de conformidad a esta ley.


ii) Dar cumplimiento íntegro a las normas legales que regulan su funcionamiento y organización interna.

El aporte total a repartir para cada año estará constituido por el equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el número de votos válidamente emitidos en la última elección de diputados a favor de candidatos inscritos en algún partido político y de candidatos independientes asociados a algún partido, según lo señale en la declaración de candidatura respectiva, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3° bis de la ley N°18.700. Sin perjuicio de lo anterior, dicho aporte nunca podrá ser inferior a la cifra en pesos equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el cuarenta por ciento del total de personas con derecho a sufragio inscritas en el Padrón Electoral que haya utilizado el Servicio Electoral para la última elección de diputados, ni superior a la cifra en pesos equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el sesenta por ciento del referido total de personas. El resultado de este cálculo será dividido en cuatro partes iguales, a repartir trimestralmente en los meses de enero, abril, julio y octubre de cada año.

La distribución de cada monto trimestral se determinará según las siguientes reglas, cuyo cumplimiento será también verificado de manera trimestral:


a) El veinte por ciento del monto trimestral a repartir se distribuirá entre todos los partidos políticos que cumplan con los requisitos para optar al aporte, de manera proporcional al número de regiones en las que estén constituidos. En el caso de los partidos que estén constituidos en la totalidad de las regiones del país, se les distribuirá lo que correspondiere como si estuviesen constituidos en una región adicional.


b) El ochenta por ciento restante del referido monto trimestral se distribuirá sólo en favor de cada partido con representación parlamentaria y que cumpla con los requisitos para optar al aporte, a prorrata de los votos válidamente emitidos a su favor en la elección a que se refiere el inciso anterior.

Para impetrar el aporte establecido en la letra b) de este artículo, se observarán las siguientes reglas:


1. Si un parlamentario elegido como afiliado a un partido político que luego fue declarado disuelto o uno elegido como independiente no asociado a un partido político se afilia a alguno o concurre a la formación de uno nuevo, dicho partido podrá acceder al financiamiento establecido en esta letra, caso en el cual se computarán en su favor los votos obtenidos por el parlamentario. Estos votos sólo se contabilizarán para determinar el porcentaje de aporte que corresponde a cada partido.

2. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de él, se le restará al referido partido del total del aporte que recibe, el equivalente al cincuenta por ciento de los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos restantes correspondientes a estos votos no serán reasignados.

3. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de éste y se afiliare a otro partido, este último no aumentará el total del aporte que le correspondería recibir por los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario, mientras que al partido del cual se desafilió se le restará del total del aporte que recibe, el equivalente al cincuenta por ciento de los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos restantes correspondientes a estos votos no serán reasignados.

El Servicio Electoral no efectuará transferencias a los partidos que se encuentren en mora de pagar multas al Fisco, determinadas en un procedimiento administrativo sancionatorio, o sus cuentas o balances anuales no hayan sido aprobadas por el mismo Servicio. Una vez pagadas las multas por el partido o aprobadas sus cuentas, el Servicio Electoral procederá al pago de los montos que fueron retenidos. Con todo, los montos que correspondan a cada partido sólo podrán retenerse por tres trimestres, luego de lo cual, si el partido no ha cumplido, no serán distribuidos.

Si al término del año calendario el partido no justificare los gastos para los cuales destinó los recursos obtenidos por el aporte, el Servicio Electoral deberá fijar un plazo fatal para dicho propósito, el que vencido sin que se realice el trámite, obligará al partido a restituir los fondos no justificados. En caso que existieren remanentes sin utilizar, y sin perjuicio del cumplimiento efectivo de lo dispuesto en el inciso segundo, estos podrán ser traspasados a ejercicios presupuestarios de años posteriores, informando de ello al Servicio Electoral.


En el caso que el partido no haya cumplido con el porcentaje de gasto mínimo establecido en el inciso segundo, le será descontado de sus respectivos aportes del año siguiente un monto equivalente a lo que faltare para cumplir el referido mínimo.


Para todos los efectos de este artículo, el valor de la unidad de fomento será el vigente al de la fecha del cálculo anual del total del aporte.

En caso que el Estado no repartiera todos los fondos disponibles, los excesos no serán distribuidos.”.

3.- En el artículo 34:

a) Intercálase a continuación del primer inciso, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“Deberán llevar contabilidad separada de los fondos públicos y de los aportes privados que reciban y mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, el informe mensual de sus ingresos y gastos, actualizados trimestralmente, desglosado, al menos, en las siguientes categorías:

a) Cuantía global de las cuotas y aportes de sus afiliados.

b) Rendimientos procedentes de su propio patrimonio.

c) Ingresos procedentes de los aportes de personas naturales.

d) Aportes estatales regulados en esta ley.

e) Rendimientos procedentes de las actividades del partido.

f) Gastos de personal.

g) Gastos de adquisición de bienes y servicios o gastos corrientes.

h) Gastos financieros por préstamos, distinguiendo entre préstamos de corto y largo plazo.

i) Otros gastos de administración.

j) Gastos de actividades de investigación.

k) Gastos de actividades de educación cívica.

l) Gastos de actividades de fomento a la participación femenina.

m) Gastos de actividades de fomento a la participación de los jóvenes.

n) Créditos, distinguiendo entre créditos de corto y largo plazo, inversiones y valores de operaciones de capital.

ñ) Gastos de las actividades de preparación de candidatos a cargos de elección popular.

o) Gastos de las actividades de formación de militantes.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Además, los partidos políticos que reciban aportes conforme al artículo 33 bis deberán contratar auditorías externas. Dichas contrataciones sólo podrán celebrarse con empresas que consten en los registros de la Superintendencia de Valores y Seguros, conforme a instrucciones del Servicio Electoral.”.

4.- Agrégase el siguiente artículo 34 bis:
“Artículo 34 bis.- Para efectos de recibir el aporte fiscal, todo partido político beneficiario de este deberá presentar al Servicio Electoral la individualización de la cuenta corriente bancaria única y oficial del partido político en la cual se traspasarán los fondos y se supervisarán sus otros movimientos de conformidad a la ley.”.

5.- Incorpórase el siguiente artículo 34 ter:


“Artículo 34 ter.- Para optar al aporte público que establece esta ley, todo partido político deberá nombrar un profesional en calidad de Administrador General de los Fondos, con domicilio en Chile, quien será colaborador directo de la Directiva Central, en el cumplimiento de las normas y procedimientos internos. Será, además, responsable en conformidad a las normas generales por el uso indebido de los fondos que el Estado entregue al partido, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan afectar al personal a su cargo o a otras personas que hayan vulnerado la correcta utilización de dichos fondos. Este Administrador deberá contar con un título técnico o profesional de una carrera de al menos ocho semestres de duración.

Son obligaciones del Administrador General de los Fondos de un partido las siguientes:

a) Llevar la contabilidad detallada de todo ingreso y egreso de fondos, con indicación del origen y destino, la fecha de la operación y el nombre y domicilio de las personas intervinientes. La documentación de respaldo deberá conservarse durante cinco años.

b) Presentar a los organismos de control la información requerida por esta ley.

c) Reintegrar los aportes que reciba del Estado, en conformidad a esta ley.

d) Efectuar todos los gastos con cargo a la cuenta única correspondiente del partido.

Además, en periodo de campaña, el Administrador General de los Fondos de un partido podrá ser designado Administrador General Electoral y cumplir con las funciones descritas en el artículo 33 de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.”.

6.- Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35.- Los partidos políticos practicarán un balance anual y remitirán un ejemplar al Servicio Electoral. Si el Servicio estimare necesario formular aclaraciones, requerirá al partido las informaciones y antecedentes del caso, el que los proporcionará en el plazo que fije el Servicio, sin perjuicio de sus facultades inspectivas.

El Servicio podrá rechazar el balance cuando no se ajuste a las anotaciones de los libros o contengaerrores u omisiones manifiestos. En caso de no existir objeciones o si estas fueren subsanadas, el Servicioordenará publicar el balance en el Diario Oficial, a costa del partido.

La resolución del Servicio Electoral que rechace el balance será impugnable ante el órgano que corresponda, según las reglas generales.”.

7.- En el artículo 43:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la locución “de oficio o a petición de cualquier ciudadano” por la frase “, previa resolución del Consejo Directivo del Servicio Electoral que así lo disponga”.

b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “Asimismo, en” por la preposición “En” y elimínase la locución “de oficio”.

8.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 56:

“Sin perjuicio de lo anterior, las sanciones de multa a que se refieren los artículos 50 y 51 y, en general, las que correspondan a la inobservancia del título V de esta ley, serán impuestas por el Servicio Electoral, según su ley orgánica. No obstante, cuando la sanción aplicable corresponda a la suspensión o disolución del partido o inhabilidad para ocupar cargos directivos de un partido político, se estará a lo dispuesto en este artículo.”.

Artículo 4°.- Derógase el Título II de la ley N°19.885, que Incentiva y Norma el Buen Uso de Donaciones que dan Origen a Beneficios Tributarios y los Extiende a Otros Fines Sociales y Públicos.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:

1.- Reemplázase el inciso primero del artículo 57 por el siguiente:

“Artículo 57.- El Servicio Electoral es un organismo autónomo de rango constitucional, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto será cumplir con las funciones que le señale la ley. Su domicilio será la capital de la República.”.

2.- Sustitúyese el artículo 58 por el siguiente:

“Artículo 58.- El Servicio Electoral estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República únicamente en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos. Las contrataciones y nombramientos de su personal serán enviadas a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.

Los actos del Servicio Electoral no están afectos al trámite de toma de razón.”.

3.- Reemplázase el artículo 60 por el siguiente:

“Artículo 60.- El Servicio Electoral tendrá por objeto:

1) Administrar, supervigilar y fiscalizar el proceso de inscripción electoral, la elaboración y actualización de los padrones electorales y el acto electoral.

2) Supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre campañas electorales y su financiamiento.

3) Supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas que regulen las actividades propias y ámbitos de acción de los partidos políticos, con pleno respeto por la autonomía de éstos y su financiamiento.

4) Las demás materias que ésta u otras leyes establezcan.

Al Servicio Electoral le serán aplicables las normas del Título IV del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

4.- Sustitúyese el artículo 61 por el siguiente:

“Artículo 61.- Los órganos de dirección del Servicio Electoral serán el Consejo Directivo y su Director. Al Consejo Directivo corresponderá la dirección superior del Servicio.

Al Director del Servicio le corresponderá la dirección administrativa y técnica del mismo.”.

5.- En el artículo 62:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por el siguiente:

“Artículo 62.- El Consejo Directivo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Luego de recibida la propuesta del Presidente de la República, se realizará una audiencia pública de presentación del candidato a consejero ante la Comisión del Senado que corresponda.”.

b) Agrégase en el inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, la siguiente oración final: “La representación del Consejo en eventos protocolares nacionales e internacionales, así como en las gestiones que se desarrollen ante cualquier entidad extranjera, le corresponderá al Presidente del Consejo o a quien, en subsidio, determine el Consejo.”.

c) Suprímese en el inciso quinto, que ha pasado a ser cuarto, la frase “de conformidad con el inciso primero,”.

d) Agrégase, a continuación del inciso sexto, que ha pasado a ser quinto, el siguiente inciso final:

“Corresponderá al Presidente del Consejo comunicar los acuerdos que adopte dicha instancia sobre las materias de su competencia, al Director del Servicio, al Tribunal Calificador de Elecciones y a los Tribunales Electorales Regionales, según corresponda.”.

6.- Sustitúyese en el inciso final del artículo 63, la frase “en sala legalmente constituida” por la siguiente “en sesiones ordinarias o extraordinarias, de conformidad a la ley”.

7.- Elimínase el inciso primero del artículo 64.

8.- En el artículo 65:

a) Modifícase el inciso primero de la siguiente manera:

i) Intercálase en el literal c) , a continuación de la palabra “Renuncia”, la frase “por razones fundadas”.

ii) Sustitúyese en el literal f) las frases “Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero. Serán faltas graves”, por las siguientes: “Mal comportamiento o negligencia manifiesta en el cumplimiento de las obligaciones como consejero. Se entenderá como mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones,”.

iii) Agrégase el siguiente literal g) :

“g) Infracción grave a la Constitución o las leyes”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la primera oración por las siguientes: “La existencia de las causales establecidas en las letras d) , e) , f) y g) serán declaradas por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto, y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.”.

c) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “el Tribunal” por “la Corte Suprema”.

9.- En el artículo 66:

a) Reemplázase en el inciso cuarto la locución “una vez y no más de tres veces” por la siguiente: “cuatro veces”.

b) Sustitúyese el inciso sexto por el siguiente:

“Los acuerdos requerirán del voto favorable de la mayoría de sus miembros presentes.”.

c) Reemplázase en el inciso séptimo la palabra “tomar” por “adoptar” y la expresión “letra h) “ por “letra g) “.

d) Modifícase el inciso octavo de la siguiente manera:

i) Intercálase, a continuación de la expresión “de otra persona”, la frase “, o lo tengan su cónyuge, conviviente civil, hijos o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad”.

ii) Reemplázase la locución “o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad,” por la frase “, conviviente civil, hijos o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad,”.

iii) Suprímese la expresión “, de un 10% o más de su capital”.

e) Intercálase el siguiente inciso noveno, nuevo, pasando el actual noveno a ser décimo:

“Los consejeros deberán abstenerse de intervenir, en razón de sus funciones, en asuntos en que se tenga interés personal o en que lo tengan el cónyuge, conviviente civil, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Asimismo, deberán abstenerse de participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.

10.- En el artículo 67:

a) Reemplázase en el encabezado la palabra “Consejo” por “Consejo Directivo del Servicio Electoral”.

b) Suprímese en el literal b) la frase “y adoptar las medidas necesarias para asegurar su normal funcionamiento”.

c) Suprímese en el literal d) , la expresión “y del Subdirector”.

d) Elimínase el literal e) , pasando los actuales literales f) , g) y h) a ser letras e) , f) y g) , respectivamente.

e) Reemplázase en el literal f) , que ha pasado a ser letra e) , la expresión “la Nómina”, por “las Nóminas”.

f) Sustitúyese en la letra h) , que ha pasado a ser literal g) , la frase “Designar y remover al Director y Subdirector del Servicio Electoral” por “Designar y remover al Director del Servicio Electoral, conforme a lo dispuesto en el artículo 68”.

g) Agréganse los siguientes literales h) , i) , j) k) , y l) nuevos, pasando el actual literal i) a ser letra ll) :

“h) Dictar normas e instrucciones acerca de la aplicación de las disposiciones electorales, de partidos políticos y de control del gasto electoral, especialmente aquellas que correspondan a la aplicación de las leyes números 18.700, 18.603 y 19.884 que deban aplicarse en Chile o en el extranjero, según corresponda. La normativa y las resoluciones que emanen de este Consejo serán obligatorias y deberán ser sistematizadas a fin de facilitar el acceso y conocimiento de las mismas por el público en general. Esta facultad no obsta a lo establecido en el artículo 61 de la ley N° 18.603.

i) Aprobar las políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.

j) Pronunciarse sobre la infracción señalada en la letra a) del artículo 28 bis de la ley 
N° 19.884.

k) Requerir el pronunciamiento del Tribunal Calificador de Elecciones en los casos en que la ley lo ordene.

l) Contribuir al desarrollo de la vida democrática del país, fomentando la educación cívica electoral de los ciudadanos.”.

11.- En el artículo 68:

a) Intercálase en el encabezamiento, a continuación de la palabra “funciones”, la expresión “y atribuciones”.

b) Elimínase en el literal c) , la frase “, previo acuerdo del Consejo Directivo”.

c) Agrégase en el literal d) , la siguiente oración final: “Asimismo, el Director del Servicio propondrá para su aprobación al Consejo el aumento de presupuesto para la contratación del personal transitorio necesario para los procesos electorales.”.

d) Reemplázase el literal e) , por el siguiente:
“e) Ejecutar los actos, dictar las resoluciones y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Servicio, tales como, contratar bienes y servicios para el cumplimiento de sus funciones.”.

e) Agrégase en el literal f) , a continuación de la palabra “Servicio”, la siguiente frase “, salvo la dictación de la resolución final de procedimientos sancionatorios”.

f) Suprímese el literal h) , pasando los actuales literales i) y j) a ser letras h) e i) , respectivamente.

g) Reemplázase los actuales literales k) , l) , m) y n) por las siguientes letras j) , k) , l) , m) , n) , ñ) , o) , p) , q) , r) , s) , t) y u) :

“j) Designar y remover a los Subdirectores de conformidad a las normas del Título VI de la ley N° 19.882. 

k) Proponer para su aprobación al Consejo Directivo el presupuesto del Servicio. 

l) Proponer al Consejo Directivo del Servicio Electoral los miembros de las Juntas Electorales.

m) Proponer al Consejo Directivo los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados a los que se refiere la ley.

n) Proponer al Consejo Directivo, con la colaboración de los Subdirectores, las normas e instrucciones de carácter general que disponga el Párrafo 6°, Título I de la ley N° 18.700, la ley N° 18.603, la ley N° 19.884 y aquellas políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.

ñ) Supervigilar y fiscalizar a las Juntas Electorales establecidas en la ley N° 18.700 y velar por el cumplimiento de las normas electorales, debiendo denunciar ante la autoridad que corresponda a las personas que las infringieren, sin perjuicio de la acción pública o popular que fuere procedente.

o) Informar al Consejo Directivo del Servicio, plena y documentadamente, sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio.

p) Requerir personalmente o a través de los Subdirectores, los antecedentes necesarios de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.

q) Disponer, para la fiscalización o investigación de las materias de competencia del Servicio Electoral, la citación o el requerimiento de antecedentes a candidatos, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores generales de fondos de partidos políticos y miembros de las directivas centrales de partidos políticos; y el ingreso a los domicilios registrados ante el servicio electoral por aquellas personas y a las sedes oficiales de candidatos y partidos políticos.

Si de la investigación resultare fundamental el acceso a cuentas corrientes de las personas mencionadas en el párrafo anterior o el ingreso a sus domicilios particulares, deberá siempre requerir el consentimiento del afectado o la autorización judicial correspondiente.

r) Resolver los procedimientos administrativos que esta ley establece, y aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en esta ley.

s) Elevar al Consejo Directivo los antecedentes respecto de infracciones graves a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

t) Disponer la publicación en el sitio web institucional de todas aquellas resoluciones, instrucciones o normas de carácter general que el Servicio dicte.

u) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes y ejecutar las normas e instrucciones de general aplicación que dicte el Consejo.”.

h) Agrégase los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto:

“El Director del Servicio Electoral durará cinco años en su cargo, pudiendo ser renovado hasta por dos períodos consecutivos. Cesará en su cargo por las siguientes causales:

1) Expiración del plazo por el que fue nombrado.

2) Haber cumplido los 75 años de edad.

3) Renuncia voluntaria, aceptada por el Consejo Directivo del Servicio Electoral.

4) Incapacidad síquica o física sobreviniente para el desempeño del cargo.

5) Inhabilidad sobreviniente.

6) Incumplimiento grave de sus obligaciones.

Las causales señaladas en los números 3) , 4) , 5) y 6) serán declaradas por el Consejo Directivo del Servicio Electoral, previa audiencia del Director afectado.

Cuando el Director cese en su cargo por expiración del plazo por el que fue nombrado, tendrá derecho a la indemnización que señala el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El Director del Servicio Electoral estará afecto a los Párrafos 5° y 6° del Título VI de la ley N° 19.882. En este caso, el convenio de desempeño será celebrado entre el Consejo Directivo y el Director del Servicio Electoral y tendrá una duración de cinco años. Corresponderá al Consejo determinar el grado de cumplimiento de los objetivos acordados.”.

12.- Reemplázase el artículo 69 por el siguiente:

“Artículo 69.- La Dirección del Servicio contará con tres Subdirecciones que serán sus colaboradoras inmediatas y tendrán las funciones y atribuciones que se indican en los Párrafos 4°, 5° y 6° de este Título.

Los Subdirectores deberán informar al Director del Servicio, dentro de las 48 horas siguientes desde que tomen conocimiento de toda información o antecedente que corresponda fiscalizar o supervisar respecto de otro organismo o servicio de la administración del Estado.

Los Subdirectores estarán afectos al Título VI de la ley N° 19.882. Los perfiles de los cargos de Subdirector deberán ser aprobados por el Consejo del Servicio Electoral.

El Director del Servicio tendrá derecho a asistir a las sesiones del Consejo Directivo, con derecho a voz.”.

13.- Sustitúyese en el artículo 70, la expresión “al Subdirector” por “a los Subdirectores”.

14.- Intercálanse los siguientes Párrafos 4°, 5°, 6° y 7°, nuevos, pasando el actual Párrafo 4° a ser Párrafo 8°:

“Párrafo 4°

De la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral

Artículo 70 A.- Corresponderán a la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral, las siguientes funciones y atribuciones:

a) Administrar los Padrones Electorales, para lo cual deberá formar, mantener y actualizar el Registro Electoral.
b) Elaborar y presentar al Director una propuesta de los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados en los términos señalados en la ley.

c) Elaborar propuestas sobre el diseño e impresión de formularios y demás documentos que se utilicen en el proceso de formación y actualización del Registro Electoral, las que serán ordenadas y resueltas por el Director del Servicio.

d) Resolver las solicitudes de cambio de domicilio electoral y de acreditación de avecindamiento.

e) Recepcionar, ponerles cargo y otorgar recibo de las declaraciones de candidaturas que les presenten los partidos políticos, pactos electorales y candidatos independientes. Asimismo, recibir el retiro de candidaturas independientes.

f) Recepcionar los pactos electorales que los partidos políticos le presenten y recibir las comunicaciones referidas a los mismos.

g) Comunicar a las Juntas Electorales las designaciones de las personas y sus respectivos subrogantes que estarán a cargo de los trabajos electorales y de los nombramientos de apoderados, por cada distrito y circunscripción senatorial.

h) Proponer al Director la resolución que determine el número mínimo necesario de patrocinantes para candidaturas independientes.

i) Colaborar con el Director en el ejercicio de las facultades y atribuciones que la ley N° 18.700 le encomienda en lo relativo al acto electoral.

j) Determinar, para cada circunscripción electoral en el territorio nacional, los locales de votación en que funcionarán las mesas receptoras de sufragios. 

k) Determinar las características de la urna de conformidad a la ley.

l) Fiscalizar que los candidatos cumplan con la normativa electoral al inscribir sus candidaturas.

m) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a la normativa sobre votaciones populares y escrutinios.
n) Desempeñar las demás atribuciones que ésta u otras leyes le encomienden.

Párrafo 5°

De la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral

Artículo 70 B.- Corresponderán a la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral las siguientes funciones y atribuciones:

a) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de las normas sobre aportes y gastos electorales, campañas electorales y propaganda electoral.

b) Recepcionar, conocer y analizar las rendiciones de cuentas de campaña de los candidatos y los partidos políticos, y pronunciarse a su respecto, observándolas y proponiendo su aprobación o rechazo. Para lo anterior, podrá realizar y ordenar auditorías al estadofinanciero del candidato o del partido, con cargo a quien es objeto de la misma, según corresponda.

c) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a las normas de la ley N° 19.884 y al párrafo 6° del título I de la ley N° 18.700.

d) Mantener un sitio web que dé publicidad a la información relativa a los gastos, sean o no electorales, en que incurran los candidatos y los partidos políticos, así como del financiamiento de los mismos y de las demás materias que la ley dispone sean publicadas en dicha plataforma.

e) Disponer el diseño e impresión de libros, formularios y demás documentos que sean necesarios para el control de los ingresos y gastos electorales.

f) Proponer al Director del Servicio la contratación de personal necesario para el desarrollo de actos electorales y plebiscitarios.

g) Desempeñar las demás funciones que ésta u otras leyes le encomienden. 

Párrafo 6°

De la Subdirección de Partidos Políticos

Artículo 70 C.- Corresponderán a la Subdirección de Partidos Políticos las siguientes funciones y atribuciones:

a) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de la normativa sobre transparencia, elecciones internas, aportes y gastos de partidos políticos, y en general todas las obligaciones establecidas en la ley N° 18.603.

b) Supervisar el cumplimiento de lo establecido en los artículos 21 y 21 bis de la ley N° 19.884.

c) Recibir las oposiciones a la formación de partidos políticos y sustanciar dicho procedimiento de oposición de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.603.

d) Llevar el Registro de Partidos Políticos actualizado correspondiente a cada región, según lo disponga el Director.

e) Llevar el Registro general actualizado de los afiliados de los partidos políticos y recibir las renuncias de afiliación que le presenten.

f) Recibir en custodia las declaraciones de intereses y patrimonio que deban efectuar aquellos miembros de las Directivas de los Partidos que señale la ley y velar por el cumplimiento de las normas que las regulan.

g) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por los incumplimientos o infracciones a la normativa sobre partidos políticos.

h) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes.

Párrafo 7°

Del procedimiento administrativo sancionador

Artículo 70 D.- Los procedimientos administrativos a que dé lugar la aplicación de esta ley se sujetarán a las reglas de este artículo:

1.- Podrán iniciarse de oficio por la Subdirección competente o por denuncia fundada presentada por cualquier elector ante ella.
Las denuncias que se interpongan podrán ser formuladas por escrito ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o por medio del sitio web del Servicio Electoral. En todos los casos, las denuncias deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando la fecha de su comisión, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción y, en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor.

Sin embargo, la denuncia originará un procedimiento sancionatorio sólo si a juicio del Subdirector respectivo resulta seria, plausible y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se ordenará su archivo por resolución fundada, notificando de ello al interesado.

Declarada admisible la denuncia se procederá conforme al número 3 de este artículo.

2.- La Subdirección impulsará de oficio el procedimiento. Todos los antecedentes que se recaben, presentaciones que se formulen y actos administrativos que se dicten en el procedimiento tendrán carácter reservado hasta la notificación de la resolución final, salvo respecto del denunciante y de los sujetos en contra quienes se dirige la investigación, los que tendrán acceso al expediente desde el inicio del procedimiento.

3.- La instrucción de oficio del procedimiento se iniciará con la notificación al presunto infractor, mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral.

Dicha notificación contendrá una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida y el plazo para evacuar traslado.

4.- Las notificaciones se harán mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral. La notificación por carta certificada se entenderá practicada el tercer día hábil siguiente al de su despacho en la Oficina de Correos correspondiente.

5.- El sujeto cuya responsabilidad se investiga tendrá un plazo de diez días, contados desde la respectiva notificación, para contestar ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o por medio del sitio web del Servicio Electoral.

6.- Evacuado el traslado del presunto infractor o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Subdirección respectiva resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos no controvertidos que consten en el proceso o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días. Dicho plazo se ampliará, en el caso que corresponda, de acuerdo al artículo 26 de la ley N° 19.880. Los funcionarios fiscalizadores del Servicio aportarán pruebas en calidad de ministros de fe.

La Subdirección respectiva dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.

7.- Los hechos investigados y las responsabilidades a que éstos den lugar podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

8.- Cumplidos los trámites señalados en los numerales anteriores, el Subdirector correspondiente emitirá, dentro de cinco días, un informe en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar. Dicho informe deberá contener la individualización del o de los sujetos investigados; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, según corresponda, y la proposición al Director del Servicio Electoral de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución.

9.- Emitido el informe, el Subdirector correspondiente elevará los antecedentes al Director del Servicio Electoral, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.

No obstante lo establecido en el párrafo anterior y una vez recibido el informe del Subdirector, si el Director determina que existen antecedentes suficientes que pudieren configurar alguna de las infracciones graves señaladas en el artículo 28 bis de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral elevará dichos antecedentes al Consejo Directivo dentro del plazo de cinco días hábiles, para que éste resuelva. El Consejo Directivo tendrá el plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes para resolver.

En caso de que el Consejo Directivo resuelva que no se ha verificado una infracción grave devolverá los antecedentes al Director del Servicio Electoral, para que dicte resolución final, de conformidad al párrafo primero.

10.- De la resolución que pusiere fin a la instancia administrativa ante el Director del Servicio Electoral, podrá deducirse reclamación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro del plazo de quinto día contado desde su notificación. El expediente se remitirá a dicho Tribunal por el Servicio Electoral, a más tardar dentro de quinto día de interpuesta la reclamación. El Tribunal fallará de acuerdo al procedimiento que establezca para tal efecto, de conformidad al artículo 12 de la ley Nº 18.460.

11. Contra las resoluciones del Tribunal Calificador de Elecciones no procederá recurso alguno, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13 de la ley Nº 18.460.

12. La resolución que aplica la multa tendrá mérito ejecutivo.

Los plazos establecidos en este Párrafo 7° son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábados, los domingos y los festivos.

Artículo 70 E.- La multa será determinada por el Director del Servicio Electoral considerando la cantidad de infracciones cometidas por parte del infractor, su eventual reincidencia y la colaboración que haya prestado al Servicio antes o durante la fiscalización o investigación. El Consejo Directivo del Servicio Electoral determinará mediante instrucciones generales la forma en que deberán aplicarse estos criterios.

Si en una misma campaña electoral se iniciaren procedimientos sancionatorios por más de una infracción, respecto de un mismo sujeto, se acumularán tales procedimientos y se aplicará como sanción la suma de los montos de las multas a que dé lugar cada una de las infracciones constatadas.”.

15.- Incorpórase el siguiente artículo 76: 

“Artículo 76.- En los años en que se realicen elecciones o plebiscitos de conformidad a lo establecido en la ley N° 18.700, el Servicio Electoral consultará en los respectivos programas presupuestarios, recursos para la contratación de personal, según lo disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.”.

Artículo 6°.- Modifícase la ley N° 20.640, que Establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, en los siguientes términos:

a) Agrégase el siguiente artículo 6° bis:

“Artículo 6° bis.- Tratándose de las elecciones primarias reguladas en esta ley, solo podrá efectuarse propaganda electoral desde el trigésimo hasta el tercer día anterior al de la elección primaria respectiva, ambos días inclusive.”.

b) Incorpórase, en el artículo 42, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales inciso segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“En el caso de los candidatos presidenciales que no resulten nominados, pero que sean declarados candidatos en una elección distinta, continuarán utilizando su cuenta bancaria electoral, conforme a las reglas generales que establece la ley N° 19.884, y les serán aplicables los límites de gasto electoral que correspondan según el tipo de elección a que sea candidato en definitiva. Lo gastado durante el periodo de campaña de la elección primaria será imputado a dicho límite, con un tope de veinticinco por ciento.”.


Artículo 7°.- Elimínase, en el ARTÍCULO TRIGÉSIMO SEXTO de la ley N° 19.882, la expresión “Servicio Electoral,”.


Artículo 8°.- Modifícase la ley N° 18.583, orgánica constitucional que fija planta del Servicio Electoral, de la siguiente manera:

1.- En el artículo 1°:

a) Incorpórase, a continuación de la palabra “Director”, la frase “, Primer Nivel Jerárquico Título VI ley N°19.882.”.

b) En la planta de “Directivos afectos al Título VI de la ley N°19.882”:

i.- Reemplázase la expresión “Subdirector” por “Subdirectores”; 

ii.- Créanse dos nuevos cargos de Subdirectores, grado 2°, de la Escala Única de Sueldos, y

iii.- Créanse cinco nuevos cargos de Jefes de División, grado 3°, de la Escala Única de Sueldos.

c) En la planta de Profesionales:
Créanse los siguientes cargos en los grados que se indican de la Escala Única de Sueldos:

i.- Dos cargos en el grado 4°;

ii.- Dos cargos en el grado 5°;
iii.- Tres cargos en el grado 6°;
iv.- Seis cargos en el grado 7°;
v.- Seis cargos en el grado 8°;
vi. Seis cargos en el grado 9°,
vii.- Dos cargos en el grado 10°, y

viii.- Un cargo en el grado 11°.
d) En la planta de Técnicos:
Créanse los siguientes cargos en los grados que se indican de la Escala Única de Sueldos:

i.- Tres cargos en el grado 9°;

ii.- Tres cargos en el grado 10°;
iii.- Tres cargos en el grado 11°;

iv.- Cinco cargos en el grado 12°;
v.- Seis cargos en el grado 13°;
vi.- Siete cargos en el grado 14°, y

vii.- Siete cargos en el grado 15°.

e) En la planta de Administrativos:
Suprímense doce cargos grado 18°, de la Escala Única de Sueldos, una vez que éstos quedaren vacantes por cualquier causa.

f) En la planta de Auxiliares:
Suprímense seis cargos grado 22°, de la Escala Única de Sueldos, una vez que éstos quedaren vacantes por cualquier causa.

Las supresiones de cargos dispuestas en las plantas de Administrativos y Auxiliares se formalizarán mediante resolución del Director del Servicio Electoral visada por la Dirección de Presupuestos.

2.- En el artículo 1°A:

a) Reemplázase, en los requisitos para desempeñar el cargo de Jefe Superior del Servicio, la expresión “Abogado con más de diez años de título” por “Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, diez años”.


b) Sustitúyese, en los requisitos para desempeñar el cargo de Subdirector, la expresión “Abogado con más de diez años de título” por “Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, 10 años”.


c) En la planta de Profesionales:


i.- Incorpórase, a continuación del enunciado “Profesionales, grados 5°, 6° y 7°”, la expresión “, alternativamente:”.


ii.- Agrégase en los requisitos “Profesionales, grados 5°, 6° y 7°” previo a la palabra “Título”, el guarismo “i”.

iii.- Incorpórase el siguiente párrafo final, nuevo, que fija requisitos para desempeñar un cargo en los grados 5°, 6° y 7°:

“ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado.”.


iv.- Intercálase, a continuación del enunciado “Profesionales, grados 8° y 9°”, la expresión “, alternativamente:”.


v.- Agrégase en los requisitos “Profesionales, grados 8° y 9°” previo a la palabra “Título”, el guarismo “i”, y

vi.- Incorpórase el siguiente párrafo final nuevo, que fija requisitos para desempeñar cargos en los grados 8° y 9°:


“ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.”.


3.- Agréganse, los siguientes artículos 4°, 5°, 6°, 7° y 8° permanentes:


“Artículo 4°.- Al Servicio Electoral le será aplicable lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N°19.553, con excepción de sus letras d) , en cuanto a la suscripción de un convenio de desempeño; f) , en cuanto a la participación de un Ministerio, y g) , en cuanto a la visación de un acto administrativo por un Subsecretario, para los efectos del otorgamiento del incremento por desempeño colectivo a que se refiere la letra c) del artículo 3º de la citada ley.


Artículo 5°.- El Consejo Directivo del Servicio Electoral deberá efectuar una cuenta pública en el mes de mayo de cada año. Asimismo, pondrá en conocimiento de las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados que correspondan, la información relativa a la implementación de las leyes números 18.603, 19.884 y 18.700.


Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Director del Servicio Electoral deberá informar, en marzo de cada año, al Consejo acerca de las materias que éste solicite.

Artículo 6°.- Establécese una Asignación Electoral para el personal de planta y a contrata del Servicio Electoral, la que contendrá los siguientes componentes:

a) Un componente fijo, y

b) Un componente proporcional, que se regirá por las disposiciones del artículo 8° de esta ley. 

La asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

El personal que preste servicios por un período de tiempo inferior a un mes, tendrá derecho a que se le pague la asignación en proporción a los días completos efectivamente trabajados.

Artículo 7°.- El componente fijo a que se refiere la letra a) del artículo anterior de esta ley, ascenderá a $100.000 brutos mensuales.
Dicho monto se reajustará conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.

Artículo 8°.- El componente proporcional a que se refiere la letra b) del artículo 6° ascenderá a un 10% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:

a) Sueldo base; 

b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185;

c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185, y

d) Asignación del artículo 6° del decreto ley N° 1.770, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1977.”.


Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones de adecuación a los textos legales que se indican:


1) En la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


a) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 3°, la frase “Director del Servicio Electoral o el respectivo Director Regional del mismo Servicio, si lo hubiere,”, por “Servicio Electoral”. 


b) Suprímese, en los incisos sexto y séptimo del artículo 3° bis, la expresión “Director del”.


c) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 5°, la frase “Director del Servicio Electoral o el Director Regional respectivo”, por “Servicio Electoral”.


d) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 7° y en el inciso segundo del artículo 53, la expresión “Director del”.


2) En la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:


a) Reemplázase, en el inciso séptimo del artículo 4° y en el inciso tercero del artículo 14 bis, la expresión “Director del” por “Consejo Directivo del”.


b) Sustitúyese, en los incisos tercero y quinto del artículo 30, en el inciso segundo del artículo 32, en la letra c) del artículo 33 y en el inciso primero del artículo 41, la expresión “Director” por “Subdirector de Control del Gasto y Financiamiento Electoral”.


3) En la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos:


a) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 7°, la palabra “Director” por “Consejo Directivo”.


b) Elimínase la frase “Director del” en los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del artículo 10; en el artículo 11; en el inciso cuarto del artículo 18; en el inciso segundo del artículo 19, y en el artículo 20.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 34, la palabra “Director” por “Consejo Directivo”.


d) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 48, la expresión “Tribunal Calificador de Elecciones” por “Director del Servicio Electoral”.


e) Elimínase la frase “Director del” en los incisos primero y segundo del artículo 51, y reemplázase, en su inciso tercero, la palabra “Tribunal” por “Director del Servicio Electoral”.


f) Reemplázase, en el artículo 53, la palabra “Director” por “Subdirector de Partidos Políticos”.


g) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 55, las palabras “el Tribunal” por el vocablo “se”.


h) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 57, la frase “en única instancia y sin ulterior recurso, por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme al procedimiento señalado en el artículo precedente”, por la siguiente: “por el Servicio Electoral, de conformidad a su ley orgánica”.


i) Sustitúyese, en el artículo 59, la palabra “apelaciones” por “reclamaciones”.


j) Elimínase, en el artículo 61, la frase “ante el Director del Servicio Electoral y”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- A partir de los treinta días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, el Servicio Electoral deberá mantener actualizados los Registros de Afiliados de cada partido político. Se considerarán actualizados dichos registros una vez que sean eliminadas de ellos las personas que se encuentren afiliadas a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal y las que, conforme a la información contenida en el Registro Electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio.

Para efectos de lo anterior, los partidos deberán comunicar al Servicio Electoral, dentro de los tres primeros días hábiles de cada mes, las nuevas afiliaciones y desafiliaciones que por cualquier causa se produjeren dentro del mes anterior al informado.


Artículo segundo.- Los partidos políticos deberán reinscribir a sus afiliados en cada una de las regiones en que se encuentren constituidos, en el plazo de doce meses desde la publicación de esta ley. Transcurrido dicho plazo, el Registro de Afiliados de cada partido que constará ante el Servicio Electoral se compondrá exclusivamente por quienes se hubieren reinscrito conforme a este artículo y por los nuevos afiliados inscritos a partir del mes de agosto de 2014, de conformidad a lo dispuesto en la resolución N° 2381, del Servicio Electoral, de 28 de julio de 2014.


Esta reinscripción consistirá en la ratificación, por parte de los afiliados, de su voluntad de permanecer en tal calidad en el respectivo partido político, la que deberá efectuarse en forma personal e indelegable ante un ministro de fe y utilizando el formulario único que, para este fin, elaborará el Servicio Electoral dentro de los quince días corridos desde la publicación de la ley. Para efectos de este artículo, se considerarán ministros de fe los notarios, los funcionarios del Servicio Electoral que determine su Director y los oficiales del Servicio de Registro Civil e Identificación que determine su Director, ninguno de los cuales podrá cobrar por este servicio o negarse a recibir dicha ratificación. El Servicio Electoral tendrá por acreditado el cumplimiento de esta obligación mediante la recepción de las ratificaciones debidamente efectuadas en cada región y deberá establecer mecanismos electrónicos para que los afiliados ratifiquen su afiliación ante dicho Servicio de forma fidedigna.


Durante los doce meses en que se efectúe la reinscripción, y antes de que se configure el padrón actualizado a que alude el inciso primero, en las elecciones internas que desarrollen los partidos políticos sólo podrán votar quienes figuren en el Registro de Afiliados que conste ante el Servicio Electoral, determinado con al menos un mes de anterioridad a la elección y, en ningún caso con posterioridad a la inscripción de candidaturas. En tales elecciones, supervisadas por el Servicio Electoral, los partidos políticos podrán implementar procesos de reinscripción de afiliados que participen en una elección interna del partido político. Esta reinscripción deberá realizarse utilizando el formulario correspondiente y el Servicio Electoral establecerá las condiciones que aseguren el carácter personal e indelegable de la misma, incluyendo la exigencia de acompañar una fotocopia simple de la cédula nacional de identidad de cada afiliado.


Cualquier afiliado podrá solicitar, a la directiva de su partido o al Servicio Electoral, copia del Registro de Afiliados al partido político al que pertenece, el cual deberá contener el nombre completo de los afiliados, cédula nacional de identidad y su domicilio. El Servicio Electoral determinará la forma de verificar la vigencia de los datos personales de los afiliados y otorgará facilidades para su entrega a éstos. Los afiliados no podrán divulgar los datos personales del Registro ni utilizarlos con finalidades distintas al ejercicio de sus derechos como militantes. La infracción de esta prohibición será sancionada con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, de conformidad al artículo 392 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda en virtud de lo dispuesto en el Título V de la ley N° 19.628 sobre protección de la vida privada.


Durante los doce meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, los partidos políticos recibirán el total de los aportes que les correspondan según lo prescrito en el artículo 33 bis de la ley N° 18.603. Cumplidos estos doce meses, recibirán dicho aporte sólo respecto de las regiones en que su padrón de militantes, resultante luego del proceso de reinscripción, alcance el número de afiliados mínimo exigido en la ley para constituirse como partido en cada región. Con todo, en aquellas regiones donde esta exigencia sea inferior a las 500 personas, los partidos deberán acreditar como mínimo a 500 afiliados. A partir de la próxima elección de diputados, los partidos recibirán el aporte establecido en el artículo 33 bis mencionado, de conformidad a las reglas que ahí se disponen.


Los militantes que no se reinscribieren en virtud de este artículo quedarán suspendidos de sus derechos de afiliado al partido correspondiente y no serán contabilizados por el Servicio Electoral para efectos de determinar los mínimos que exige el artículo 42 de la ley 
N° 18.603.


Las normas sobre reinscripción no se aplicarán a los partidos políticos constituidos a partir del 5 de mayo de 2015 ni a los que se encuentren en proceso de formación a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante un decreto con fuerza de ley, el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes Nos.19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral; 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios; 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos; 18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral; 18.583, orgánica constitucional que Fija Planta del Servicio Electoral y modifica ley N°18.556, y 20.640, que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes.


Artículo cuarto.- El presupuesto del Servicio Electoral, como órgano autónomo, se conformará en la ley de presupuestos del año siguiente al de publicación de esta ley, creándose para ello, las Partidas, Capítulos y Programas que se requieran, como asimismo, la apertura de subtítulos, ítem, asignaciones y las glosas que sean pertinentes.


En el año de publicación de la presente ley y sólo para efectos presupuestarios, el Servicio Electoral continuará rigiéndose por la Partida presupuestaria 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


En caso de que la presente ley entrare en vigencia en una época que haga inaplicable lo señalado en el inciso primero de este artículo, el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, procederá a conformar para ese año presupuestario, el presupuesto del Servicio Electoral, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo quinto.- Los funcionarios que se encuentren desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública en el Servicio Electoral a la época de entrada en vigencia de la presente ley, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones del Título VI de la ley N°19.882 cuando cesen en ellos por cualquier causa. El Director del Servicio Electoral que se encuentre designado a la fecha de publicación de esta ley, seguirá afecto a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, y no regirá a su respecto lo dispuesto en los incisos segundo al quinto del artículo 68 de la ley N° 18.556, incorporados por medio del artículo 5° de la presente ley, salvo que opte por suscribir el convenio de desempeño que establece el inciso quinto antes señalado, caso en el cual la duración en el cargo se computará desde su designación en el mismo y la vigencia del convenio será por el período que le reste para completar cinco años en el cargo.


Artículo sexto.- Quien se encuentre desempeñando el cargo de Subdirector del Servicio Electoral en calidad de titular, a la época de entrada en vigencia de la presente ley, asumirá el cargo de Subdirector de la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral.

Artículo séptimo.- Tratándose de las elecciones primarias de alcaldes a efectuarse el año 2016, la nómina a que alude el inciso tercero del artículo 32 de la ley N° 18.700, contenido en el número 7 del artículo 1° de esta ley, deberá dictarse dentro de los primeros treinta días corridos contados desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo octavo.- Durante el año 2016, mientras no se encuentre implementado el sistema electrónico de recepción de aportes del Servicio Electoral, los aportes que tratan los artículos 9°, 16 y 17 de la ley N° 19.884, modificados por el artículo 2° de esta ley, se deberán efectuar mediante depósito bancario conforme a las instrucciones que al efecto imparta dicho Servicio.

Artículo noveno.- El sitio web de recepción de denuncias del Servicio Electoral a que alude el artículo 70 D de la ley N° 18.556, incorporado por el número 14 del artículo 5° de esta ley, deberá estar operativo el 25 de julio de 2016. Antes de la fecha señalada, las denuncias podrán efectuarse en los formularios que disponga materialmente el Servicio Electoral en cada una de sus sedes.

Artículo décimo.- La Asignación Electoral establecida en el artículo 6° de la ley N° 18.583, incorporado por el artículo 8° de esta ley, entrará en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.

Sin perjuicio de lo anterior, los componentes de la referida Asignación Electoral se sujetarán a la progresión que se indica para cada uno de los años que se señalan:

1) Desde la fecha de publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre del año de dicha publicación:

a) Componente fijo: $50.000 brutos mensuales.

b) Componente proporcional: 5%.

2) Desde el 1° de enero del año siguiente al de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de esa misma anualidad:

a) Componente fijo: $75.000 brutos mensuales.

b) Componente proporcional: 7,5%.

3) A contar del 1° de enero del año subsiguiente al de la publicación de la presente ley:

a) Componente fijo: $100.000 brutos mensuales.

b) Componente proporcional: 10%.

Asimismo, el componente fijo de la Asignación Electoral establecida en el artículo 8° de la presente ley sólo se reajustará a contar del mes de diciembre del año subsiguiente al de la publicación de la presente ley.

Artículo undécimo.- Los parlamentarios en ejercicio a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, que hayan sido elegidos como independientes en pacto con uno o más partidos políticos serán considerados como independientes asociados a un partido político para efectos del artículo 33 bis de la ley N° 18.603, a que se refiere el número 2 del artículo 3° de esta ley.

Artículo duodécimo.- El primer aporte trimestral a que alude el artículo 33 bis de la ley N° 18.603, a que se refiere el número 2 del artículo 3° de esta ley, correspondiente al mes de enero del año 2016, se entregará dentro de los 15 días siguientes a la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo décimo tercero.- Los gastos que irrogue esta ley en su primer año presupuestario de aplicación se financiarán con los recursos consultados en la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, se podrán suplementar con recursos provenientes de la Partida 50 Tesoro Público. Para los años siguientes, será financiado en la respectiva ley de Presupuestos del Sector Público.

Durante el mismo período a que se refiere el inciso anterior, increméntase en 38 cupos la dotación máxima de personal vigente del Servicio Electoral.”.

-o-

Acordado en sesión celebrada el 26 de enero de 2016, con asistencia de los Diputados señores Auth, Chahin, Monckeberg, don Cristián, Soto y Squella y de los Senadores señores García Ruminot (reemplazado por el Senador señor Baldo Prokurica Prokurica), Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Valparaíso, a 26 de enero de 2016.

(Fdo.) : PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR, Secretaria de la Comisión Mixta.”
9. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Urrutia, don Osvaldo; Chávez; Gutiérrez, don Romilio; Norambuena, y Pilowsky, que “Modifica la
ley General de Servicios Sanitarios, para exigir a las empresas prestadoras de servicios sanitarios el otorgamiento de garantías a los municipios por obras de instalación de infraestructura sanitaria”. (boletín N° 10547-09) 
“La Ley General de Servicios Sanitarios establece en su artículo 9 bis que “Las concesiones para establecer, construir y explotar servicios públicos destinados a producir agua potable, distribuir agua potable,recolectar aguas servidas, y disponer aguas servidas, otorgan derecho a usar, a título gratuito, bienes nacionales de uso público para instalar infraestructura sanitaria, en las condiciones dispuestas por las respectivas municipalidades cuando estas instalaciones pudieran afectar el normal uso del bien nacional de uso público.”
Los bienes nacionales de uso público de administración municipal que recurrentemente requieren ser intervenidos por las sanitarias son las calles, debido a que sus redes de agua potable se encuentran emplazadas en su subsuelo o faja vía. Por lo anterior, para reemplazar las redes existentes o efectuar obras de mejoramiento, es habitual que se deba destruir y reponer el pavimento para que estas empresas efectúen estas obras sanitarias, lo cual afecta el normal desenvolvimiento de la ciudad y la propia administración municipal.
De esta manera, para asegurar la oportuna y correcta repavimentación de las calles que fueren intervenidas para la ejecución de obras sanitarias, se hace necesario que las empresas asuman la obligación legal de entregar una boleta de garantía bancaría en favor de la municipalidad. Lo anterior tiene fundamento en los innumerables casos en que una vez que las sanitarias efectúan sus trabajos propios, tardan meses en dar fiel cumplimiento a su obligación de reponer y reestablecer el pavimento de las calles intervenidas.
Así las cosas, las municipalidades al disponer de estas garantías, podrán hacerla efectiva en el caso de incumplimiento o dilación injustificada de las sanitarias en la ejecución de estas obras y su correspondiente intervención y reparación en los bienes nacionales de uso público de administración municipal, con lo cual se evita un trastorno en la circulación y transporte de la ciudad.
En consecuencia, someto a su consideración el siguiente:

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: Incorpórese a continuación del inciso primero del artículo 9 bis de la Ley N° 18.681 General de Servicios Sanitarios:

En el caso del inciso anterior, las empresas sanitarias deberán entregar una boleta de garantía bancaria a favor de la municipalidad respectiva para asegurar el fiel cumplimiento de las obras de reposición de los pavimentos de aceras, calzadas y otros bienes nacionales de uso público de administración municipal que fueren intervenidos, de acuerdo a las normas o especificaciones técnicas establecidas por el Servicio de Vivienda y Urbanismo.
10. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Urrutia;
don Osvaldo; Bellolio, Ceroni, Chávez, Pilowsky, Rincón, Saffirio, Squella,
y Trisotti, que “Modifica la ley N° 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local, para establecer el cese del cargo de juez de policía local a los 75 años de edad “. (boletín N° 10548-07) 
“En nuestro ordenamiento jurídico se recoge la concepción funcional de la jurisdicción. Esta doctrina de influjo principalmente italiana del procesalista Piero Calamandrei, se impuso en nuestro sistema jurídico y ha sido ampliamente aceptada por la doctrina nacional. Básicamente, puede entenderse por tal, que la función de conocer asuntos contenciosos y no contenciosos, en las distintas materias, no sólo corresponde a los tribunales integrantes del poder judicial, sino a todo aquel que, de conformidad a la ley, sea competente para resolver estas cuestiones, con independencia del órgano que la ejerza.

Bajo esta acepción de jurisdicción, se ha entendido que los órganos de la administración del Estado que resuelven controversias en base a competencias otorgadas por la ley, la justicia electoral, el Tribunal Constitucional, y otros tribunales especiales que no son integrantes del Poder Judicial, ejercen al administrar justicia la función jurisdiccional propiamente tal, debiendo aplicar necesariamente las normas del debido proceso sustantivo. Lo anterior muy bien lo explica el profesor Andrés Bordalí, quién refiere que “Hay que decir que la mayoría de la doctrina nacional está conteste en que el ejercicio de la jurisdicción no está reservado en la Constitución de 1980 en exclusiva a los tribunales de justicia que integran el poder judicial. Para ello recurren a la historia fidedigna del artículo 19 nº 3 inciso 6º CPR. En efecto, la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución (CENC) , en su sesión nº 103, dejó establecido que órgano que ejerce jurisdicción es todo órgano que resuelve una controversia en el orden temporal, sean tribunales ordinarios, administrativos, Contraloría General de la República, Impuestos Internos, tribunales arbitrales, etcétera. Además, en concordancia con lo anterior, un sector de la doctrina señala que el término sentencia que emplea la disposición no se refiere exclusivamente a la sentencia judicial, en el sentido técnico procesal, sino a toda “resolución” de cualquier autoridad que le corresponda conocer, resolver y hacer ejecutar lo juzgado en relación a un asunto civil o criminal, es decir, que ejerza jurisdicción.”

Aclarado el punto anterior, aparece de manifiesto que los principios que subyacen a la garantía de debido proceso deben inexcusablemente aplicarse a todo órgano que ejerce jurisdicción. De esta manera la independencia e imparcialidad son conditio sine qua non para que un órgano pueda administrar justicia.

Es así, como hemos estimado que ciertos órganos por su organización, atribuciones, establecimiento de las inhabilidades de sus integrantes y las competencias que la ley les otorga, no estarían cumpliendo el estándar que la Constitución Política les impone. Por lo cual, con un grupo de Diputados nos hemos propuesto establecer modificaciones importantes a la judicatura de Policía Local, la cual a nuestro juicio, por deficiencias de carácter orgánico-legislativo, considerando las amplias materias que la ley les encomienda a su conocimiento y su gigantesca influencia en la cotidianidad de la vida de los ciudadanos, requiere ser reformada sustancialmente.
En esa línea, hemos presentado dos iniciativas
 que vienen a establecer limitaciones a la participación política de estos jueces y que tratan de corregir situaciones de hecho y de derecho que impiden el debido ejercicio de la jurisdicción en los términos que nuestra Constitución mandata. Por ejemplo, y aunque parezca del todo ilógico, con la regulación existente los Jueces de Policía Local pueden ser militantes de partidos políticos, participar en sus directivas y ser, incluso, candidatos a cargos de elección popular. Contradictoriamente, la ley electoral les otorga competencia para conocer de las infracciones a la misma.
A todas luces estas inconsistencias no pueden mantenerse, por lo cual esperamos que esas dos iniciativas puedan ser aprobadas con prontitud.

En otro orden de cosas, la inamovilidad de los Jueces de Policía Local ha generado distorsiones en el ejercicio de sus funciones. Si bien el principio de inamovilidad encuentra fundamento en la propia Constitución y el Código Orgánico de Tribunales, tratándose de esta judicatura ha sido mal entendida y aplicada. Es así como a los jueces integrantes del poder judicial, se les establece como límite de edad para el ejercicio de sus cargos los 75 años. Esta norma es aplicable desde un juez de letras hasta los ministros de la Corte Suprema.

Sin embargo a los Jueces de Policía Local no se les aplica esta restricción, pudiendo ejercer sus funciones sin límite de edad. Esta es una manifestación concreta del principio de inamovilidad mal aplicado. 

Por lo anterior, venimos establecer expresamente que el ejercicio del cargo de Juez de Policía Local sea limitado en el tiempo, hasta los 75 años. Es un criterio sensato, los equipara a la situación de los jueces integrantes del poder judicial y asegura que el ejercicio de la jurisdicción sea ejercido por personas que se encuentran en la plenitud de sus capacidades profesionales.

Por consiguiente, someto a su consideración el siguiente:

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: Modifíquese el artículo 8 de la ley 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local, reemplazando su inciso primero por el siguiente:

“Los Jueces de Policía Local serán independientes de todo funcionario municipal en el desempeño de sus funciones, no pudiendo ser removidos ni separados por la Municipalidad. No obstante, cesarán en su cargo al cumplir 75 años de edad.
11. Informe del diputado señor Urrutia, don Osvaldo, sobre su participación, en conjunto con los diputados señores Letelier y Urízar, en la reunión del XLVI Período Ordinario de Sesiones del Parlamento Andino, llevada a cabo entre el 25 y 28 de mayo de 2015, en Bogotá, Colombia.
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dieccion y seguiniento del proceso de integracion, armonizr (3 egilaciones de los paises
miembros, incentivar 1 partipacion de los cludadanos, procuras e bisnesiar saca, Impulsar
relesiones de cooperacion y coordinacion ente. los Congresos Nacionales de los paises
tegrantes.

Hlamo 1953, Botivia, Colombia, Chile, Euador yPers irmaron el Acerd de Cartagena”,
denominada también "Pacto Andino %,  de cual etz pisseretiro el 3 3976, En e a0 2006
Chi irgresé en calidad de miembro asociado de Ia Comunidad Ancins, sin derecho a vato, 3
ravés de fa Decisin ¥ 645, con o ol podia paricpar en Jos dstintos Grganos ¢ institucones
el Sistera Ancino ntegrads, ente 105 cuale se encuent el Palamento Anding, eresdo en o
afc 1873, Asimismo, medante Ia deckion K° G55, s establecid o carecho de muesro pss a
particpar con derecho 3 voz, tanto en las reunicnes ordinarcs como extraordinarias de fos
Grganos e nstiucones polfticas y téericas dl Sistera Andino ntegrado.

6 Parlamento Andino a5 ¢ érgano delberante y de control del Sistema Andino de
Integracion, promueve su raturteza comuritara y representa a fos pueblos de I Comunidad
Andina qus e una comunidad de paise que se unen vourtadamente con el bjetua e lcanzar
el desarrlloscondimien y socia medant a integracion andina,

En Ia actusldad tos paises que integran ¢f Pariamento Andina son Bafivis, Colombi,
Faumdor, Peri y cecientemente nuestr pais que fue incorporado como niembro de plena
derecho, a traves e fa Decson N* 1937, que s debe materialzarcon a firma de un Acta of il
1a sede del Parlamento Anding se encuent ubicada en la ciudad de Bogots, Capital de fa
Repitiicade Colrmbi.




[image: image6.jpg]Bl parlamento Andino esti integrado por I Aramblea Geners, s Mesa Directu, Loz
Comisiones, fa Secretaia Genera, I of cinas Nacionales y los Grganos Subsiaros. & = vez I
Asamblea General est conformada por eintcnco pariamentario, inco representantes por cada
oais miembro Los iembros de I Mesa Directvs son elegidos por 13 Asambles para n perodo
e dosafas y st ntegac por el Presidante, cutra Vicapeasdentes de diatntss naconalidace:
alPresidente y un Secretaio General s con derecho 3oz

Las Comisones del Parlamento Ancino son los érganos especiskados que analian y
evaldan os temas de ntegracié, sendo en  actulida 2 sgaentes;

Comisidn Primera; “De Polica Berlor y Relacones parlamentarias *

Corision Sagunda; "0 Educacion, Culura, e

i Tocnologiay Comuricaciones”
Comision Tarcer; De Seguridad Reglonaly DesartoloSustentabie”
Comision Cuarts, “De Asuntos Economices, de Contol, Presupuesto y Turfsmo”

Comison Cuinta ;"De ssuntos Socales y Desarrollo Humang'™

‘Ademss de s comisiones sehaladas exte na Comision de ica y Acreditacianes.

Por Gitimo es dable sefalr que en Bolao, Ecuador y Per los Fariamentarios Andines son
clegidos por votacon decta.

I Autoddes delPaiamento Andinc:
residente: aves Redtegs Rossels e Peris
Vicepresdentes Sivia Solgado de Ecvador Fora Agar de B, s Fernanda
Duaue de Colomtiay Fernando pezs de Chic.

W ariamentarioschikenos particpantes;
Felipe Laler Norarbuens dl Parido po a Democraci 7F0).

Cristn Urizar Mooz delPartido Socialsta ().
Osvaido UrtutiaSoto de fa Unid Demdcrata Indeperdiente (01}
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Lunes 25 de Mayo de 2015; llegada ce s celegaciones paramentarias @ inutadas
especisles 3 Bogots, Colombia

Martes 26 de Mayo de 2015; €n ls Oficra Conlral del Parlarento Andino, Bogols,
Coombia.

Durants b maiana s reunieron 05 ntegrantes e 1 mesa directc.

Durante 1a tade 52 constituyeron lss inco commisionss especiafizadas en los ciferentss
temas que ocupan al Parlamento Andino y sesionaron en forma paraiea en as que se aborcaron
ferentes temas propios de cada comision talas com el Proyects Resuistoro para a proteccion
de fas personas an condicicn de discapacidad,Implementacién del Estatuto Ansino de Movlidsd
Humans, Consitsién de observatoro Andino del pusblo afrodescendiente, ntre ciros

WMircoles 27 do Mayo de 2015;

Durante 1a matana se cfectus la primer Sesion Plenara en Ia que s presentsron
Informes d I Viess Directva y detods as Camisones Permanentes.

B Seacterio Generl S Fduardo Chilqunta presentd € Informe de Gestin
correspandiente a periado Mayo 2012 mayo 2015, de acurdo 3 o establecido en e Reglamerto
Generaldel PA

Aprobadén de fa Fieeuditn Presupuesiaria 2014 de seuerdo o o dispuesto en @
Regamenta Genersl del PA.

Durante 13 tarde se contiud conla Sesion Plenaria en donde se o a corocer o5 temas 2
debatir en 13 Octava Sesién Plenaria Odinaria de I Asamlea pakamentaria o Lotincamericans
EUROLAT, que se stectuars en Buselas, Belg s

Jusves 28 da Mayo do 2015; En la Ofcna Contral del Parlamento Andino, ogotd,
Colombia.

Sesion inaugural con 1 ntervencién del Presidente oel Partaments Anding Sr. lvier
Restogu, def Secrstario fjecuto de OLADE Sr. Femando Cesar Ferreira v de Presidenie el
Congreso dea Republea de Colomba 5. fosé David Name.




[image: image8.jpg]A contnuacisn se efectuaronlos siguentes custro paneles:

Primer Panel sobre “Prinipios Doctinales del Deracho de Eneret
madeacr ef . Germin Dario Hoyos, Presidente 2 1a arimera comisén écnica y en ¢f cusl
intervinieron el Presicente. del Estudio Jricco ntermacional de Maddi, Sr. Vicente Lopez, 2
representante de OLADE Sra. Lennys Rvera. Posteriormente 52 efecusron proguntss &
inercambio d d ferantes puntos davistas sobrecltema raiado.

", actud como

Sepndo Pane! sobre “Régimen Constituconsl de I Enegia, egistacion y sobarnabilidsd
del sector energético™ en donde Incervinieran ¢l Subseccetaio Juicco de Ia Presdercia de
Repdblics del Ecuador Sr. 5, Vicente persita £ decano de (a facultad ce Gobiemna y AN de a
Univers da Exterado de Colombia y a reresentante de OLAE 52, Tatiana Castil, speciaista
esta ulima e teras energeticos. A firal de 2 presentaciones efectuadas po Ios especilisas s¢
abrig un nterasante debate.

Tercer Panel sohre “Polfica Energétia, Legilacion o ttegracién” en conde nteranieron
el Superimendente de Medioamaierte cé Itpy Binaconal 13 Reprasentante de LACE Sra. Erka
arcia, Coordinadora de desartolln Enerpético Sostenibe y Eficienda Energecs. Posterommente
s realied intercambio o punos de vistasy preguntas  los panelistas.

Cuarto panel sobre “Barreras Pollticas, Financieras y regulatorias que afecton
integracidn energética” en donde intevievon el Presidente d FNDETER S Luis Arboiec y e
represenante del Grupo de Asesorss SIFL — OIADE Sr. Juan Diego Jécome y asesor del
50 de Hicrocarburos de Ecuader. Al érmino de a5 exposicones se sbrid un debate con
intercario de puntos de vista

Viceni

Sesion Plenaria; n done se efectus un muy interesance debate sobre o proyecto de
mareo regulatorio pars un esaroll energatco ostenibe.

W, prindpal tema tratado;

n 13 diima décca fos pises exportadoras de materas orimas, especalmenta los de
almentos, minerales  combustibles, gozaron de un bonanza nécita que s traduo tamién en
MpAci03 s ivos sabre s eccnomas, partcularmente en algunas naciones sudamerc21as,
Una caracteritica destacable ha sido que el contexta de 1a reconfguracion espacil de
produccién , consumo y comerclo ha prevocado un mayor actidad comercia ntarregionalde.
anufacturis , 1o que ha implicado que Ias exportaciones ltioamericanas sean g0 mence
depencientes o economias fordneas,

Cabo saar que xiste adn un gran potencalde oportunicades da comercio  integrac én
aroductiva entre fos paises e Amiica Latia y el Carib, que de concretarse rearian economizs
doescalaimpertantes.



[image: image9.jpg]b que

lo ocurra es imperiosa a constracsdn de Inraestructura do Uansporia y
energética siendo imprascincible I construccon de pucrlos, aeropuertos,caelaras, y par sobre
todo caminar decaicamente. haci le dwersicacon y ampliscon de la oferts energétca
‘maviéndose  las energi renovables.

1a rogién lasncamernicana debers enfrentar el devate sobre ¢l futuro de la energia
nucear, ya que corso sdvierte fa Agercia nternacicns| da Energ, Se oreve un incremento el
preciade a ensegi, inciuido e e lectricidad, o que va  pesar sobre fosesfuerzos para uchar
contra el cambio cimdtico.

tacfertay demanda de energis en’a regién

En comparacion can el valor medlo mandial Aménca Latina v el Carbe tisne en a
actualdad una partcpacn de 13 energi rencvable n la matez energética (25%) relatvamente
s o que ot 20725 el muno (Europs, América el Norte, Ad) debido principalmente ala
etevada priclpacion de a Hdroelecicdad y de biocomoustiles n varos paises de Américade!
Sur. D fa misma manera (3 regidn poses un impartante. parencil ce recursos renavables;
hidroelectrcdad, energi solar, energs edlica, bomasa entre otras, que posiiltaia lncrementar
de manera significaiva este ndicador. & pesar de dicha consideracion, en 12 matrz energética
‘dominan e petilco  sus derivados, con 41 %y l as natural con 28 %

Los secores de mayar consumo de energi fins| en América Latina y el Caribe han sido ¢
tsansportecon un 35 % y o industria con un 33 % B consum residendia e aproxima o 16 y
el esto e los sectores conforman el 16% restante.

Disinios anslss prospectivos senalan que 1a region debers enfrentar o crecente
demanda de enargis, a que provencrd del mayor tamafio de sus economias bajo ¢l ipuso de
Factores exégenes {mercado mundial) y endogencs finchusidn socal, industrainacian, aumento
comerco intemacional, mayores cenros rbans.

Las formas en que los palses de atinoamericay ¢ Carbe producen y consume su energi
deberén ser ariculadas con polies sostenibics y da Jfar 3 una mayor ntegrscin sconomcs
regiona, con el aumento de inversion pibiia y pivaca, artcuadss dentro ce o posile con las
indlstrissconsumidoras de enacgis,

Existen acemds aspectos reglonales Insitucionales que ofectan negatiamente 3
Integracion y que deben abodarse para legar a slaborar y ponsr en prictica una Gstrategia
Energética Suramedcana

Otros tamas en debate tienen cua ver conlos problemas que enfrenta el secto elctrico,
o cus b tenido crecientes costas d generacien, sisunos de o cusles esin re‘aconsdos con



[image: image10.jpg]regulecio existente s cada uno delos paises y en dore no s ha enfreniado en forma inegral y
efcente la cadens; Generacion, Transision y Distibucidn

L5 opain ca as energias renovables No convencionales en 3 mairiz energetica fue arro
G los interesante tomas que se debateron en a asamblea dl Partamento Andina coma asiismo
1a disyuntva i cisponer s un sevicio elécirco centralzado o iberlzado, en donde e: posibie
apreciar que cas la totaidad de fos paises de la region se caracterizan por a exisienca de
procedimientos de planificacion centraizada que determinan 2 decisién de as expansionss, Es 351
oMo s prevé que en gran parce de fos paises, etas tendrin 1uar mediante procedim ents.
competitas que adjuciquen su construccn, propiedad, mantanimienta Y O3er3cion 3 Quien
requiera el menor costo anual.

En geners, i bien eisten acuerdos sobre o dlagnostica del problema planteado y sobre
05 enormesesafios que existen en materia enrgética para o5 préximos anos e todos os plses
e integran e|Pacto Andino, 5= ud apreciar que 10 et consenso de cora enfrentar ichos.
desafos plantedndose diferantas alternatas que mucho tiensn qus ver con el ol que &

ottt
Y\

TEisds.





12. Informe del diputado señor Meza sobre su participación, en conjunto con la diputada señora Pacheco y los diputados señores Jiménez y Gahona, en el XLVII Período Ordinario de Sesiones del Parlamento Andino, llevado a cabo desde el 23 al 26 de noviembre de 2015, en la cuidad de Bogotá, Colombia.
[image: image11.png]Honorable C4mara.

‘Tengo a honra informar sobre la parlcipacion de [a representacion do la
Camara de Dipulados en el XLVII Periodo Ordinario de Sesiones dol
Parlamento Andino, realizado en Bogots, Colombia, entre el 23 y ol 26 de
noviembre de 2015, compuesta por el diputado seor Femando Meza, que
‘ademis representa a la Camara de Diputados ante la Mesa Directiva del
Parlamento Andino._También participaron los diputados sefiora Clemira
Pacheco y sefiores Tucapel Jiménez y Sergio Gahona

I. Antecodentes

El Pariamento Andino se constituyd mediante Tratado en 1979, como
organismo de defiberacién y representacién, siendo refrendado en el Acuerdo
de Cartagena, en 1996, como instancia del Sistema Andino de tnlegracion.

Se compone de cinco paises, Colomba, Ecuador, Perl y Bolivia, mas
Chile (como miembro asociado desde ef ano 2008). Cada pais tiene cinco
representantss, que participan en cada una de las siguientes Comisiones:
Primera Comisién de Polfica Exterior y Relaciones Pariamentarias; Segunda
Comision de Educacion, Cutura, Ciencia, Tecnologia y Comunicacion:
Tercera Gomisién de Seguridad Regional y Desarrollo Sostenble; Cuarta
Comision de Asuntos Econémicas, Contol, Presupuesto y Turismo, y Quinta
‘Comisién de Asuntos Sociales y Desarrollo Humano. Delberan sobre temas.
como el medic ambiente, la educacidn, Ia snergia, fa seguridad, las
migraciones, entre otros asuntos relacionados al quehacer nomativo, la
gestion y a integracion.

Entre las atrbuciones de! Parlamento Andino podemos destacar la
promocion de la cooperacién y coordinacién con fos paramentos de los
‘paises miembros, asi como la ntegracién subregional andin, con of cbjelivo
de la integracién fatinoamericana.

En el marco de XLVH Periodo Ordinario se realizaron sesiones Plenarias y
de Comisiones en la cludad de Bogota, Colormbia,

Directiva y Coml

La Mesa Directiva del Parlamento Andino sesions para conocer y sancionar
diversas malerias de orden administrativo, lomar canacimierto de Ia agenda
tentativa dol mes de diciembrs, conocer de lus Proyectos de
Pronunciamiento publicados en la Gaceta oficialy la particlpacion en diversas.
instancias multiaterales.
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COMISION PRIMERA DE POLITICA EXTERIOR Y RELACIONES
PARLAMENTARIAS

Se_presentaron propuestas sobre temas y of
sostanible (ODS), para el trabajo de la Comision durante el afio 2016,

También se dio a conocer el Informe de Acciones def Proyecto de
Integracion Regional Participativa en la Comunidad Andina (INPADES)

COMISION SEGUNDA DE EDUCACION, CULTURA, CIENCIA,
TECNOLOGIA Y COMUNICACION

Se debatis sobre el Proyacto de Decision para la aprobacion de un
Reglamento que aborde el funcionamiento de los Pariamentos Juveniles y
Universitarios.

Se irazaron, asimismo, directrices para la oiganizacion del Foro Académico
sobre Reconocimiento de Titulos en la Comunidad Andins.

Finalmente, s prasonts propuesta de trabajo en temas relacionados con la
Etnoeducacion.

COMISION TERCERA DE ASUNTOS DE SEGURIDAD REGIONAL Y.
DESARROLLO SOSTENIBLE

Esta Comisién se encargé de informar las actividades realizadas en cada
fepresentacion pariamentaria.

Se informé sobre los avances en cuanto a la participacion de I defegacion
dei Parlamento Andino y ka Comision Teroera en la COP 21 en diciembre,

COMISION CUARTA DE ASUNTOS ECONOMICOS, CONTROL,
PRESUPUESTO Y TURISMO

“Tratd materias propias de su competencia y administracién.

COMISION QUINTA DE ASUNTOS SOCIALES Y DESARROLLO HUMANO

El purto central del analsis fue e conocimiento del Proyecto de Marco
Normativo para la Proteccién de los Derechos de las Personas con
Discapacidad

El ofro tema que fus dsbatido se refiere a las migraciones y su alcance
fegisfalivo en cada pais de la Comunidad Andina.



[image: image13.jpg]COMISION ESPECIAL DE LA MUJER Y EQUIDAD DE GENERO

Se puso en conocimienio e informe de Ia Mesa de Trabajo Sobre
Feminicidio en el Peri, preparatoria a la Conslitucion del Obsovatorio
Regional Andino Sobie Femiricidio, realizada e 17 de noviembre de 2015,
en la ciudad de Lima, Per

Las tematicas que abordara la Comision on el trabzjo fuluro serdn en base a
ta siguiente agend

« Elaboracién del Marco Nomativo para garanizar a las mujeres una
vidalibre do violencia enz regién andina.

« Actividades para fa implementacion del Observalorio Regional Andino
‘sobre Feminicidio o todas Ias formas de violencia hacia las mujeres.

« Seguimiento al Protocolo Andino do atencion integral a victimas de
Trata de Personas.

« Drferentes proyectos e iniciativas sobre temas de igualdad de género,
pariiipacion poliica, derechos sociales, enlre ofros.

Otro proyecto que fue conocido fue el do la Ley Marco para garantizar  las
mujoros una vida libre de violencia on la regidn andina.

‘También se presento el borrador de la propuesta de investigacion sobre la
Condicién sociocultural de la mujer en la Comunidad Andina.

Il Actividades y Plenarias.

La primera Sesion Plenaria se destind a ia exposicién sobre las
*Perspectivas para un Marco Normativo para Ia fucha contra todas las
formas de violencla contra la mujor”.

En Ia segunda Sesion Plenaria se presentaron los Informes de las
reuniones de Mesa Directva y do las sesicnes do Comisiones, También al
debate y aprobacion de los Proyectos de Pronunciamiento publicados en
Ia Gaceta oficlal.

En la fercera Sesién Plenaria, se abordé ol lema “Nuevos escenarios de
cooperacion jurisdiccional para la mediacion y el arbitrajo en el
contexto de Ia integracion reglonal”.

La cuarta Sesion Plenaria se abocs a Ia continuacion del debale sobre el
Marco Normativo sobre Proteccin det Patrimonio Cultural




[image: image14.jpg]¥ enfa quinta y sexta Sesion Plenaria, se disoulid las Perspectivas de un
WMarco Normativo en Convivencia, Seguridad Ciudadana y combate al
Crimen Organizado.

W. Acuordos.

De

i6n N° 1363

“Para Institucionalizar Los Parlamentos Andinos Juvenilos y Universilarios
‘conformados en los paises do la Comunidad Andina’

El texto de adjunta en Anexo N° 1

Recomendacion N° 220

El Parlamento Andino expide el Marco Nomativo para Ia Protoccion y
Salvaguardia del Patrimonio Culural

Eltexto de adjunta en Anexo N° 2

V. Proximas rouniones

Las préximas sesiones, en este caso extracrdinarias, se efectuarn e 14 y
15 de diciembre de 2015.

(/’\AH/

~ Femando Meza Moncada
Diputado

Valparaiso, 03 o diciembre do 2015.
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“PARA INSTITUCIONALIZAR LOS PARLAMENTOS ANDINOS JUVENILES Y.
UNIVERSITARIOS GONFORMADOS EN LOS PAISES DE LA COMUNIDAD ANDINA"

La Plenaria del Pariamento Ancinc, reunida en &) merco de su XLV Periodo Octinaric de
‘Sesiones, durante las Sosiones Reglamentanss del mes d noviembr celebradas en1a cidad
de Bogota D.C Repioica de Colombia, durant los dias 23, 24 y 25

CONSIDERANDO

Que a partiipacién de a juventud en (a indmica del desarrolo de s scciedades, s cada vez
mas visitio y signifcaliva por fa sensibidad con [a que esle sector pohlecionsl, ha asurido fos
‘andies desafios contemporaneos an todos los Grdenes de! convivir umeno,

Que 108 ovenos en la aciualidad son importantes actores polficas cuya accion y particinacion
sustenta la democracia de los Estados, constiuyéndose de esia forma en la fuerza motrs do
los transoandentales cambics y anslomacicnes que vienen ocurrendo en los campos dé fo
‘econami, a cultua, Ia poiica y por ciero, en I educacien de os paises de la reqién y en el
‘mundo enioro;

‘Que existo marcada tendencia en fas sociedades Modernas para crear espacas co partcipacitn
delos jbvenes en as decisianas policas, sconomicas, culturales. ambientales, o cusl produce
un desarolo de Iz cuitura polltca y el involucrarmiento da fa fuventud en al gobems de fo
Estados:

Que fos pracesos de educsoion y formacidn de los évenes incluyen componentes conlextuales
de clevada incidencia en la consiruccion de nuevos sistemas de vida, pensamicnio, précticas y
‘acciones individuales y colecivas, que pemitan el desarrolo de modelos menfales y préctiss
asocias a a vansferencia, creacien, divlgacien y uso social dél conoGmients

Que el Tratado Consiitufivo del Pariamento Andino, en su articulo 12 Heral d) establece como
propasito de! Parlamerto Andino, promover (a paricipacin e los pusbios como actorss det
proceso de integracicn andina,

‘Que sl Partamento Andino viene impulsando importantes efercicios dsmocrdlioos denominados
Parlamenios Andinos Juvenlies y Universianos, con la paricpacion de jovencs que do esia
manera se nvelucran en el proces0 de Infegracion a traves de esios espacias G dsausion y
‘anéliss permanenie de la proplemdiica rogonal y de a formulacién de escerarios posibias y
propuests para mpulsar el desartoll comunara;
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ANDIN(

Que los Pariamentos Andinos Juverily Uniersitario han potenciado a capacidad de los jvenes
de pensar y generar piopuestas locales y regionales orientadas & favoreoer la consiruccion
efectiva y préctica de Ia ciudadania andina y fomentan a la juventud a pensar en comuridad en
1a Region;

Que la experiencia scumufada, los aprendizajes adquiidos, los resuitados alcanzadas en
témmins d logros formalivos, dan cuenta del gran valor préctico del sjercicio para aproximar a
o estudiantes a formas distinas de desarallar competencias de iderazgo y utlzar fas nuevas
tecnologias de la informacién y la comunicacion para promover nuavas hemamientas due
promocionan la_integracién sfectiva de Ios puebos, ademés de propiciar una cutura
integracionista entre as juventudes de los palses de la Regién;

Que, peso  fa mportancia y los resutados que han aportado estos niveles partcipativas, hasta
fa fecha no se cuenta con un pronunciarmiento. pariamentario que nstiucionalice su
conformacién y funcianamiento, por o Gual, es importante que el Partamento Andino, en usa de
sus facullados expida una Decision que insiitiya do manera definiiva denira de su
funcionamiento, estos miveles d paricipacién denominados Partamento Andino Juveni y
Parlamento Andino Universiario y de esta forma perita a fas juventudes actuales y futuras
particpar do forma activa en fa nlegracién de nuesiros pusblos;

En uso de sus alrbuciones y conforme a o prescrio en ef Reglamento General,ia Plenaria del
Partaento Andino:

DECIDE

ARTICULO PRIMERO: Instiir los Pariamentos Andinos Juveniles y Universitarios, los cuales
consttuyen espacios de partcpacién e involucramiento de Ia juventud en e proceso de
integracién.

ARTICULO SEGUNDO: lmpuisar fa organizacion de nuevas Parlamentos Andinos Juveres y
Universitarios en cada uno de {os palses andinos, los cuales cumplen con Ia finalldad de
forlalecer en la juventud 1a identdad y cultwra comunitacie andina, gencrando derazgas
democraticas y contibuyendo a la difusion de Ia gestién det Parlamento Andiro.
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ANDINO

ARTICULO TERCERO: Aprobar el Reglamanto para e! funcionamiento da Parlaments Andino.
Juvenily def Parlamento Andino Universitaro e} cual hace parto infegral de fa presente Decisién

Notiiquese y publiquese.

‘Dada y firada en la ciudad d Bogots D.C. Repiblica de Calombia a (0s veintitrés (23) dias del
‘mas de noviembre del afio 2015.

! / ﬂ
LuisrerainapbuauE Garcia ANDING  eousroo cptuncamazon TS

PresHente Sectetario General Bcpero

e, axeper
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ANDINO
RECOMENDACION No. 229
EL PARLAMENTO ANDINO EXPIDE EL MARCO NORMATIVO PARA LA PROTECCION
¥ SALVAGUARDIA DEL PATRIMONIO CULTURAL

La Plenara del Pariamento Ancin, reurida en e marco de su XLV Perioc Orginario da.
‘Sesiones. durante Jas Sesiones Reglamentarias del mes de noyiembre celebradzs on fa
cluad de Bogots D.C Repdbica de Colomiya, durants o dias 23, 24 y 25,

‘CONSIDERANDO

Que de conformidad a los erales &) y 1) del Ariculo 43 del Acverdo de Gartagens son
atiuciones del Pariamento Andino, paricipar en fa generacién romatva del proceso
medante sugerencias a fos drjanos de! sistema ds prayoctos de normas sobre femas do
terés camin, pare su incorporacion en el ardenamiento juridico de fa Comuridad Andina,
asi como promover la smonizacidn e as legislacianas de los Palses Miembros:

Quo el Pariaments Andino en ejercicia de sus atibucianes supranacianales consagraas en
& Acuerdo de Cartagens ha realizado una sere de propuestas orcniadas al desarrllo
nofmativo en dierenies temas de interés comin regionsl, en pro del blenastar y desarollo
do o5 puedics de a subregien;

Que sl paiimonio cuftralde la Regién Andina es dosde tempos nmemorables uno de los
ms variados y maravilcsos de Ia humanidad, dicha impartanca y trascendsncia se ha
nido tefendo con los eios, gracias a los dfefonles procosos histércas de 12 regién y la
variedad de cuturas que han convergido en ella;

Que tode vez que Ia destuccitn del patrimanio cutura s ha matersiado, ente otras
deitos an a exploracien indetda, n excavacisn  remacién e monumentos araueakigicas,
fa desituccién. 1a extraccion del pals, la comercializacien iegal, la faisiicacién y
transierencia ilcia, 10d0s estos ftagelos conlra el patrimonio, se insisle taen graves
consacuencias ala dentidad y a los valores de a region;

Que es imporarte destacar que los Estados Miembros dsi Parlamento Anding han adoptado.
varios ds 15 inefrumentos seralados, en especial. la Convencién de La Haya de 1964, que
busoa a protecetn de los bienes culturales en 6330 de Ganficto aimados la Convencitn de
ia Unesco de 1970 que prahibe o impido Ia importacisn, oxportacién y frandlerencia
de progiedad flcila de bienes cullrales; fa Convencién de UNIDROIT sobre fa restiticién
intemacional de lon bienes culurales robados o exportados liilamente de 1995, ta
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‘Convencidn para a Salvaguardia el Patrimonio Cultural Inmateria de 2004 y I Convendién
de Diversidad Cutural,

Que Los paises de la Regién Andina han fortalecido durants los Giimos flos sus poiiicas.
e reconacimiento a s manestaciones patrimoniales de los pusbios ariginarios indigenas,
affodescendientes y comunidades campesinas, como esiralegias mds adecuadas para
‘salvaguardar y visilza fa nqueza do sus bienes maleriales & rmaterialos y promove fa
Frofeccion de os saveres ancestraies ylos conocimisntos ancesirals;

Que, de igusl manera los paises mlembios del Partamento Andino han avanzada en e
desarolo de egisariones iniarnas en pro de proteger y savaguarcar el patimervo cufural,
sl como también han ratficado dferentes nsirumentos itemacicnales, pese a elo, los
sistemes romativos deben foralecsrse cada vez ms para su detida apicacin;

Que es imperante qus fos Estadas Miembios asuman s responsabiidad de que i proteccién
del paUMONO 65 un asunla de todos, que debe ser una actividad o excksiva de o8
Minislerios de Cutra y en algunas siuaciones puntuales de las autordades de Pofla y
Aduanas nacienales, sino que deben involucrarse 1odas o ineuciones e loa Estados y o
$10pia comunidad civl, esto, en un marco ¢a conslants camuicasion o inercambio ds
nformacién, ente os paises miembros del Pariamento Andino;

Que adisionalmento es fundamental avanzar en ef desarrolo de registas comunes del
pattimonio matrial inmatea, puesto que a pinc pal az por Ia cual a veces es impasile
‘caniolar i téflco licho v fa biopiateri, @2 a inarislencia de registros previos en sistemas
e informacitn totaimente corsoidados, asi como ia fata de sistematizacién de os saberes
tracicionales y los conosimientos ancesirales para su sdscuada salvaguardio

Que ast mismo. se convierte en prortaro fonmar a 1as autordades de Poica, aduaneras y
iuiciales sobxe os partcuaridades d s deitos corta ol patrimonio @ asociados aeste, de
manera tal que adquieren lus competencias para efectuar of sequiminta de fos procesas y
cuerlen ademds con instrumentos. jurdicas, tcnicos, adminlstrativos, investigalivos y
financieros pera actuar, ssgun protocolos de accién ¥ cAdgo de delftos previaments
preesiablocidos;

Quo se requiere ademés, que consientes dol 3cervo cullrai qus muchos de los Estados
Miembros del Perlamento Andina comparten, ss arcuien esfuérzas enirg Getos para velar
170,581 porlos patrimonios ansironterizos, sino com regién Anding apoyarse mutuamente
‘en acciones corira e ifico intomacional de bienes patrimonials y socializar experiencias.
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signfioativas de formacien, sensblizacien e investigacion, que alment fengan efectos
postvos en fomentar (a apropiacion sovial do patimonio como elemento esencial de la
denidad de Iz regidn, esto, como Ia estrategia mas efoctiva para contrarestar los defios.
conta s cuura do los pusbios Andinas;

‘Que la elaboracion de este proyecto os de suma importancia para Ia Comunidad Andin,
@ad que como s ha venido sosteriendo, ef paifimorio cutratFasul ser parta sencields.
la denfidad ce la region. pos tanto, se doban emprender todos los esfuerzas en pro de
garanizar su proleacibn, sahaguardla, manienimiento y recuparacion;

Que en virud a lo dispuesto en el oral a) del arliculo 79 ise Recomendaciones son
Insinamanios de Pronunciamiento respecto de las alfbucionss y propGsitos del Perlamenta
Andine contenidos en el Acuerdo e Cartagona. . estardn orentados  impusar pofiicas,
slanes, programas, proyectos, asi como rormas comuniarias, marcos requiatoros y
Fropuestas de ammonizacion legislatva en pro del fotolecimiento del proceso anding de
itegracion y con miras af iensstar y Gesarolo de s pusbios de fa subtegidn.

Pot los considorandos expuestos, fa Plenaria de! Parlamanto Andino, conforme a sus.
ibuciones y funciones supranacionales y teglamentarias,

RECOMIENDA

ARTICULO PRIMERO: Aprobar el Marco Normativo para la Proteccién y Salvaguardia del
Painmanio Gultural, documento que ha sido elaborada bajo cinoo objeios dlaros que tenen
el interés de garanizar una profeccion sfectiva u lravés de la promocién do sitamas do.
nfomacién especiaizados, un Famado  fa articulacion infernstcionai de alto fivel, el
impuiso a policas de lomacién y sensibiizacion, fa pucsta en marcha de unidades
poiciles, aduaeras y judiciles especiales, y a promocion da cdigos conla os delits
pattimonites,

ARTICULO SEGUNDO: A ravés do la Secretaria General hacer enrega ofcialalos Poderes
Lepisialios de 103 Palses Miembros o fa Gomunidad Andina, con ¢l propbsio de qus las
miximas instancias legisativas de la regin acojan el instrumento tanico y normativo del
Periamento Andino, instrumerio que conlé en su claboracion y amonzacin con la
partipacion de iboricos expetos en ta materia, Congresisias d fos Pafses Viembros,
Autordades Locales, Regonates y Nacionsles, Académicos y Pariamentarios Andinos.
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Notfiquosa y publiquess.

Dada y fimada en fa cludad de Bogols D C., Reptbica de Colombia a los veintiuatro
(24) dizs df mes de novembre del aio 2015,
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*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.
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